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Introducción

El contexto actual venezolano refleja una complejidad en la cual es casi imposible desligar los aspectos económicos, culturales, sociales, políticos y legales. Frente a ello, muchas de las situaciones que los administradores de justicia deben enfrentar aluden a elementos socio-políticos que, independientemente de las normativas legales ya existentes, conducen a una decisión contraria a lo estipulado en la ley y que, muchas veces, perjudican al ciudadano común. 

En el caso específico del Poder Judicial venezolano, la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela  (CRBV, 1999), consagra la garantía de tutela judicial efectiva, entendida como el derecho que tiene toda persona de acceder al sistema judicial, para que los órganos llamados a resolver su pretensión la estudien y emitan una resolución motivada conforme a derecho.  Sin embargo, en muchas ocasiones se ha visto como el ciudadano, en este caso, el justiciable, es perjudicado por el retardo procesal, lo cual contraría en su totalidad  lo establecido en las normas venezolanas.

Esto indudablemente, acarrea un daño al administrado, en virtud que la justicia tardía no es justicia, por lo tanto pone en tela de juicio la tutela judicial efectiva. Los procesos civiles no escapan a esta realidad, particularmente, aquellos referidos a la partición de la herencia, en los cuales el retardo procesal acarrea daños morales y patrimoniales, que pueden llegar hasta el perecimiento de la cosa, objeto de litigio. 
Por tal motivo, llamó la atención del investigador realizar un análisis de la Tutela Judicial Efectiva en los procesos de partición de la herencia. El estudio se justificó por la pertinencia del tema, el cual forma parte del quehacer judicial, por sus aportes teóricos, como referente para investigaciones ulteriores, así mismo servirá de consulta sobre el tema. También desde el punto de vista jurídico, por referirse a una garantía procesal,  que si bien es cierto la establece la norma constitucional como corolario, de un real y verdadero estado de derecho, en la práctica muchas veces se hace inaccesible e invisible. Así como los beneficios que podría aportar a los estudiosos del derecho.
Se utilizó como teoría de entrada el iuspositivismo, que plantea una manera especial de abocarse al estudio del derecho, al considerar únicamente norma jurídica a la norma escrita, y que emana de una autoridad competente para su creación. Así como las teorías sobre la naturaleza jurídica del proceso. También se abordaron los elementos teóricos y legales relacionados con la tutela judicial efectiva, el retardo procesal y el procedimiento de partición de bienes.
Cada uno de estos aspectos, se guiarán por una metodología que responde a la investigación, de modalidad dogmática jurídica, de nivel analítico, y con base documental. 
El trabajo final de investigación quedó estructurado en cuatro (04) capítulos:
El primero, contexto empírico, comprende la caracterización del objeto de investigación, los objetivos del estudio: general y específicos, así como  la justificación del estudio.

El segundo, el contexto teórico, se abordaron el iuspositivismo y la teoría sobre la naturaleza jurídica del proceso como teorías de entrada. Entre los aspectos conceptuales se presenta todo lo concerniente a la tutela judicial efectiva, el retardo procesal y el procedimiento de partición de bienes, por último se abordó lo referente a la fundamentación constitucional y legal de la Tutela Judicial Efectiva y el procedimiento de partición de bienes.

El tercero, el contexto metodológico,  referido al tipo de investigación en el que se enmarcó el estudio, y procedimiento. 
El cuarto, el contexto crítico referido al análisis reflexivo, conclusiones y recomendaciones.

Por último, se presentan la lista de referencias segmentadas por área temática.
CAPÍTULO I

Contexto empírico
Caracterización del Objeto de la Investigación
La norma sustantiva y adjetiva que regula los actos civiles en la legislación Venezolana, tiene por norte regular, una serie de valores, figuras y principios que son materializados cumpliendo un procedimiento civil establecido legalmente, que son utilizados por la o las partes que se ven afectadas o lesionadas, para el reconocimiento de un derecho garantizado por el Estado y establecido para el goce de los ciudadanos, por cuanto la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (CRBV,1999) en su artículo 2 señala que “ Venezuela se constituye en un Estado democrático y social de Derecho y de Justicia...” y asimismo, establece en su artículo 3 que:
El Estado tiene como fines esenciales la defensa y el desarrollo de la persona y el respeto a su dignidad, el ejercicio democrático de la voluntad popular, la construcción de una sociedad justa y amante de la paz, la promoción de la prosperidad y bienestar del pueblo y la garantía del cumplimiento de los principios, derechos y deberes consagrado en esta constitución (Art. 3).
Uno de los valores superiores en los cuales se erige la estructura del Estado para poder cumplir con sus fines, es la realización de la justicia. No es por capricho que la vigente Constitución comienza su articulado con el Titulo que se denomina Principios Fundamentales, el cual, tiene una connotación especial, por cuanto expresa la declaración de fundamento, lo que en palabras de Ortiz (2001:69) “...es aquello que sirve de base y plataforma sobre lo cual se edifica el ordenamiento jurídico restante...”
Ahora, el Estado al reservarse de manera exclusiva y excluyente la facultad de administrar justicia, es el único, salvo excepciones de la ley, de cumplir con tan loable labor, sin embargo, a menudo se observa en los distintos tribunales de la República como esa justicia, la mayoría de las veces, llega de manera extemporánea, entiéndase, tarde para el administrado que exige al Estado que le tutele su derecho, en virtud de haberse prohibido la autodefensa. 
Tal situación genera en los particulares una sensación de impotencia, al encontrarse ante un Poder Público, específicamente, el Poder Judicial, que no logra saciar los intereses de los ciudadanos, vale decir, satisfacer las necesidades de aquellos, y lo que es más, sentirse burlado por los funcionarios facultados por el Estado para tal fin. Al respecto, Franceschi (2009) asevera que “. La jurisdicción penal tenía 80% de retardo, asimismo la jurisdicción civil…en los últimos nueve años".

Por su parte, Pérez (2009:2) afirma que:

se hace imperante, que los órganos encargados de la correcta aplicación de los principios procésales constitucionales, se avoquen a deslastrar los vicios que, en desmedro de la gratuidad de la justicia, son perpetuados por los operarios judiciales; tales practicas son más comunes en el seno de los tribunales civiles, donde regidos por un Código por demás formalista y pre-constitucional, se observan en mayor medida las viejas prácticas de cobros por: traslados de los alguaciles para la citación del accionado en localidades no distantes, subvenciones para impulso de las causas y de las actas donde estas se tramitan, erogaciones para los honorarios de los defensores de oficios, excesiva publicación de carteles para atender las incidencias de las causas, entre otros. 

Ante esta situación el constituyentista de 1999 consagró en el nuevo texto fundamental el principio de la tutela judicial efectiva en el articulo 26 cuando establece “Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los colectivos o difusos, a la tutela efectiva de los mismos y obtener con prontitud la decisión correspondiente...”. La connotación del artículo anterior radica, no sólo en la posibilidad para los particulares de poder interponer sus respectivas demandas, sino, que hoy día se busca a través de ésta, que la justicia se imparta lo más pronto posible, se está en presencia entonces de una justicia material mas que formal. 

De igual manera, uno de los aspectos más importantes para la administración de justicia, tiene que ver con la escogencia del personal que se encarga de impartir la misma. Al respecto, Franceschi (2009) afirma que:

en la labor de los jueces descansa el fortalecimiento del sistema jurídico, lo que se traduce en el desarrollo armónico de la colectividad y la paz social, factores coadyuvantes de la democracia y del Estado de Derecho en el país…la Constitución, las leyes y toda norma jurídica serían letra muerta si no existieran jueces, si no estuvieran dispuestos a cumplir cabalmente su misión.
Por su parte, el artículo 253 de la citada Constitución en su segundo aparte establece “El sistema de justicia esta constituido por el tribunal supremo de justicia, los demás tribunales que determinen la ley…”. Igualmente, el artículo 255, segundo aparte refiere.
Los jueces o juezas son personalmente responsables en los términos que determine la ley, por error, retardo u omisiones injustificadas, por inobservancia sustanciales de las normas procesales, por denegación, parcialidad y por los delitos de cohecho y prevaricación en que incurran en el desempeño de sus funciones (Art. 255).  

 Tal precepto constitucional, pretende coadyuvar en garantizar la administración de una justicia oportuna, a través del establecimiento de sanciones a aquellos jueces que actúen negligentemente en sus funciones, sin embargo, en la práctica del ejercicio en materia civil, se observa que existe retardo procesal en las causas que cursan ante los tribunales civiles, especialmente, en aquellas en las que el objeto litigioso son bienes o derechos reales. De allí que surge por parte del investigador la siguiente interrogante:¿Existe tutela judicial efectiva en los procesos de partición de herencia?.

Objetivos de la Investigación
Objetivo General

Analizar la Tutela Judicial Efectiva en el Juicio de Partición de Herencia
Objetivos Específicos

1.  Describir el principio constitucional de la Tutela Judicial Efectiva
2. Examinar el procedimiento de partición de herencia previsto en el Código de Procedimiento Civil Venezolano.

3. Precisar el alcance jurídico del retardo procesal en el juicio de partición de herencia
Justificación de la Investigación
La investigación se justificó, por la importancia del tema, en cuanto a que el proceso de administración de justicia, su efectividad y eficacia, y su respuesta oportuna, son del interés general de la ciudadanía. Justicia que conforme a lo previsto en la Carta Magna, debe ser impartida de manera breve y expedita.
Su aporte teórico vino dado, por la interpretación doctrinaria, y jurisprudencial realizada por el autor, y que conforma el contexto teórico de la investigación, lo que permitió nutrir los conocimientos que sobre el tema poseía el investigador, así como los de aquellos colegas que consulten dicho trabajo de investigación.
Por otra parte, se justificó la investigación, desde el punto de vista jurídico,  por cuanto el principio de la tutela judicial efectiva se encuentra previsto en la carta fundamental en su artículo 26, y en el acontecer diario, su aplicabilidad y puesta en práctica en los juzgados de la República no siempre se hace evidente.
Los resultados de la investigación benefician en primer lugar, a todos los involucrados en un juicio de partición de bienes, especialmente a los abogados litigantes y a las partes involucradas en el juicio, cuyos intereses pueden verse lesionados ante el incumplimiento e inobservancia de tan importante principio constitucional, a través de la obtención de nuevos conocimientos e información, en cuanto a las medidas que pudieran ejercerse a fin de asegurar su cumplimiento.
Por otra parte, tal como se señala en los aportes teóricos, el estudio beneficia al propio investigador, así como a otros estudiantes de la especialidad en procesal civil, por cuanto la problemática investigada, forma  parte de la realidad del libre ejercicio, el estudio proporciona contenidos relacionados con la jurisprudencia, que constituyen el salvoconducto frente a las situaciones que se sitúan en las denominadas zonas grises del derecho .
La investigación, partió de la inquietud del investigador como abogado litigante, quien además es parte en un juicio de partición, y ha visto sus intereses patrimoniales lesionados por el retardo procesal en detrimento de la tutela judicial efectiva consagrada en la Carta magna, por lo que consideró oportuno conocer los fundamentos legales y teóricos de este principio y su aplicación en los procesos de partición de herencia. En tal sentido, la pertinencia de la temática y por ende la necesidad de investigaciones en el área.
Evidentemente, se trata de un tema vigente, por cuanto la Tutela Judicial Efectiva, es un elemento fundamental que debe observarse y garantizarse en cualquier proceso, y entre ellos, en los procesos de partición de herencia. Resulta pertinente además, por cuanto diariamente, se ventilan en los tribunales del país procesos de esta índole, los cuales son decididos extemporáneamente, cuando algunos de los bienes en litigio ya han sufrido deterioro total o parcial. 

Además, que implicó una oportunidad para exigir del Estado que a través de sus órganos jurisdiccionales asuma y requiera de la magistratura en su tarea el irrestricto respeto de los derechos de la persona, dentro de un clima de tolerancia y de consideración. Teniendo presente la observancia permanente y constante de la supremacía de la carta fundamental que orienta e inspira el ordenamiento jurídico vigente en aras de que se llegue al día en que las causas judiciales cualquiera sea su naturaleza o especialidad, sean desarrollados con todas las garantías de la administración de justicia y los principios que están implícitos conforme a la Constitución Nacional, en pro de la  seguridad jurídica y se alcance así la tan anhelada paz social en justicia, en tutela del fin supremo de la sociedad y del Estado.
CAPÍTULO II
Contexto teórico
         Teorías de Entrada

De acuerdo con Villegas y colaboradores (2006:37) citado por el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:57) “las teorías ayudan al investigador a ver de una manera amplia y en perspectiva al objeto de investigación. Deben ser planteadas al igual que la caracterización del objeto de investigación, desde el contexto macro al micro o particular.

En este caso se tomó como teoría de entrada que sustenta el estudio, la teoría del Iuspositivismo, la cual se relaciona con el estudio íntimamente, en cuanto a que esta teoría reconoce la facultad del Estado de regular la conducta del hombre en sociedad a través de la promulgación de normas jurídicas, las cuales establecen las conductas que deben omitirse por ser consideradas, delitos. Así como los derechos de los administrados, y las acciones que estos pueden ejercer ante la imposibilidad de ejercerlos. Es por ello, que el Estado a su vez, a través del derecho positivo,  instituye principios y garantías procesales.
Entre ellas, la Tutela Judicial Efectiva, objeto de esta investigación como garantía constitucional que deben gozar los administrados que requieran acudir ante cualquiera de los órganos encargados de administrar justicia.  Particularmente, es el interés de esta investigación analizar esta garantía, en los procesos de partición de herencia. Siendo, ambas instituciones jurídicas reguladas por el derecho positivo, resulta evidente la relación con la teoría seleccionada.
Teoría del Iuspositivismo

La naturaleza del derecho es la de una ciencia que nace como una disciplina normativa.  La verdad jurídica esta concebida como el logro del perfeccionamiento del ordenamiento jurídico de un pueblo, el cual debe evolucionar a la par de los cambios  sociales, se trata de regular la conducta humana en su vida de relación. El Derecho, además de ser una ciencia normativa, también es concebido como una ciencia social y humana.  Por ser el Derecho un fenómeno social, la ciencia del derecho forma parte del grupo de ciencias que estudia la sociedad desde distintos puntos de vista, a través de la sociología jurídica, encontrándose el Iuspositivismo dentro de los principales modelos epistemológicos del conocimiento jurídico.

Así el derecho positivo se sustenta en las normas jurídicas que crea el Estado a través del legislador. Se trata de proposiciones normativas coactivas, coherentes y carentes de juicio de valor, con una validez espacial y temporal determinada. Estas normas se manifiestan como el orden coactivo de una determinada organización social.

Larroyo (1968), afirma que el iuspositivismo, tiene su origen en el siglo XIX como una oposición radical al iusnaturalismo. También es conocido como positivismo legal, y se trata de una corriente de pensamientos jurídicos. Cuya principal tesis es la separación entre moral y derecho, que supone un rechazo a toda relación conceptual vinculante entre ambos. En el entendido que derecho y moral son conceptos distintos no identificables, dado que el Derecho existe con independencia de su correspondencia o no con una concepción moral.

Asimismo, Larroyo (ob cit) expresa que el iuspositivismo es tan antiguo como el derecho mismo, aunque alcanzó su mayor desarrollo teórico a partir de los escritos del filósofo inglés Thomas Hobbes, aplicados al ámbito jurídico por Jeremy Bentham. Sin embargo, el verdadero pilar del Iuspositivismo, que define al Derecho como un producto únicamente de la voluntad del legislador, y a las consecuencias de Derecho como el mero resultado lógico de colocarse en el supuesto jurídico del que se trate en lo ordenado, es el austriaco Hans Kelsen.
Esta corriente según Martínez de Pisón (1997), comporta tres planos de influencia:

-Metodológico: Es un modo de conocimiento del Derecho tal como es, prescindiendo de cómo debería ser.

-Teoría del Derecho: Define las normas en función de su coactividad, de la posibilidad de asegurar su cumplimiento a través del recurso a la fuerza  monopolizada por el Estado, de la supremacía de la Ley como fuente del Derecho y de la concepción mecánica de su interpretación y eficacia.

-Ético-política: Separación entre Moral y Derecho. Debe prestarse obediencia a las normas jurídicas positivas con independencia de su contenido.

Desde el punto de vista científico el positivismo debe para Martínez de Pisón (ob cit) considerarse en dos aspectos diversos: como método y como sistema. Como método señala derroteros a la investigación científica y filosófica; como sistema comprende un conjunto de afirmaciones acerca del objeto de la ciencia. 

Teorías Sobre la Naturaleza Jurídica del Proceso 


Antes de entrar a conocer las teorías sobre la naturaleza jurídica del proceso, entendiendo, que a través de la instauración del mismo se verifica o no la Tutela Judicial Efectiva, principio por el cual se encuentra regido. Se hace necesario definir y diferenciar los términos proceso y procedimiento. 

El Proceso y Procedimiento 

Para Zapata (2008) el procedimiento es la parte exterior del fenómeno procesal; es el conjunto de reglas que regulan el proceso. En cambio, el proceso es el conjunto de actos procesales tendentes a lograr la sentencia definitiva. En este sentido la idea del proceso es necesariamente Ideológica; se caracteriza por su fin que es solucionar el conflicto mediante una sentencia que adquiera autoridad de cosa juzgada. Todo proceso requiere para su desarrollo un procedimiento; pero no todo procedimiento es un proceso. 

Entendiéndose el proceso como la integración de una serie de actos cuya finalidad fundamental es la de proteger un derecho, en el caso de estudio el derecho a la partición de la herencia. Siendo el proceso un instrumento de coordinación, un método para la formación y actuar del derecho. Por su parte, Prieto (1999:105), lo define como: 

La actividad de las partes y del Tribunal regulada par el Derecho Procesal, e iniciada por aquella que de ellas es llamada demandante, para obtener la sentencia o acta par el cual el Tribunal cumple su misión de defensa del orden jurídico, que le está encomendada por el Estado, y tutela el derecho de la parte que en el curso de él, haya demostrado poseerlo. 
El proceso comprende una serie encadenada de actos realizados de una parte, por aquellos que tienen un interés en disputa; y de la otra, por los que en su oficio han de preparar una fórmula de valor jurídico de tipo vinculante que, atendiendo a los principios de igualdad, equidad y justicia, solucione el conflicto, entendiéndose por esta fórmula no otra cosa. 

Cabe destacar, con relación al proceso, la distinción entre el derecho subjetivo que se resuelve en una voluntad concreta de la ley, y la norma, derecho objetivo traducida en una voluntad general, abstracta, hipotética y condicionada a la verificación de determinadas hechos. 
La voluntad concreta de la ley busca realizarse de ordinario mediante la presentación obligada que una persona a otra, y cuando ella no se realiza, desobedeciendo el precepto, se hace obligante la protección de la ley, para así poder tutelar el derecho subjetivo, surgiendo entonces el proceso. De allí, que en el caso objeto de estudio cuando se produce la partición voluntaria de la herencia, se incoa un proceso a fin de lograr la partición judicial.

El proceso, al tratarse de la vida jurídica, implica un método para la formación o actuación del derecho, regulando el conjunto de intereses contrapuestos y logrando obtener una paz justa y verdadera. Al respecto Rocco (2002:256), afirma que: 

El proceso sirve al derecho, en cuanto que es el método para la formación al desenvolvimiento de sus cualidades, y el motivo de su actuación está en la armonización de los conflictos de intereses surgidos entre los particulares. 
Precisada ambos conceptos: proceso y procedimiento, corresponde al estudio abordar lo referido a la naturaleza jurídica del proceso, como uno de los puntos álgidos del estudio del Derecho Procesal Civil, en tal sentido se presentan de manera sinterizada las diferentes teorías, de acuerdo a las diversas posturas de los doctrinarios, que han tenido mayor o menor acogida: a) teoría del contrato; b) teoría del cuasi-contrato; c) teoría de la relación jurídica procesal; d) teoría de la situación jurídica; e} teoría de la institución jurídica y f) teoría de los presupuestos procesales. 

Teorías Iusprivatistas 

Puppio (2006) señala que estas teorías consideraban al proceso como una institución integrada dentro del Derecho privado. Entre ellas se encuentran la teoría del contrato y del cuasi contrato, las cuales se explican a continuación:
Teoría del Contrato

Asumía el proceso como un contrato, en el cual la existencia de derechos y obligaciones de carácter procesal tienen su génesis en un convenio entre partes quienes se comprometen a estar y pasar por el resultado de la decisión. Así pues, el proceso engendra una serie de poderes y deberes en virtud del consentimiento de las partes que figuran en él. Esta tesis tuvo aceptación en el derecho romano, en la cual se concebía al proceso como un arbitraje.

Sin embargo, esta posición en la actualidad es insostenible, pues si bien es cierto que las partes en algunos casos acuden al proceso en virtud de mutuo acuerdo, en otras ocasiones puede haber negativa de una de las partes, lo que no impide a la otra parte instaurar un proceso, por el contrario obliga a iniciar uno por falta de acuerdo. Por otra parte, la resultas del juicio son el  resultado de la fuerza coactiva que dispone el ordenamiento jurídico y no del consentimiento de las partes; y por último, los derechos y obligaciones que surgen del proceso no reconocen como fuente de existencia el consentimiento de quienes intervienen en él. 

Teoría del Cuasi - Contrato 

Posteriormente, surgió la teoría del Cuasi-contrato que tuvo su fundamento  en una de las fuentes de las obligaciones: el cuasi contrato, basado en la existencia de un presunto consentimiento o en la voluntad unilateral de alguna de las partes. Se le critica que los vínculos formativos del proceso descansan en la sumisión de los ciudadanos al Estado y no en la voluntad de los interesados. Esta teoría representa en cierto modo un intento para conservar el proceso entre las figuras del derecho privado. Y según Puppio (2006) esta tesis pasó por alto otra fuente de las obligaciones como lo es la ley.

Teorías Publicistas

Para estos doctrinarios el proceso no puede explicarse a través de las relaciones jurídico-privadas, y por ello acuden al Derecho público. Entre ellas se encuentran el proceso como relación jurídica, como situación jurídica, como institución jurídica y como servicio público, las cuales se explican a continuación.
El Proceso Como Relación Jurídica
 Puppio (2006) afirma que esta es una tesis bastante extendida, que sostiene que el proceso es una relación jurídica regida por la ley. Se habla de relación jurídica procesal en el sentido de la ordenación de la conducta de los sujetos en el proceso con motivo de sus conexiones reciprocas. Se trata del grupo de facultades y poderes que ejercen los sujetos del proceso entre sí. Para explicar la forma en que están ordenadas esas facultades hay tres orientaciones:

a)  Las que conciben la relación jurídica como líneas paralelas.

b) La relación es respecto del juez, y no existe nexo entre las partes directamente. Sólo a través del juez. 

c) La relación procesal es un triángulo, hay relaciones de las partes entre sí y frente al juez. Bajo esta tesis la relación jurídica procesal se compone de relaciones menores, que ligan a las partes entre sí y con el órgano jurisdiccional.

En tal sentido Carnelutti (1998), considera al proceso, como un conjunto de relaciones jurídicas que van naciendo o extinguiéndose a medida que aquél se desarrolla. Al respecto, Goldschmidt  (1925) citado por Carnelutti (2004) crítica esta teoría al negar el carácter de verdaderos derechos y deberes jurídicos a los distintos vínculos que median entre los sujetos procesales.
 Asimismo afirma que el Juez tiene la obligación de conocer y decidir sobre la demanda, pero esta obligación es de carácter público, no estrictamente procesal. El demandado no tiene obligación procesal alguna sino cargas; su incomparecencia no lleva consigo sanción alguna sino el perjuicio que supone su declaración en rebeldía. 

El Proceso como Situación Jurídica 

Asimismo Goldschmidt (ob cit) citado por Puppio (2006) propone esta concepción al proceso como una situación en la que se encuentran las partes que esperan una sentencia de acuerdo con la ley.  Se utiliza una metáfora para explicar esta tesis: En tiempo de paz el derecho es estático y es como un reinado intocable; al estallar la guerra queda en manos de la espada y el derecho se convierte en un cúmulo de posibilidades, de expectativas. Igual ocurre con el proceso, el derecho se reduce a las posibilidades, expectativas que determinarán la sentencia.

En esta función dinámica del derecho en el proceso, no puede hablarse propiamente del derecho, sino de posibilidad de que el derecho sea reconocido en la sentencia. De allí que no  pueda hablarse del proceso como relación jurídica entre las partes y el juez. El juez sentencia no porque  se trata de un derecho de las partes, sino porque tiene que cumplir con la función de administrar justicia.  Se le crítica que es una posición empírica y no finalista del Derecho Procesal.

El Proceso como Institución Jurídica 

La concepción del proceso como una institución jurídica, parte del error de negar la existencia de verdaderos derechos y deberes procesales, ya que las cargas y atribuciones de las partes, más que figuras autónomas son aspectos especiales de las dos figuras fundamentales: el derecho y la obligación. Pero aun reconociendo en el proceso la existencia de verdaderos derechos y obligaciones, el proceso no sólo es una relación jurídica, sino múltiples relaciones jurídicas, mejor dicho, se compone de ellas. Para el procesalista Guasp en el proceso existen verdaderas derechos y deberes jurídicos, y por lo tanto hay un complejo de actividades relacionadas entre si por el vinculo de una idea objetiva, a la que figuran adheridas las diversas voluntades particulares de los sujetos de quienes proviene la dicha actividad. 

La Institución se compone de dos elementos: el objetivo que está situado por encima de esas voluntades y el conjunto de las dichas voluntades que se adhieren a la idea para lograr su realización. 

El Proceso como Servicio Público 

La teoría del proceso como servicio público fue promovida por los administrativistas franceses. Parten de la calificación de la actividad jurisdiccional como actividad administrativa, a los efectos de explicar el proceso como un servicio público. La función jurisdiccional es una actividad técnica puesta al servicio de los particulares, para ayudarles en la consecución del fin que persiguen; la composición del litigio. De esta forma, las normas que regulan este servicio público no serían normas jurídicas, sino técnicas, porque no tienden a crear relaciones jurídicas, sino a satisfacer fines que persiguen los particulares.

Se le crítica que  no es compatible con el proceso penal, en el cual no existen fines propios de los particulares, así como que la actividad jurisdiccional es un mandato constitucional, que forma parte de los efectos del ejercicio del poder soberano que el pueblo delega en el Estado. 

Teoría sobre la nueva trilogía del Derecho Procesal

Celis (2008) propone una nueva trilogía en el estudio del derecho procesal que comprende: el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva, la jurisdicción y el proceso. Abordándose la primera en un aspecto aparte, por ser objeto esencial del estudio que se adelanta, y las otros dos aspectos, se analizaran a continuación entendiéndose que son interdependientes entre sí con el anterior. 

 A tal efecto Celis (ob cit) asume como piedra angular a la pretensión procesal; con relación a la nueva trilogía procesal propuesta por este autor. Cabe destacar, que la doctrina tradicional consideró como conceptos fundamentales a: la acción, jurisdicción y el proceso, que sólo podían comprenderse mutuamente implicados; en efecto, no es posible concebir un derecho a la acción de los ciudadanos sin su correlato de jurisdicción como poder-deber, como tampoco se podría considerar, de manera compartimental, a la jurisdicción sin su correlato con el derecho a la acción; ambos conceptos implicados configuran una relación jurídica (deber-derecho), idea fundamental para comprender el concepto del proceso. A juicio del citado autor en su lugar se debe incorporar el concepto de Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva, por las razones siguientes:

El concepto de acción es unilateral, pues sólo permite apreciar la relación del justiciable accionante con el órgano jurisdiccional, prescindiendo de la relación del justiciable demandado con el órgano judicial; la situación jurídica del demandado al ser vinculado a un proceso, supone un derecho a la contradicción, análogo al derecho a la acción; el derecho a la contradicción es subjetivo, abstracto y autónomo, características que constituyen el contenido esencial del derecho a la acción; el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva es un concepto más omnicomprensivo, permite la integración lógica de los conceptos de acción y contradicción y facilita comprender la idea de relación (jurídica) de los justiciables -demandante y demandado- con el órgano jurisdiccional. 

Esta garantía derecho tuvo su origen a partir de la aparición del estado. Es así que los hombres primitivos no reconocían ente superior alguno que los proteja de las agresiones, opresiones o violencias y por tanto tenían que defenderse por sí mismos. Sin embargo, muchas veces no estaban en capacidad de hacerlo o excedían los límites que pueden considerar razonables desde la perspectiva del derecho actual. El desarrollo de las fuerzas productivas determinaron el aumento de la producción, este excedente fue apropiado por sectores y se generan las clases sociales, es en ese contexto histórico que surge el Estado, que centraliza la administración de justicia monopolizando el ejercicio de la violencia. 

El monopolio de la violencia ha sido y es la esencia histórica del Estado y constituye a su vez el contenido esencial de la eficacia de la tutela judicial. La sustitución de la autodefensa por la tutela jurisdiccional supuso la aparición del Estado, lo que determinó la sustitución de la acción directa frente al adversario por la acción dirigida hacia el Estado, impidiendo el ejercicio de la fuerza privada. Proclamar la exclusividad de la jurisdicción o sancionar penalmente el ejercicio de la autodefensa no es suficiente; es necesario realizar una valiosa tutela jurisdiccional efectiva donde el Estado proporcione instrumentos adecuados y eficaces para satisfacer las pretensiones, a fin que todo ciudadano que crea tener derecho a algo pueda acudir ante el órgano jurisdiccional para que lo atienda, verificando su razón y, si fuera el caso, haciendo efectivo el derecho.

El Derecho a la Acción

Precisa Monroy Gálvez (s/f) citado por Celis (2008) que el derecho a la acción “es un derecho público subjetivo, abstracto y autónomo, por el cual toda persona se encuentra en aptitud de exigir al Estado tutela jurisdiccional, para un caso concreto, sea conflicto de intereses o incertidumbre jurídica”.

Es un derecho subjetivo público, pues constituye una atribución de las personas ejercitable ante el Estado (de ahí lo público) que reclaman la puesta en marcha del mecanismo jurisdiccional a fin que se preserven sus derechos materiales lesionados. El  Estado concede a los justiciables el derecho de exigir la puesta en movimiento de la maquinaria judicial y concomitantemente veda la posibilidad de que autotutelen sus derechos, de que hagan justicia por mano propia.

Se afirma que es un derecho abstracto, pues es un derecho de continente y no de contenido; es el derecho a promover un proceso y a que en el mismo recaiga sentencia, nada más. No es un derecho a una sentencia concreta favorable, sino tan sólo el de ser escuchado por el órgano jurisdiccional en los estrados judiciales.

Es un derecho autónomo pues se trata de un derecho independiente y distinto del derecho objetivo material (constitucional, penal, civil, laboral, etc.) que se reclama y que califica la pretensión que se propone. De ahí que resulte perfectamente posible que quien carece de razón para promover un proceso, por no ser titular del derecho material, puede ejercitar el derecho de acción. Peyrano (s/f) citado por Celis (2008:20)  afirma al respecto, “el derecho de acción es aquel en cuyo mérito cualquier persona puede demandar a cualquier otra por cualquier concepto y cualquiera fuera la cuota de razón que le asiste”.

Teorías sobre la naturaleza de la acción

El concepto de acción es considerado como uno de los pilares fundamentales de toda la sistemática del proceso; empero contribuyó, a que no se perciba la utilidad científica y práctica que reviste la idea de pretensión. Las doctrinas elaboradas en torno a la naturaleza jurídica de la acción pueden clasificarse en dos grandes grupos:

Concepción tradicional, considera a la acción como el mismo derecho subjetivo material alegado ante los tribunales de justicia, otras teorías conciben a la acción como un elemento o una función del derecho material; como un derecho dirigido al derecho concreto, perteneciente tan sólo a los efectivos titulares de un derecho material.

Concepción moderna, considera que la acción y el derecho constituyen dos entidades jurídicas independientes. La independencia entre acción y derecho deriva de la autonomía misma del derecho procesal como disciplina jurídica. Este grupo de teorías concibe a la acción como un derecho abstracto, distinto a la tutela jurídica concreta. Un derecho público subjetivo que corresponde a todos los ciudadanos por el solo hecho de serlo y cuyo objeto consiste, simplemente, en la prestación de la actividad jurisdiccional, cualquiera sea el contenido (favorable o desfavorable) del fallo en que esa prestación se concrete. 

La acción es atendida como el derecho público subjetivo destinado provocar la actividad de los órganos judiciales, y al cual es correlativo el deber que incumbe a dichos órganos en el sentido de prestar esa actividad cada vez que le sea requerida. Por lo tanto la acción es un derecho o un poder jurídico que todo ciudadano tiene frente a los órganos del Poder Judicial de activarlos, con prescindencia de que sea o no titular de un derecho subjetivo material o de un interés en la declaración de certeza.

La acción aparece configurada como el elemento que sirve de sustento a la pretensión, pues la posibilidad de que ésta sea planteada ante un órgano judicial obedece precisamente a la existencia del derecho de acción, que no es más que el poder de hacer valer la pretensión. Toda la preocupación doctrinaria encaminada a esclarecer la esencia del derecho de acción resulta totalmente infecunda para resolver los concretos problemas que la práctica del proceso plantea. Como señala Guasp (s/f) citado por Celis (2008), el concepto de acción es relativo respecto al proceso porque no depende de estructuras procesales sino que se hace independiente de ellas y funciona respetando a las mismas, como una variable de distinto significado.

El Derecho de Contradicción

Es el derecho subjetivo, público, abstracto y autónomo, ejercitable ante el Estado y del que goza todo demandado para ser oído en los estrados judiciales y para disfrutar de la oportunidad de proponer en su caso defensas. Se trata -al igual que el derecho de acción- de un derecho subjetivo público; es abstracto, pues no consiste en otra cosa que en ser escuchado por el juez y puede ser ejercido libremente por el demandado, quien no está obligado a defenderse. Resulta suficiente, para considerar que se ha respetado el derecho de contradicción, que se haya proporcionado al demandado la oportunidad de contradecir.

Lo de autónomo remarca la independencia del derecho de contradicción –que invariablemente le asiste al demandado-, de si realmente las defensas ensayadas tengan sustento material y resulten ajustadas a derecho. Diferencias que separan al derecho de acción del de contradicción. El primero es totalmente libre; mientras que el segundo, si bien también es libre en el sentido que se puede optar entre defenderse o no, lo es menos porque cualquiera fuere la actitud que se adopte, siempre el rol del demandado será la consecuencia del ejercicio previo del derecho de acción.

La pretensión

A diferencia de la acción que es un derecho, la pretensión procesal que debe distinguirse de la material, que simplemente es la facultad de exigir a otro el cumplimiento de lo debido- es una declaración de voluntad a través de la cual alguien reclama algo ante el órgano jurisdiccional y contra otro. La pretensión es algo que se hace (declaración de voluntad), no que se tiene (derecho de acción). Se diferencia la pretensión de la acción en que mientras ésta es abstracta, aquélla es concreta. 

Las Formas Procesales 

Son los requisitos que deben cumplirse en la realización de los juicios que componen el proceso. Estos requisitos son objetados por quienes sostienen el criterio de la libertad de las formas procesales. Estos partidarios preconizan la posibilidad de realizar los actos del proceso sin cumplir el complejo grupo de requisitos establecidos en la ley procesal. 

En contraposición a la tesis anterior están los partidarios del sistema de la legalidad de formas, quienes sustentan la conveniencia de realizar los actos procesales con los requisitos legales, ya que sólo así se cumple con la certeza que debe rodear al proceso para un mejor desempeño de la función del juez. Los principios constitucionales procesales tales como el derecho a la defensa y la igualdad de las partes, no podrían cumplirse si los litigantes no saben de antemano los requisitos de los actos destinados a alcanzar la justicia. 

Sin caer en formalismos procesales que sacrifiquen la justicia con el pretexto de la omisión de formas no esenciales al acto, es evidente que el proceso sin formas equivale a la anarquía. Las formas garantizan el orden y la certeza que aseguran la igualdad de las partes. 

El sistema que rige en leyes procesales es el de la legalidad. La libertad sólo es permitida en los casos en que excepcionalmente la ley no establece la forma del acto. El principio de la legalidad de las formas lo recoge el  artículo 7 del Código de Procedimiento Civil (1987), cuando establece que: 

Los actos procesales se realizarán en forma prevista en acta, en el Código y en las leyes especiales, A falta de ellas, serán admitidas todas aquellas que el juez, considere idóneas para lograr los fines del mismo. 
Teoría de los Presupuestos Procesales 

Esta teoría sostiene que para lograr una sentencia de cualquier contenido, ya sea favorable o desfavorable es necesario que se den por parte de los interesados en el litigio una serie de requisitos, tales como el derecho, la legitimación y el interés que deberán ser examinadas previamente por parte del Juez, para establecer la condicionabilidad de lo solicitado sobre este aspecto. 

Ahora bien, tomando en cuenta la opinión de Bülow (2000), advirtió que tales requisitos constituirían condiciones previas al nacimiento de toda relación procesal, y por ella los denominó presupuestos procesales, cuyo concepto fue admitido por la doctrina alemana y difundida ampliamente en Italia por Chiovenda, y aceptado posteriormente por la mayoría de los tratadistas y se fundamenta en lo siguiente: 

a.  No basta la interposición de la demanda, siendo también impretermitible la concurrencia de ciertos requisitos para que la relación procesal sea válida: La sola presencia de las partes no seria suficiente para generarla si carecieren de actitud para actuar en juicio o si faltare en el juez la actitud para conocer del mismo. Tales requisitos no afectan a la acción, ya que su ausencia sólo impide la constitución de la relación procesal, de aquí su denominación de presupuestos procesales. 

b. Toda persona puede ser titular de un derecho sustancial (legitimatio ad causam) y siempre debe tener la actitud necesaria para defenderlo personalmente en caso de litigio (legitimatio ad procesum). El primer presupuesto de la relación procesal es la capacidad de los sujetos para estar en un proceso; si esa capacidad falta sea en el autor, sea en el demandado; podrá oponerse una cuestión previa de falta de capacidad, la que siendo afirmativa impedirá la prosecución del proceso. La capacidad procesal es, por consiguiente, uno de los capítulos fundamentales en el estudio del proceso. 

c. La facultad concedida a los jueces para resolver los litigios está condicionada a su actitud para conocer de los mismos; no todos los jueces tienen la misma competencia. En primer lugar, será necesario determinar la jurisdicción donde corresponde la promoción del proceso y dentro de ella establecer el Tribunal que para razón de la materia, cantidad, y otros, esté anticipadamente designado por la Ley para su conocimiento. La competencia del juez, es por lo tanto, otro presupuesto de la relación procesal, cuya ausencia hace procedente la excepción previa de incompetencia de jurisdicción. 

d. Por otra parte, es necesario que la demanda esté revestida de ciertas formalidades exigidas para asegurar la regularidad del debate, y cuya existencia debe ser constatada por el Juez antes de entrar a1 fondo del litigio. 

La ausencia de algunas de ellas hace procedente la cuestión previa de defecto de forma en el modo de proponer la demanda. e) De lo dicha resulta que la falta de un presupuesto procesal, da lugar a una excepción también procesal (Ilegitimidad, incompetencia, defecto de forma en el modo de proponer la demanda), Y cuya procedencia no afecta a la acción, que puede ser intentada nuevamente. 

Expuestas en síntesis, las diversas teorías acerca de la naturaleza jurídica del proceso, la opinión generalizada entre casi todos los actuales doctrinarias, es la de que el proceso, es una relación jurídica de carácter dinámica porque la actividad condiciona su propia naturaleza; de derecho público, que le presta la decisiva intervención del órgano jurisdiccional, cuando se pide la actividad del organismo correspondiente del Estado para 1a debida administración de justicia; de carácter autónomo, porque es completamente independiente su actividad del derecho material debatida en el proceso; y de carácter complejo por la multiplicidad de actos procesales que en él se desenvuelven por los sujetos procesales y por los vínculos que surgen a través de los deberes y obligaciones de tipo procesal. 

Teoría Objetiva 

Rosemberg (1998) es partidario de la tesis denominada objetiva y parte de que el fin del proceso es lograr la actuación de la Ley.. Pero se impone la distinción entre el fin del proceso civil y del proceso penal. El del primero, es la conservación y actuación del ordenamiento jurídico privado, lo que se logra mediante la declaración, la ejecución y el aseguramiento de las relaciones jurídicas y derechos subjetivos. 

Históricamente se estudia la función del proceso como la realización del derecho subjetivo privado mediante la condena del demandado. Pero cumple  también su fin cuando se limita a declarar relaciones jurídicas y derechos, como en las acciones mero declarativas, y en las constitutivas, que pertenecen, como las de condena, a la categoría de las acciones declarativas. 

A su vez, puede ocurrir que el proceso sirva directamente a la ejecución, sin declaración judicial previa del derecho realizado (proceso puramente ejecutivo); a una asegurataria o cautelar, par la cual o bien se aseguran los objetos de la posible ejecución de un posible derecho (embargo preventivo) o se adelanta la obtención del bien pretendido. 

Teoría Mixta 

La teoría mixta del fin del proceso es la conciliación entre la subjetiva y la objetiva. El proceso, según Prieto Castro, pretende: Tanto la conservación del orden jurídico, como a la protección de los derechos subjetivos privados; el primero, es el objeto inmediato y el segundo mediato. 

Teoría de la Pretensión 

Se entiende que la actuación de pretensiones es el fin inmediato del proceso, y su fin mediato o remoto es el mantenimiento de una paz justa en la comunidad. Es decir, que el fin del proceso en esencia es el mantenimiento de la paz social por medio de la represión de perturbaciones jurídicas en el seno de la comunidad. Pero no constituye su única finalidad el mantenimiento de la paz sin más, que ha de buscar una paz basada en la justicia; de aquí que el órgano jurisdiccional solamente actúa sobre las pretensiones fundadas. 

Las Partes en el Proceso 

Es quien reclama y frente a quien se reclama la satisfacción de una pretensión. En todo proceso, intervienen dos partes: una que pretende en nombre propio o en cuyo se pretende la actuación de una norma legal,  denominada actora, y otra frente a la cual esa conducta es exigida, llamada demandada. 

La presencia de esas dos partes en el proceso es una consecuencia del principio de contradicción, de donde se deduce que en los llamados procesos voluntarios no podemos hablar de actor o demandado, dado que las pretensiones son coincidentes. En estos procesos, el concepto de parte debe ser reemplazado por el de "peticionarios", es decir, aquellas personas que en interés propio, reclaman, ante un órgano judicial, la emisión de un pronunciamiento que constituya, integre o acuerde eficacia a determinado estado o relación jurídica. El concepto de parte según Guzmán (2001:65), es: 

Estrictamente procesal y esa calidad está dada por la titularidad activa o pasiva de una pretensión y es totalmente independiente de la efectiva existencia de la relación jurídica sustancial, sobre cuyo mérito se pronunciará la sentencia. Cuando el proceso se inicia, al juez se le presentan meras hipótesis, simples afirmaciones, no hechos comprobados; y es precisamente para llegar a comprobar si realmente existe el derecho alegado y si ese actor esta o no legitimado, que se instruye el proceso. 

Ahora bien, pueden ser parte todas las personas tanto físicas como de existencia ideal, o sea los entes susceptibles de adquirir derechos y contraer obligaciones. Las personas jurídicas, por su propia naturaleza deben actuar por intermedio de sus representantes legales o estatuarios. Una misma persona puede tener en el proceso la calidad de parte actora y demandada, como ocurre en el caso de la reconvención. Por su parte, se puede distinguir la parte en sentido material o sustancial de la parte en sentido formal o procesal. Son parte en sentido material o sustancial los sujetos de la relación jurídica sustancial. 

Por ejemplo, el comprador y vendedor en el contrato de compra- venta; el que produce el daño y quien lo sufre, en el caso de responsabilidad extracontractual. Son parte formal o procesal los sujetos que ejerciten el derecho de acción y de contradicción en el proceso, es decir, el demandante y el demandado. 

De lo anotado deduce la investigadora, que es posible establecer una perfecta distinción entre el que pide la tutela jurisdiccional y aquel en favor de quien se pide la tutela. Algo más, en el derecho sustantivo se hace también una distinción entre la parte acreedora (en términos abstractos y genéricos) y la parte deudora (también en los mismos términos), diferente, lógicamente, de lo que ocurre en el aspecto procesal. Normalmente el acreedor en la relación material coincide con la posición que adopta quien es parte demandante y el deudor con la que adopta la posición de quien es parte demandada en la relación procesal. 

Por ello la importancia de determinar las partes en la relación jurídica material y, luego, las partes en el proceso correspondiente, para poder explicar la presencia de la Relación jurídica procesal que el ordenamiento procesal civil venezolano exige como condición para la validez y eficacia del proceso como instrumento jurisdiccional. 

Pero, se debe señalar que el concepto de parte se utiliza con más frecuencia en el ámbito procesal, de modo que parte en el proceso es quien reclama y contra quien se reclama la satisfacción de una pretensión procesal. Los terceros incorporados al proceso suelen considerarse como parte en el proceso, dependiendo de la naturaleza del interés con que se incorporan a él. 

Normalmente en el proceso civil hay dos partes: la parte demandante y la parte demandada, que pueden, ser personas naturales, personas jurídicas,  patrimonios autónomos, etc., cada parte, por otro lado, puede estar constituida por una o más personas, dando lugar a la figura procesal del litis consorcio. 

La idea de parte excluye la de terceros. Se puede conceptuar que es parte aquel que, en su propio nombre o en cuyo nombre se pide, invoca la tutela jurisdiccional de algún derecho subjetivo, promoviendo la actuación de la voluntad de la ley contenida en el derecho objetivo; también es parte aquel contra quien se formula el pedido. 

De lo anotado es posible establecer una perfecta distinción entre el que pide la tutela jurisdiccional y aquel en favor de quien se pide la tutela. Algo más, en el derecho sustantivo se hace también una distinción entre la parte acreedora (en términos abstractos y genéricos) y la parte deudora (también en los mismos términos), diferente, lógicamente, de lo que ocurre en el aspecto procesal. Normalmente el acreedor en la relación material coincide con la posición que adopta quien es parte demandante y el deudor con la que adopta la posición de quien es parte demandada en la relación procesal. 

Por ello la importancia de determinar las partes en la relación jurídica material y, luego, las partes en el proceso correspondiente, para poder explicar la presencia de la relación jurídica procesal que el ordenamiento procesal civil exige como condición para la validez y eficacia del proceso como instrumento jurisdiccional. Pero, cabe señalar que el concepto de parte se utiliza con más frecuencia en el ámbito procesal, de modo que parte en el proceso es quien reclama y contra quien se reclama la satisfacción de una pretensión procesal. 

Capacidad para ser parte 

Al hablar de la relación jurídica procesal, frente a los órganos jurisdiccionales, que tienen la obligación de prestar la actividad jurisdiccional, están otros sujetos que son titulares del derecho a pretender la prestación de  apelación y en la casación. En el juicio de apelación, el sujeto del proceso que ejerce la facultad de apelar, se denomina apelante, y aquel contra quien se propone la apelación, se llama apelado. Dicha actividad. Tales sujetos, en el proceso de cognición, toman el nombre de actor y de demandado. Pero como el juicio no se agota en un grado único, sino que hay la posibilidad de un posterior nuevo examen de la controversia a través de la prosecución de la misma relación jurídica procesal, se tiene normalmente, un segundo y basta un tercer grado de jurisdicción, el cual se desenvuelve en la y en la casación. En el juicio de apelación, el sujeto del proceso que ejerce la facultad de apelar, se denomina apelante, y aquel contra quien se propone la apelación, se llama apelado. 

En el juicio de casación, a quien ejerce la facultad de recurrir que casación se le llama recurrente, y a aquel contra el cual se promueve el recurso en casación, se les denomina recurrido. En el proceso ejecutivo, las denominaciones varían: a aquel que promueve la ejecución a cargo de otro sujeto se le llama acreedor ejecutante, mientras que a quien es sometido a la ejecución forzada se le llama deudor ejecutado. Pero como la ejecución tiene también varias fases y consta de una serie de actos, puede haber también un acreedor embargante, y si la ejecución se promueve contra otros sujetos fuera del acreedor y del deudor, suele haberse de tercero sometido a la ejecución, y también de tercero embargado. 

En los procesos cautelares hay un actor recurrente y un demandado o deudor oponente. En el juicio de revocación y de oposición de tercero se suele hablar de un actor en revocación y de un demandado en revocación, mientras que en la oposición de tercero hay un tercero oponente que asume el carácter de actor, y un demandado opuesto o varios demandados opuestos. 

El concepto de parte es muy controvertido en la doctrina y en la jurisprudencia, pues como todavía se discute el concepto de derecho de acción y de contradicción en juicio, ocurre que en relación con la diversidad de los  conceptos que se adopten, varía, y puede variar, el concepto de parte. Ahora bien, es preciso tomar en cuenta la opinión dada por Ugo (2002:287) cuando dice que: 

Una primera teoría, defendida por quienes no admiten distinción entre acción y derecho sustancial, sostiene que el concepto de parte debe vincularse al derecho sustancial. Puesto que en el juicio todo sujeto pide a la autoridad judicial la realización de una relación jurídica de derecho sustancial, tales autores quieren hacer coincidir el concepto de parte con el concepto de sujeto de la relación jurídica sustancial. O sea, que las partes serían los sujetos de la relación jurídica sustancial en torno a la cual se discute en determinado juicio. 
Aunque dicha categoría tenga un lado de verdad, este criterio es, no obstante, inadecuado para explicar el concepto de parte, sobre todo porque si fuese verdad que el concepto de parte en juicio tiene que coincidir con el concepto de sujeto de la relación jurídica sustancial, no se lograría comprender cómo puede haber eventualmente parte cuando, después de desplegada la actividad jurisdiccional, se llega a saber que alguien, por el contrario, no es en modo alguno sujeto de la relación jurídica sustancial, ya que no es titular de un derecho que ha sido declarado inexistente. 

Por otra parte, es preciso observar que en algunos casos, y en cuanto a ciertas categorías de acciones, los efectos de la sentencia emitida no se producen solamente a cargo del sujeto de la relación jurídica sustancial, sino también a cargo de aquel que, aun no siendo sujeto de la relación jurídica sustancial, está legitimado por las normas procesales para accionar o contradecir en juicio. 

Así, el marido que ejerce las acciones dótales como lo establece el artículo 184, del Código Civil, no es titular del derecho a la dote, y sin  embargo sufre los electos de la sentencia en el juicio que él promovió. Sin embargo, la segunda teoría para fijar el concepto de parte se apoya en un punto de vista estrictamente procesal, respecto a la acción que se ejerció y al proceso constituido. 

Según dicho concepto, sería parte aquel que, en calidad de actor o en calidad de demandado, participa o participó de cualquier modo en el juicio instaurado. Tampoco este concepto, aunque presente también algún elemento de verdad, es exacto. 

Efectivamente, en múltiples casos se puede revestir la calidad de parte en juicio aun sin haber estado presente o haber participado en el juicio. Son demasiados los casos en que determinado sujeto actúa en juicio porque la ley procesal le concede dicha posibilidad, en cuanto lo legitima para accionar o para contradecir, pero los efectos de la sentencia se producen también en relación con otro sujeto que no participó en el juicio. Piénsese, por ejemplo, en el caso del ejercicio de la acción dotal por parte del esposo, sin que la esposa haya intervenido en modo alguno en el juicio, participando en el proceso. 

En este caso, es evidente que los efectos de la sentencia se producen principalmente a cargo de la esposa, que, sin embargo, no ha estado presente, y por tanto, según la concepción arriba expuesta, no ha sido parte en juicio. También esta teoría que culmina en un concepto procesal de parte. 

Concepto Mixto de Parte 

Además de estas teorías extremas, hay otras, por así decirlo, mixtas, como la sostenida por Chiovenda (1997:18), según la cual “es parte quien pide en nombre propio la actuación de la voluntad de la ley”. 

Tampoco este concepto es exacto, ya que hay muchos casos en que se dan sujetos que piden ciertamente la actuación de la ley en nombre propio,  pero no en interés propio, por ejemplo, recordando lo ya dicho, el esposo en las acciones dótales, que ejerce la acción en nombre propio, y por tanto pide la actuación de la ley en nombre propio, pero no en interés propio, sino en interés de la esposa. 

Queda, por consiguiente, el problema de la determinación del concepto de parte, sobre la base de una teoría que no pueda incluirse en las anteriores. A fin de tener un concepto que aclare la cuestión, hay que remontarse a un concepto más general, ya precedentemente examinado a saber, el concepto de legitimación para accionar. El derecho de acción es un derecho abstracto e indeterminado, que teóricamente corresponde a todo sujeto de derechos, es decir, a toda persona, y a todo ciudadano como tal, y es, como todas las relaciones obligatorias de derecho público del Estado frente a los ciudadanos, una relación de elementos indeterminados, pero determinables. 

En efecto, entre los elementos de dicha relación que deben ser por lo menos necesariamente determinables, hay dos genéricamente determinados: el sujeto o los sujetos activos (ciudadanos, actor o demandado) y el sujeto pasivo (Estado por medio de sus órganos jurisdiccionales). 

El tercer elemento, a saber, el objeto, inmediato (providencia jurisdiccional), o mediato (relación jurídica sobre la cual se pide la prestación jurisdiccional), es también indeterminado. 

Pero todos estos elementos son determinables, es decir, que junto a la indeterminación de tales elementos está ligado el modo como la indeterminación pasará a ser determinación, es decir, el criterio de determinación, de suerte que se tiene la absoluta certeza de que en determinado momento, y siguiendo dicho criterio, los elementos de la relación quedarán determinados, como es imprescindible en toda relación obligatoria. 

Analizando ahora estos elementos: el Estado, es decir, el sujeto pasivo de la obligación de la jurisdicción, está indicado genéricamente, pero las normas acerca de la competencia, dan los criterios para individualizar en la demanda judicial el órgano específico a quien se pedirá la prestación jurisdiccional. El Estado, de acuerdo con lo estudiado, en cuanto persona jurídica, se sirve de muchos órganos para desplegar sus funciones jurisdiccionales. La determinación específica, por tanto, de aquel que entre esos múltiples órganos jurisdiccionales deberá desplegar su actividad, se obtiene, mediante la aplicación de las normas acerca de la competencia, de manera que la función jurisdiccional que en abstracto corresponde al poder judicial, se encuentra en concreto fraccionada entre los distintos jueces, con base en dicho criterio de determinación. 

Los sujetos activos de la relación obligatoria (actor y demandado) están también genéricamente determinados, en la expresión general de ciudadanos. A cada uno de ellos, en cuantos sujetos de derecho o personas, le corresponde efectivamente el poder de querer reconocido por las normas de derecho procesal objetivo, respecto al ejercicio de la función jurisdiccional. 

Ahora bien, la determinación específica de tales sujetos se remite a la voluntad del sujeto que se hace actor en juicio, ya que cada uno está autorizado por la ley a pedir, mediante una demanda judicial u otro acto de provocación de la actividad jurisdiccional, una prestación jurisdiccional determinada, respecto a determinada relación jurídica sustancial. 

La demanda judicial, u otro acto similar, es, por consiguiente, la que determina los sujetos activos de la relación jurídica obligatoria (relación de acción y relación de contradicción en juicio). El objeto es también indeterminado ya que es indeterminada la prestación completa de la actividad  jurisdiccional que se pide (declaración de certeza, condena, providencia ejecutiva, providencia cautelar), y es indeterminada en un doble sentido, en cuanto no está determinado el petitum, o sea, la prestación que se requiere, y tampoco está determinada la relación jurídica sobre la cual se pide dicha prestación. 

Este elemento, también aunque indeterminado, es determinable, y el cremento formal de determinación lo da la demanda judicial, en virtud de la cual quien la presenta no sólo determina al actor (al determinarse a sí mismo) y a aquel contra quien se pide la prestación (demandado), sino también el objeto de la prestación requerida. Dado este concepto general y genérico del derecho de acción, no se podía dejar completamente a la libre voluntad de los ciudadanos el darle existencia a la demanda judicial, es decir, iniciar indiscriminadamente acciones, sin motivos justificados. 

De aquí la necesidad de recurrir a otros criterios fijos y constantes en virtud de los cuales deben determinarse los sujetos titulares del derecho de accionar y de contradecir. Tales criterios, como se señale; antes los dan las normas acerca de la legitimación para accionar, que establecen, según criterios generales y abstractos, quién puede asumir el carácter de actor en juicio, presentando la demanda judicial, es decir, a qué sujetos les es jurídicamente lícito pretenderla prestación de la actividad jurisdiccional, y quién puede tener el carácter de demandado, esto es, en relación con qué sujeto se puede pedir la prestación de la actividad jurisdiccional. 

Partes y Terceros 

De este concepto de partes de juicio se podría inferir también el concepto de tercero, que a menudo se presenta en el campo del derecho procesal. Terceros, según una concepción estrictamente procesal, serían  solamente aquellos que en ninguna forma han participado en el juicio pendiente entre oíros sujetos. A este concepto procesal corresponde, por otra parte, un concepto sustancial de tercero, al tenerse como tal a aquel que no es sujeto de la relación jurídica sustancial. 
Tales concepciones, según lo ya expuesto, son igualmente inexactas, ante todo, la concepción procesal de tercero, ya que muchas veces sujetos que han estado alejados del juicio, experimentan, sin embargo, los efectos del dicho juicio, y tanto es así, que la ley, como vimos, les da a ellos la posibilidad de eliminar los efectos de la sentencia que recayó entre otros sujetos, y alejar los perjuicios que de dicha sentencia se siguen para ellos, mediante un instituto particular. 

Pero si se examina a fondo y bien dicho instituto, según lo se ha observado, esos supuestos terceros no lo son en realidad, puesto que ellos experimentan los efectos de la sentencia que ha recaído entre otros y entran en la categoría general de los sujetos legitimados.

Aspectos Conceptuales

Acevedo (1996), define las bases teóricas “como el conjunto de proposiciones teóricas interrelacionadas, que fundamentan y explican aspectos significativos del tema o problema en estudio, y lo sitúan dentro de un área específica o determinada del conocimiento”. 

Por su parte, el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:57), “señala que los aspectos conceptuales deben estar relacionados con cada uno de los objetivos propuestos.  Debe basarse en el planteamiento de autores; en consecuencia, debe apoyarse  en citas textuales,   contextuales y la reflexión del investigador”. 
En Venezuela, la celeridad de la decisión jurisdiccional tiene rango constitucional. El incumplimiento de este mandato produce la conocida justicia tardía, la cual, lejos de dar la respuesta esperada, genera nuevos conflictos humanos, de allí que para el desarrollo y comprensión del presente trabajo se abordaran el principio de tutela judicial efectiva, elementos generadores del retardo procesal, y el procedimiento de partición de herencia.  

Tutela Judicial Efectiva
La Administración de Justicia es un sistema interrelacionado de la norma sustantiva y adjetiva del derecho, de elementos socio jurídicos que interesan a toda la sociedad y los entes que se desenvuelven dentro de ella, que directa o indirectamente intervienen en el desarrollo del país. Por lo tanto es imperativo un sistema procesal adecuado a la realidad jurídica y social, ya que el retardo procesal, que viola la tutela judicial efectiva parece ser un lugar común en los procesos civiles, específicamente en los procesos de partición de la herencia.

En virtud de analizar la tutela judicial efectiva en los procesos de partición de herencia, se precisa establecer que se entiende por ella. En este sentido, Sánchez (2003) señala que es el derecho de todas las  personas a tener acceso al sistema judicial y a obtener de los tribunales una resolución motivada, no permitiéndose el que por parte de estas se pueda sufrir  indefensión al no permitírseles ejercen todas las facultades que legalmente tienen reconocidas.   

Al respecto, la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, (CRBV,1999), en su artículo 26, define la tutela judicial efectiva de la siguiente manera: 
Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, e incluso los colectivos o difusos, a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la decisión correspondiente… 
Con base a lo anterior, Carroca (1998:10), señala que:

… la tutela judicial efectiva garantiza: la posibilidad de acceder a los órganos jurisdiccionales iniciando un proceso; la obtención de una sentencia motivada que declare el derecho de cada una de las partes; la posibilidad de las partes de poder interponer los recursos que la ley provea; y la posibilidad de obtener el cumplimiento efectivo de la sentencia.
También es partidario de esta tendencia Rivera (2002:3), para quien:

La tutela judicial efectiva no solo supone el derecho de acceso a la justicia  y  a obtener con prontitud la decisión correspondiente, sino 
que comporta de igual forma la obligación que tiene la Administración de justicia, en respeto del derecho constitucional a la igualdad prevista en el artículo 21 de la CRBV y a decidir una controversia de una manera imparcial y equitativa.
Como se puede evidenciar, para estos autores la tutela judicial efectiva se circunscribe únicamente a lo establecido en el artículo 26 de la Constitución, sin embargo, otros autores opinan, que la tutela efectiva es la suma de todos los derechos constitucionales procesales plasmados en el artículo 49 de la Carta fundamental.

A este respecto Bello y Jiménez (2004), señalan a “… la tutela judicial efectiva como un derecho bastante amplio que involucra no sólo el acceso a la justicia y a obtener una decisión razonada y justa, sino que también incluye las garantías constitucionales procesales que se encuentran en el artículo 49 de la Constitución”.
En este sentido, la definición de la tutela judicial efectiva dentro de la cual se enmarca esta investigación presenta un conjunto de derechos que desde un enfoque sistémico conforman esta institución jurídica de carácter universal. Tales derechos son: el derecho de acceso a los órganos jurisdiccionales, derecho al debido proceso; decisión ajustada a derecho; derecho a recurrir de la decisión y derecho a ejecutar la decisión.
Formas de tutela.
Una verdadera tutela jurisdiccional comprende: (a) Poder acceder a los órganos judiciales, (b) El proceso entablado se desarrolle bajo las garantías del debido proceso, (c) La autoridad competente dicte una resolución fundamentada, (d) Las partes puedan impugnar la resolución si la consideran contraria a derecho, (e) Ejecución de la sentencia firme.

Tutela Jurisdiccional Diferenciada. Según Vilela (2006), parte de entender que no todos los derechos a tutelar  son iguales y que es necesario crear procesos especiales que permitan salvaguardar de manera adecuada esos derechos.  Se han establecido así al lado de los procesos ordinarios, procesos especiales que cumplan con dicho cometido.

La locución tutela jurisdiccional diferenciada, fue inicialmente acuñada por Proto Pisani y sirve para indicar a la reunión de varios procedimientos estructurados a partir de peculiaridades de ciertas categorías de situaciones sustanciales de naturaleza plenaria o sumaria (cautelar o sumaria) que se presenta como una de las vertientes para sintonizar la justicia civil con las garantías procesales. 
Precisa además Vilela (ob cit), que la tutela jurisdiccional diferenciada es un factor decisivo para la efectividad de la prestación jurisdiccional (proceso).  Con esto, se pretende adaptar la propia prestación jurisdiccional a sus instrumentos,  al objetivo deseado, lo que es lo mismo, debe adaptarse a la consecución del fin para el que  se hace uso de la tutela. Se entiende que como ésta varía en cada situación presentada al órgano jurisdiccional, no se justifica mantenerla inalterable e inflexible.

Todo esto, en virtud que existen derechos  que precisan de una tutela propia y también situaciones de emergencia o urgencia que hacen necesario  una tratamiento especial, de manera tal que la tutela jurisdiccional se ha constituido hoy en día, en un fenómeno  novedoso que postula la configuración de una serie de mecanismos para situaciones que requieren una atención rápida, pues se encuentra en juego la posibilidad de verse afectados derechos materiales o de convertir en irreparable la situación que se pretende cautelar si no se atiende de manera totalmente urgente. 
En consecuencia, el supracitado autor, la creación de la tutela diferenciada lejos de vulnerar el principio de igualdad, se erige como una inicial solución a la imposibilidad de obtener una respuesta rápida en un proceso de naturaleza ordinaria, corriendo el riesgo de permitir que se consoliden injusticias, como ha venido sucediendo. 
Se concluye pues que la tutela jurisdiccional es parte vital y esencial de un Estado de derecho y que para que todos los derechos consagrados en el texto constitucional sean efectivos es necesario que ella exista a cargo de una Función Judicial independiente y proba.

Tutela Constitucional Anticipada. Es una modalidad de Tutela judicial, que consiste en la posibilidad jurídico -constitucional, por medio de la cual los órganos jurisdiccionales pueden de oficio o a solicitud de parte, anticipar legítimamente, total o parcialmente, los efectos de la sentencia de merito en el marco de un proceso judicial, cuando tal anticipación sea indispensable para evitar un daño a situaciones constitucionales tutelables. 

Características. 

1) Quien solicita la tutela debe necesariamente invocar derechos y garantías constitucionales. 

2) Puede darse en cualquier estado y grado de la causa la tutela anticipada, como la cautelar pueden dictarse en cualquier estado y grado de la causa, ya que todos los jueces deben garantizar el goce y ejercicio de los derechos y garantías constitucionales, incluye también la posibilidad de decretarlas sin necesidad de notificación o citación previa. 

Requisitos de Procedencia.

Una vez que los hechos señalados por el solicitante revisten a la trascendencia constitucional suficiente para darle entrada o admitir la tutela anticipada, es determinante precisar en el caso concreto el daño que se dice haber sufrido o la amenaza de daño que se denuncia, real y efectivamente se cumplen en la realidad. 

1. El fomus boni iuris constitucional o situación constitucional tutelable consiste en que se trate de una situación constitucional tutelable, es decir, que se invoquen derechos constitucionales sean de orden interno o de  carácter internacional (tratados, pactos, convenciones y declaraciones sobre derechos humanos). Esta situación constitucional tutelable, bien pudiera tener desarrollo en la ley, y ello no es obstáculo para acordar la tutela privilegiada. 

En principio la expresión fomus boni iuris; significa apariencia del buen derecho, se trata de un calculo de probabilidades de quien se presente como solicitante, efectivamente es poseedor de esa cualidad. Entonces el fomus boni iuris en materia de la tutela anticipada se concreta en una situación constitucional fundamental pero al mismo tiempo que el solicitante presente prueba al menos presuntiva de su posición jurídico material. 

2. El periculum in damni constitucional, además de la posición jurídico constitucional tutelable, la tutela anticipada debe tener una justificación, es decir, no es suficiente invocar un derecho constitucional, es necesario justificar esa ingerencia anticipada:
a) que se requiera el restablecimiento inmediato de la situación constitucional lesionada, que pueda hacer volver las cosas a la situación en que se encontraba, antes de la lesión, u ordenar el restablecimiento de la situación que mas se asemeje a ella. 

b) que se requiera la intervención anticipada para prevenir o evitar que un daño temido y demostrado pueda acarrear unos daños o derechos constitucionales. 

En ambos casos, poco importa que el fallo resulta ejecutable o ilusorio, lo que es importante y determinante a los efectos de la tutela anticipada es la  protección constitucional invocada, sea para restablecer provisionalmente, o sea para prevenir que ese daño invocado y demostrado se concrete en realidad. 

Derechos Tutelados.
El derecho de acceso a los órganos de justicia; es aquel derecho que confiere a todos los ciudadanos, la posibilidad de presentar sus conflictos a los tribunales competentes, y desde ese momento se comienza a ejercer el derecho a la tutela judicial efectiva. 

Esto se emprende a través de un  pronunciamiento judicial el cual es el elemento que satisface el derecho de acción, que es una manifestación de la tutela judicial efectiva, posteriormente se obtiene del Estado -encarnado en el órgano de administración de justicia- el proceso, por conducto del cual se llega a la jurisdicción, es decir, a la decisión judicial.
El Derecho al debido proceso; este es un derecho individual de carácter fundamental integrado por un conjunto de garantías constitucionales procesales mínimas que permiten un proceso justo, razonable y confiable.

La decisión ajustada a derecho; posteriormente el operador de justicia debe enmarcar su decisión, sobre los hechos que han sido alegados en la demanda y contradichos en la contestación correspondiente, es decir, que debe pronunciarse, sólo sobre aquellos hechos que han sido debatidos o controvertidos por las partes en el proceso, y sobre los cuales ha recaído la actividad probatoria de éstos, en consecuencia no debe pronunciarse sobre algún hecho no expuesto por las partes en la fase alegatoria de proceso, ni dejar de pronunciarse sobre algún hecho controvertido en la litis.
El Derecho a recurrir de la decisión; luego del conjunto de actos procesales culmina con la decisión en la cual lógicamente, habrá un ganador y un perdedor, y consecuentemente, todo sujeto perjudicado con la decisión judicial tiene el derecho a recurrir de la misma, activándose de esta manera el derecho o garantía constitucional del doble grado de jurisdicción a que se refiere el artículo 49.1 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que constituye igualmente una manifestación de la garantía a la tutela judicial efectiva a que se refiere el artículo 26 ejusdem.

Derecho a ejecutar la decisión; este derecho constituye una emanación de la garantía a la tutela judicial efectiva, ya que exige el cabal cumplimiento del mandato contenido en la sentencia, por lo que la ejecución de esta es uno de los atributos esenciales de este derecho fundamental.

Ahora bien, en conclusión se puede decir que la tutela judicial efectiva es un derecho amplio, que garantiza indiscutiblemente el carácter universal de la justicia y como institución jurídica constitucional engloba una serie de derechos contemplados en los artículos 26 y 49 de la Carta Magna, garantizando un mecanismo eficaz que permita a los particulares restablecer una situación jurídica vulnerada, y supone la emisión de una decisión definitiva en un plazo razonable.
El Retardo Procesal
Cuando se habla de retardo procesal, indudablemente se habla de la violación de los Derechos Humanos y garantías contempladas en la Constitución y las leyes, ubicando al justiciable en un estado de indefensión. Siendo además, generador de impunidad e inseguridad jurídica
El retardo procesal, también se conoce como morosidad judicial, es según Merchán (1999), un problema complejo porque tiene su origen en diversos factores. 
Aún cuando los despachos judiciales sobrepasen los plazos que se encuentran establecidos en las leyes procesales no violentan necesariamente el principio constitucional de tutela judicial efectiva. Siempre y cuando el despacho judicial haya realizado todas las diligencias al expediente que se encuentra bajo su cuidado y a pesar de ello, los plazos legales para resolver se incumplan. 
En resumen, no hay violación a la justicia pronta y cumplida, si por la complicación del asunto se haya tardado más de lo dispuesto por las leyes procesales, cuando el asunto sea complejo. 

El Procedimiento Judicial de Partición de Herencia
Corresponde a este aspecto, describir todo lo relativo al proceso por vía judicial de partición de la herencia, establecido en el Código de Procedimiento Civil Venezolano, para lo cual se hace necesario primeramente conocer que se entiende por herencia.

Definición de la Herencia.

La herencia es el patrimonio menos esas relaciones jurídicas de los cuales es titular una persona, y que se extinguen con la muerte. Tiene dos aspectos: (a) aspecto objetivo: Referido al patrimonio del difunto, y este comprende todas las relaciones jurídicas como por ejemplo: cosas, derechos, créditos, obligaciones, acciones, entre otros. (b) aspecto subjetivo: Es la subrogación de un heredero en las obligaciones de su causante y la nueva condición que este asume.

Definición de Partición de la Herencia.

Para Reyes (2007) la partición de la herencia es el reparto de los bienes del fallecido entre los herederos en proporción a la cuota que a cada uno de ellos corresponde. La partición deberá hacerse una vez que se ha acreditado con el testamento o con la declaración de herederos quiénes son las personas con derecho a la herencia y una vez que dichas personas han aceptado la herencia.

Hay que tener en cuenta que la herencia está integrada tanto por los bienes y derechos del difunto como por sus deudas, y que éstas se transmiten a los herederos al igual que los bienes. Por tanto, en la partición deberán inventariarse y ser objeto de adjudicación también las deudas del fallecido. 

También se puede definir, como aquel negocio jurídico plurilateral o unilateral, según los casos, en el que como consecuencia de una serie de operaciones basadas en supuestos de hecho y de derecho, se pone fin a la comunidad hereditaria, atribuyendo a cada coheredero un lote de bienes formado con parte de los que integraban la masa de la herencia.

Por su parte, Vizcarrondo (2008) afirma que se trata de una figura jurídica que tiene por objeto la división y distribución de los bienes hereditarios indivisos entre todos los que son llamados a la sucesión del causante. Esta figura tiene su fundamentación legal en el artículo 768 del Código Civil que reza que a nadie puede obligarse a permanecer en comunidad… y puede cualquiera de los coparticipes demandar la partición. En virtud del cual cualquier coheredero puede demandar la participación de la herencia. En tal sentido, Vizcarrondo (ob cit) afirma que es una acción que no prescribe y tiene la característica de que cada uno de los coparticipes es actor y demandado, y puede pedirse a pesar de la prohibición del testador, pudiendo este último únicamente atrasarla, en caso de que los herederos sean menores de edad, hasta un año después de alcanzada la mayoría de edad.  
Naturaleza jurídica.
Al respecto, señala Reyes (2007) que la naturaleza jurídica de la figura de la partición de la herencia, ha sido muy discutida, destacando fundamentalmente dos posturas: la atributiva y la declarativa. La primera señala que la partición supone un trueque de partes indivisas pertenecientes a los coherederos, para conseguir la finalidad de concretar cada bien en un heredero, con lo el adjudicatario adquiere tanto del causante de la herencia, como de los demás coherederos (en cuanto a sus cuotas). Por otro lado, la teoría de la naturaleza declarativa supone que la partición no hay transmisión de nada, sino una concreción de una particular situación anterior, recibiendo el adjudicatario solamente del causante, ya que se considera que los bienes que le correspondan han sido propiedad exclusiva de éste desde el momento de la apertura de la sucesión, retroactivamente, por tanto.

Formas de partición.
Reyes (2007) señala que se distinguen dos formas de partición según la función de la partición: (a) en el total proceso sucesorio (relación herederos - causante) y (b) en la comunidad hereditaria (relación entre coherederos). 
En el primer aspecto, la partición como acto complementario de la delación cumple juntamente con ella, completando la función traslativa. En el segundo aspecto, la partición en sí misma considerada como negocio jurídico que pone fin a la comunidad tiene naturaleza determinativa.

Seguidamente, Reyes (ob cit) señala que existen además, otras dos formas de realizar la partición. Una de ellas es la extrajudicial, es decir por convenimiento entre partes y la otra, es la judicial, la cual puede ocurrir por muchos motivos, y es realizada por un tribunal. Esta última, objeto del presente estudio bajo la perspectiva, del análisis de la Tutela judicial efectiva en este procedimiento.
Pueden pedir la partición no solamente los herederos sino también el legatario de parte alícuota. Los cesionarios de unos u otros, el cónyuge viudo, los acreedores de la herencia, los acreedores del heredero y los herederos del heredero; sin olvidar lo dispuesto para los herederos sometidos a condición. Y la pueden pedir siempre que sean capaces, aplicándose en el caso de menores y ausentes (piden la partición sus representantes legítimos).

-Si los menores son no emancipados, deberán estar representados por sus padres o por aquel de ellos que ejerza la patria potestad. Caso de interés contrapuesto entre los titulares de la misma y el menor, deberán nombrarse un defensor judicial.

-Si el menor está emancipado, deberá completarse su capacidad para pedir la partición. La división de la herencia podrán demandarla judicialmente sin necesidad del consentimiento de sus padres o del curador en su caso.

-En el caso de incapacitados o menores sometidos a tutela, el código civil considera como representantes de ellos al tutor.

-En el caso de los ausentes se requiere la intervención de representante, si bien necesita de autorización judicial salvo cuando el representante sea cónyuge, hijo o ascendiente del ausente, que vive al deferirse la herencia.

Operaciones que rigen la partición.
La partición se inicia con un inventario o relación de bienes seguido de una valoración o tasación de esos bienes inventariados, para proceder a continuación a la fijación del activo líquido. Esta fijación presupone la determinación del activo bruto, que implica la disolución de la sociedad conyugal. En ese activo bruto habrá que tener en cuenta lo referido a rentas, frutos, impensas y daños ocasionados por malicia o negligencia; lo dispuesto sobre gastos de la partición, en relación con la carga real perpetúa o renta que grave alguna finca de la herencia, y sobre todo es necesario no olvidarse de la posición de los acreedores. 

En relación con ellos cabe distinguir algunos casos, según la cuál sea el momento en que se encuentran con relación a la partición. antes de efectuarse, como ya se vio en sede de comunidad hereditaria, parece que la responsabilidad es solidaria, pudiendo los acreedores promover el juicio voluntario de testamentaria, también pueden oponerse a que se lleve a cabo la partición sin que se les pague o afiance el importe de sus créditos, pero sólo los acreedores reconocidos como tales en escritura pública o título que haga prueba plena o demostrados en sentencia judicial; también pueden intervenir a su costa en la partición, para evitar que ésta se haga en fraude o perjuicio de sus derechos.

Hecha la partición, se establece la responsabilidad solidaria de los coherederos, expresamente, y además la configura como universal, con la excepción de la aceptación de la herencia a beneficio de inventario. por ello es lógico que se conceda un derecho de regreso al coheredero que ha pagado, respecto de la parte proporcional de cada una de los otros.

Realizadas todas las operaciones anteriormente señaladas, se procede a formar lotes donde es importante tener en cuenta la "posible igualdad" que implica una distribución de los bienes de forma proporcional en las cuotas, no entendiéndose, por tanto; como igualdad meramente cuantitativa. Para el caso de que la cosa sea indivisible o desmerezca mucho con su división, lo que no impide la adjudicación de bienes pro indiviso a los herederos conforme a las reglas de la copropiedad o condominio. Formulados ya los lotes, se procede a las adjudicaciones de los bienes con sus respectivos títulos.

Procedimiento de la partición judicial.

La liquidación y partición judicial se tramita por el juicio ordinario, según el artículo 777 del Código de Procedimiento Civil (1987), la mencionada norma termina estableciendo que en la demanda se expresará especialmente el titulo que origina la comunidad, en este caso, la sucesión, los nombres de los condominios (los coherederos), y la proporción en que deben dividirse los bienes. Si de los recaudos presentados, el Juez deduce la existencia de otro u otros condominios, ordenará de oficio su citación.
Los requisitos de forma de la mencionada demanda, son los mismos que establece el artículo 340 del Código de Procedimiento Civil (1987)
El libelo de la demanda deberá expresar: 

1° La indicación del Tribunal ante el cual se propone la demanda. 

2° El nombre, apellido y domicilio del demandante y del demandado y el carácter que tiene. 

3° Si el demandante o el demandado fuere una persona jurídica, la demanda deberá contener la denominación o razón social y los datos relativos a su creación o registro. 

4° El objeto de la pretensión, el cual deberá determinarse con precisión, indicando su situación y linderos, si fuere inmueble; las marcas, colores, o distintivos si fuere semoviente; los signos, señales y particularidades que puedan determinar su identidad, si fuere mueble; y los datos, títulos y explicaciones necesarios si se tratare de derechos u objetos incorporales. 

5° La relación de los hechos y los fundamentos de derecho en que se base la pretensión, con las pertinentes conclusiones. 

6° Los instrumentos en que se fundamente la pretensión, esto es, aquéllos de los cuales se derive inmediatamente el derecho deducido, los cuales deberán producirse con el libelo. 

7° Si se demandare la indemnización de daños y perjuicios, la especificación de éstos y sus causas. 

8° El nombre y apellido del mandatario y la consignación del poder. 

9° La sede o dirección del demandante a que se refiere el artículo 174. 

Una vez admitida la demanda, el Tribunal ordenará compulsar por Secretaría copias de conformidad con la cantidad de partes demandadas que aparezcan certificando su exactitud enseguida se extenderá orden de comparecencia para la litis contestación autorizada por el Juez señalando el día para la mencionada contestación. Se puede reformar la demanda sólo por una vez y antes que el accionado, le haya dado contestación, si se lleva a cabo la reforma de la demanda, el demandado tendrá otros veinte días para la contestación, sin necesidad de nueva citación.
Según el artículo 344 del Código de Procedimiento Civil (1987), el emplazamiento es para comparecer dentro de los veinte días siguientes a la citación del demandado o del último de ellos si fueren varios. Si fuera necesario el término de la distancia, se fijará uno sólo para todos tomando en cuenta la distancia más larga. El lapso del emplazamiento se dejará correr íntegro, así el demandado o demandados dieren su contestación antes del último día.

Contestada la demanda y transcurrido íntegramente el lapso de emplazamiento, el procedimiento se seguirá  tramitando en la forma ordinaria, practicándose, cuando así lo disponga la Ley, las disposiciones especiales que lo diferencian de alguna manera del procedimiento ordinario.

Si en la contestación de la demanda no hay oposición a la partición, ni se discute la cuota ni el carácter que se atribuyen los interesados en el libelo de la demanda, y ésta se encuentra apoyada en instrumento fehaciente, el Juez emplazará a las partes para el nombramiento del partidor en el décimo día siguiente. La mayoría absoluta de personas y haberes es la que nombra al partidor, si no se obtiene tal mayoría, el Juez hará una nueva convocatoria a los interesados para uno de los cinco días siguientes y en esta ocasión el partidor será nombrado por los asistentes al acto cualquiera que sea el número de personas y de haberes, si nadie comparece, el nombramiento lo realiza el Juez.
Las medidas preventivas establecidas en el Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil pueden ser pedidas en cualquier estado de la causa, incluyendo la medida de secuestro. El Depositario podrá ser nombrado por mayoría de los interesados y a falta de acuerdo lo hará el Tribunal. Puede suceder, que en el acto de contestación de la demanda, exista contradicción en lo relativo al carácter y cuota de los interesados, entonces se procede por la vía del procedimiento ordinario, una vez decidida dicha controversia a tal respecto, se emplazará a las partes para el nombramiento del partidor.

Como se realiza la oposición.
Mediante la promoción de las siguientes cuestiones previas:

-Declinatoria de Jurisdicción del Tribunal;

-Ilegitimidad de las personas que intervengan en el proceso;

-Defecto de forma del libelo;

-Existencia de una condición prejudicial;

-Falta de cualidad para pedir la partición o para ser llamado a juicio;

-La Cosa Juzgada

Por medio de excepciones perentorias a través de excepciones a fondo.

Confesión ficta: Si no comparece el accionado a la contestación de la demanda, el Juez procederá a emplazar a las partes para designar al partidor en el décimo día siguiente de la misma manera que se menciona supra.
Ámbito de la partición judicial: Mediante la partición, se determina el caudal hereditario al momento de la apertura de la sucesión y su liquidación; la formación de lotes singulares y su asignación respectiva.
Efectos de la partición.
El efecto inmediato de la partición es poner fin a una situación pluriobjetiva, por regla general, derivada del fallecimiento de una persona y considerada como antieconómica (por mimetismo de la comunidad en general) y llamada comunidad hereditaria. en efecto, hecha la partición, cada heredero se transforma en propietario de cosas determinadas (sin perjuicio de poder formarse una comunidad ordinaria entre los coherederos), evolucionando así su posición jurídica de titular de cuotas. Por otro lado, los derechos de los terceros anteriores a la partición sobre bienes relictos no se modifican. 

Así mismo, la partición permite que se inscriban en el registro público, a nombre de cada heredero, los inmuebles o derechos reales inmobiliarios adjudicados. Al implicar la partición una evolución de lo abstracto a lo concreto, de la cosa, y suponer de alguna manera un intercambio, no es de extrañar que entre los coherederos exista una obligación recíproca de evicción y saneamiento proporcional a sus respectivos haberes hereditarios y cubriéndose entre sí, en igual proporción, en caso de insolvencia, si bien los que pagaren conservan su acción para cuando el insolvente mejore de fortuna.

De otro lado, según la doctrina mayoritaria al ser aplicables subsidiariamente las reglas que en éste regulan el saneamiento y la evicción en sede de compraventa y comprendiéndose ahí dos supuestos (perturbación del derecho o titularidad adquirida sobre una cosa: evicción y el caso en que la cosa resulte inservible para el uso a que se destina o que este uso desmerezca en el estado en que está la cosa: vicios ocultos), considera que ambos casos son aplicables, así mismo, en materia de partición hereditaria.

Esta obligación, no supone que la partición devenga ineficaz, sino que se traduce en una indemnización, para fijarla la cual habrá de tenerse en cuenta primero porque la partición continúa y segundo porque la mala fe viciaría la partición.

Por su parte, Vizcarrondo (2008) afirma que la partición tienen dos efectos: (a) cesa la comunidad y (b) de título declarativo de propiedad. Asimismo acota que sus efectos se retrotraen al momento de la apertura de la sucesión, los coherederos se deben mutuo saneamiento de las perturbaciones y evicciones procedentes de causa anterior a la partición y; las obligaciones y cargas de la herencia se distribuyen entre los coherederos en proporción a sus cuotas hereditarios.

Legitimados Activos.

Pueden pedir la partición:

-Los coherederos

-Los sucesores de los coherederos

-Los acreedores de los coherederos, y

-Cualquier otra persona que tenga cierto derecho en la sucesión declarado por la ley, por ejemplo el legatario de la parte alícuota.

-Los tutores y curadores previa autorización judicial.

Nulidad y rescisión en materia de partición.
Domina la materia de la impugnación de las particiones el principio de la conservación de la misma, o favor partitionis conforme el cual debe evitarse que la partición se impugne, debiendo en la medida de lo posible procurar su conservación. Si bien la partición puede rescindirse por las mismas causas de las obligaciones, la doctrina considera que se aplican todas las causas sobre la ineficacia del negocio jurídico. De esta manera se da la nulidad absoluta (cuando falta algún presupuesto, elemento esencial o se infrinjan normas legales), la anulabilidad (falta de capacidad o vicio en los elementos esenciales del negocio) y rescisión (por las causas generales de los contratos salvadas las diferencias, y por lesión).

Al suponer la partición una adjudicación, puede lesionarse o perjudicarse a alguna parte, ya que los bienes adjudicados pueden no cubrir el derecho a que se destinen; cuando esa lesión supera la cuarta parte del valor podrán rescindirse las particiones.

Salvo el caso en que se hayan enajenado todos o parte considerable de los bienes inmuebles. en estos supuestos se genera una acción de rescisión a contar desde la partición y en la que el heredero demandado puede escoger entre que se indemnice el daño (en metálico o en igual cosa de la que derivó el perjuicio) o proceder a una nueva partición, que no alcanzará a los no perjudicados ni percibido más de los justo.

Dentro de esta materia de la rescisión de la partición se debe afirmar que se pueden rescindir las particiones efectuadas por el partidor o por los interesados, pero no la hecha por el testador, salvo que se perjudique la legítima o que aparezca o se pueda presumir racionalmente que fue otra su voluntad.

La adición de la partición se hará en el caso de omisión de alguno o algunos objetos de la herencia (no siendo aplicable la rescisión por lesión) y en la partición efectuada con olvido de algún heredero, que también excluye la rescisión, salvo que se pruebe la mala fe o el dolo de los otros interesados, deben de pagar al preterido la parte que le corresponda.

La acción de rescisión por lesión se explica de la siguiente forma: cuando un heredero recibe una cuota hereditaria y no la recibe tal cual le correspondía, entonces le ha causado dentro de su patrimonio una lesión, ya que se le está quitando algo que es suyo, por lo que éste puede utilizar la acción cuando la lesión altere negativamente a la legítima.

Fundamentación Legal
El Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:58), señala que “este aspecto corresponde al basamento jurídico que, a través de la  Constitución, las leyes, reglamentos, normativas y   resoluciones, soporta la investigación. Señalándose textualmente los artículos, cuando sea necesario deben haciéndose una reflexión sobre los mismos, que sirva para justificar el estudio”. 
En tal sentido, se citan a continuación los instrumentos legales internacionales que contemplan en sus disposiciones la institución denominada Tutela Judicial Efectiva. 
Así, el artículo 8 de la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH, 1948) establece que toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que la amparen contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, o por las leyes.  

Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP, 1976), en su artículo 2, aparte 3  señala que:

Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que: a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales; b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso judicial; c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

Igualmente, la Declaración de Derechos y Libertades Fundamentales del Parlamento Europeo (1989) reconoce en su artículo 19 que toda persona, cuyos derechos y libertades hayan sido violados, tiene derecho a un proceso efectivo por un juez predeterminado por la ley. 
También, la Convención Europea de Derechos Humanos (1953) señala en su artículo 13 que toda persona cuyos derechos y libertades, reconocidas en el presente convenio hayan sido violadas, tiene derecho a la concesión de un recurso efectivo ante una instancia nacional, incluso cuando la violación haya sido cometida por personas que actúen en el ejercicio de sus funciones oficiales.  Frente a este abanico de normas, se puede apreciar que la tutela judicial efectiva es una garantía universalmente reconocida, y que se lleva a cabo por medio de un número amplio de instrumentos procesales. 

Seguidamente, al revisar las normas de derecho positivo vigentes en el marco del Ordenamiento Jurídico Venezolano relacionadas a la temática de estudio. Se observa, que el estado de derecho es ante todo un Estado de Tutela, es decir,  una organización jurídica mediante el cual se ampara y protege a los ciudadanos en el goce efectivo de sus derechos subjetivos (individuales o colectivos). 

Toda Tutela Judicial para ser efectiva debe respetar siempre los derechos fundamentales de los justiciables, lo cual se encuentra establecido en los artículos 26, 49 y 253 de la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela (CRBV,1999), que señalan lo siguiente:  

Artículo 26. Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los colectivos o difusos, a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la decisión correspondiente. El Estado garantizará una justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable, equitativa y expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles.

Artículo 49. El debido proceso se aplicará a todas las actuaciones judiciales y administrativas; en consecuencia:

1. La defensa y la asistencia jurídica son derechos inviolables en todo estado y grado de la investigación y del proceso…
8. Toda persona podrá solicitar del Estado el restablecimiento o reparación de la situación jurídica lesionada por error judicial, retardo u omisión injustificados…
Artículo 253. …Corresponde a los órganos del Poder Judicial conocer de las causas y asuntos de su competencia mediante los procedimientos que determinen las leyes, y ejecutar o hacer ejecutar sus sentencias.

Por su parte, el articulo 27 de la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela (CRBV,1999), establece el procedimiento de Amparo Constitucional como el mecanismo mas idóneo y expedito de lograr la Tutela de los derechos fundamentales, y asimismo establece que esta acción será oral, publica, breve, gratuita y no sujeto a formalidad, la autoridad judicial competente tendrá potestad para restablecer inmediatamente la situación jurídica infringida. 

En cuanto al fundamento constitucional de lo que la jurisprudencia ha denominado la Tutela preventiva y anticipada, la cual busca proteger directamente derechos o garantías constitucionales, en función que el proceso sea debido, es decir, hacer realidad esa Tutela Judicial Efectiva, se encuentra en el artículo 25 ejusdem, que reza “Todo acto dictado en ejercicio del Poder Público que viole o menoscabe los derechos garantizados por esta Constitución y la ley es nulo…”. 
En concordancia, con los artículos 254 y 256 del texto fundamental, que establecen disposiciones sobre la gratuidad y la imparcialidad. En concordancia con el artículo 257 ibidem, que señala “El proceso constituye un instrumento fundamental para la realización de la justicia. Las leyes procesales establecerán la simplificación, uniformidad y eficacia de los trámites y adoptarán un procedimiento breve, oral y público…”.
En cuanto a la fundamentación legal, del proceso de partición de la herencia, el mismo se encuentra establecido en el Libro Tercero, Capitulo III del Código Civil Venezolano (C.C., 1982), de los artículos 1.066 al 1.082. En tal sentido, el artículo 1.067 establece el derecho a “pedir la partición de una herencia…”. Y el artículo 1.069 señala que “cuando los coherederos no puedan acordarse para practicar una partición amistosa, se observarán las reglas de los artículos siguientes. 
Estas disposiciones del código sustantivo,  se encuentran concatenadas con la norma adjetiva, previsto en el Libro Cuarto, Titulo V, Capitulo II del Código de Procedimiento Civil Venezolano (CPC,1987)  de los artículos 777 al 788. El artículo 777 señala que “la demanda de partición o división de bienes comunes se promoverá por los trámites del procedimiento ordinario…”. Cabe destacar, que todo este procedimiento ha sido desarrollado en el aparte de aspectos conceptuales, por lo que únicamente se hace mención, a los efectos, de destacar que tal procedimiento se encuentra previsto en el marco jurídico venezolano.
Algunas Jurisprudencias del Tribunal Supremo de Justica en Sala de Casación Civil sobre la Partición de la Herencia
Exp 99-1023, Nro. Sentencia 331, fecha 11/10/2000

Asunto: Juicio de Partición. Fases o Etapas. Ratifica Doctrina

...el procedimiento de partición se desarrolla en dos etapas claramente diferenciadas. Una que se tramita por la vía del juicio ordinario y sólo se abre si en la oportunidad de contestar la demanda hubiere oposición a la partición o se discutiere el carácter o la cuota de los interesados; y la otra, que es la partición propiamente dicha, en la que se designa un partidor y se ejecutan las diligencias de determinación, valoración y distribución de los bienes del caso...".

Exp 99-1023, Nro. Sentencia 331, fecha 11/10/2000

Asunto: Juicio de Partición. Funciones del Juez en la Partición

...no es al Juez a quien corresponde pronunciarse sobre las proporciones en las que deban liquidarse los bienes integrantes del acervo hereditario, su función es la de decidir sobre la procedencia o no de la partición, pues, se repite, esa labor corresponde al partidor que al efecto y por mandato del sentenciador, deberán nombrar las partes...".
Exp 99-839, Nro. Sentencia 245, fecha 19/07/2000

Asunto: Juicio de Partición. Adjudicación de las Cuotas por el Partidor Art 783 CPC

En lo que respecta a la adjudicación de las cuotas por el partidor, a su vez, el artículo 783 del Código de Procedimiento Civil, prevé con mucha mayor precisión cómo ha de realizar tal actividad el referido funcionario. De modo que, efectivamente, el partidor está llamado por ley a realizar las referidas adjudicaciones, las que sólo serán definitivas si los interesados no hicieren objeción a ellas dentro del plazo de diez días siguiente a la presentación de la partición, tal y como lo prevé el artículo 785 del mismo Código.
Exp 99-839, Nro. Sentencia 245, fecha 19/07/2000

Asunto: Juicio de Partición. Objeciones a la Partición

Si se efectuaren objeciones a la partición, leves o graves, las adjudicaciones que hubiere hecho el partidor no podrán considerarse firmes hasta que las mismas sean resueltas definitivamente, observándose, en el caso de los reparos graves, que corresponde al Juez en último término pronunciarse sobre la partición.
CAPÍTULO III

Contexto metodológico

Según el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:59) la metodología se refiere al plan básico que se sigue al realizar la investigación. Abarca el tipo de investigación, las técnicas e instrumento de recolección de datos, así como el procedimiento que se empleará. 
Tipo de Investigación
De acuerdo al tema elegido y respondiendo a la naturaleza de lo que se propuso la investigación estuvo fundamentada bajo los criterios establecidos para la modalidad jurídica dogmática, de nivel analítico, con base documental, utilizando para ello, los métodos analítico y sintético.  En este sentido el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:65) señala que la investigación jurídica dogmática “tiene como objetivo el estudio de la realidad normativa, y comprende el análisis de las fuentes formales, así como el examen de las corrientes doctrinarias”.
Al respecto, Nino (1989:56), explica que la investigación jurídica – dogmática implica:

Tratar de describir las normas jurídico – positivas. La función principal que se atribuye a este saber consiste en explicar el contenido de las normas jurídicas. Lo que implica aclarar su significado, descubrir cuál es el derecho vigente, resolver las contradicciones en las que eventualmente pueden incurrir las normas que componen el ordenamiento jurídico. Esta función se puede concebir como una actividad de carácter técnico, según la cual el jurista debe utilizar únicamente el método jurídico, sin dejarse influir por sus preferencias y por sus concepciones políticas.

Por su parte, Melero (2000:19), afirma que la investigación jurídica  -dogmática “se refiere al estudio del derecho vigente, al desenvolverse su objeto de estudio dentro de un determinado ordenamiento jurídico precisado en el espacio y en el tiempo”. Al respecto, Nino, (2000:38), indica que: 
En la labor dogmática estaría implícita una adhesión formal al sistema legislado que se expresa mediante la recomendación de que el derecho sea aplicado y obedecido tal como es, puesto que el dogmático, al describir el derecho, recomienda su aplicación tal como surge de esa descripción. 

Asimismo, esta investigación es de tipo documental lo cual permitió para conceptualizar las normas jurídicas que rige el ordenamiento procesal venezolano. Para Sabino (1994:120), la investigación documental como proceso científico involucra: 

La revisión o redescubrimiento de la información documental o bibliográfica existente, aplicando a lo largo de su desarrollo los pasos del método científico en sus diferentes actividades, correspondiendo cada una de ellas con los niveles inductivos, de análisis y síntesis.

Por su parte, el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:60) explica que “los estudios documentales se ocupan del estudio de problemas planteados en el ámbito teórico; la información requerida para abordarlos se encuentra básicamente en materiales impresos, audiovisuales y electrónicos.

Asimismo la investigación documental, está relacionada con la búsqueda de posibles soluciones para los problemas, que para este caso concreto están inmersos en el ámbito jurídico, sobre los cuales será necesaria la observación de sus causas, efectos, y consecuencias.

De esta manera, la fuente principal de información que sustentó el estudio, fueron los documentos, entre los que se encontraron: las leyes que rigen el procedimiento de partición de la herencia, la Doctrina y la jurisprudencia emanada del Tribunal Supremo de Justicia en sala de Casación Civil.

Por otra parte, el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:61) señala que los estudios analíticos son aquellos que tratan de entender las situaciones en términos de sus componentes. Intentan descubrir los elementos que conforman cada totalidad y las interconexiones que explican su integración. Esta investigación implica la síntesis posterior de lo analizado.
Método

En referencia  a este aspecto, el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:39) señala que “entre los métodos que más se utilizan en la investigación documental se encuentran los métodos lógicos, que son todos aquellos que se basan en la utilización del pensamiento, los cuales son analítico, sintético…entre otros”.
El método de investigación fue el analítico, el cual de acuerdo a  Witker (1999:11), permite “descomponer un problema jurídico en sus diversos aspectos, estableciendo relaciones que ofrezcan una imagen de funcionamiento de una norma”.  Asimismo el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:40) señala que:

Es la separación de un todo en sus partes o en sus elementos constitutivos, para observar las causas, la naturaleza y los efectos. El análisis es la observación y examen de un hecho en particular. Es necesario conocer la naturaleza del fenómeno y objeto que se estudia para comprender su esencia. Este método permite conocer más el objeto de estudio, con lo cual se puede: explicar, hacer analogía, comprender mejor su comportamiento y establecer nuevas teorías.

Agrega el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:40) que:

Analizar significa desintegrar, descomponer un todo en sus partes para estudiar en forma intensiva cada uno de sus elementos, así como las relaciones entre sí y con el todo. Es una operación mental por la que se divide la representación totalizadora de un fenómeno en sus partes. El análisis va de lo concreto a lo abstracto, ya que mediante el recurso de la abstracción puede separarse las partes (aislarse) del todo, así como sus relaciones básicas que interesan para su estudio intensivo.

En tal sentido, se analizará separadamente la tutela judicial efectiva como garantía constitucional del proceso, el procedimiento de partición de la herencia previsto en la ley adjetiva, y por último, la relación de ambos

Por otra parte, se empleó también la síntesis, definido por Sabino (2002:136) como “la conclusión final, el resultado aparentemente simple pero que engloba dentro de sí a todo el cúmulo de apreciaciones que se han venido haciendo a lo largo del trabajo”. 
De allí que la síntesis, es el proceso de unir lo que el análisis ha separado, en elementos integrados todas las conclusiones y análisis parciales en un conjunto coherente, que cobra sentido pleno precisamente al integrarse como un todo único. La síntesis es pues un proceso que va de proposiciones simples a  proposiciones complejas.
Por su parte, el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:40) afirma que la síntesis es “la unión de elementos para formar un todo. El método sintético es un proceso de razonamiento que tiende a reconstruir un todo a partir de los elementos distinguidos por el análisis”.
Asimismo, expresa el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:40) que “la síntesis es un procedimiento mental que tiene como meta la comprensión cabal de la esencia de lo que ya conocemos en todas sus partes y particularidades.  Explica, además, el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:40) que:

La síntesis significa reconstruir, volver a integrar las partes del todo; pero esta operación implica una superación respecto de la operación analítica, ya que no representa sólo la reconstrucción mecánica del conocimiento; implica llegar a comprender la esencia del mismo, conocer sus aspectos y relaciones básicas en una perspectiva de totalidad. 

En tal sentido, Engels (1981) citado por el Manual de los Programas de Postgrado de la UBA (2009:41) afirma que “no hay síntesis sin análisis, ya que el análisis proporciona la materia prima para realizar la síntesis. Los resultados de tales procesos mentales quedan evidenciados en los cuadros del capitulo cuatro referido al Contexto Crítico.

Técnicas e Instrumentos de Recolección de la Información
Se empleó la técnica del fichaje de información jurídica, ya que es el procedimiento para extraer, procesar y retener aquella información referente a los conocimientos jurídicos relacionados con la investigación, los cuales servirán para despejar la interrogante planteada. 
Como técnica de análisis de datos se utilizó, el análisis de contenido de las opiniones de autores, criterios doctrinales y la norma legal. Igualmente, se hará uso del resumen analítico, que según Ballestrini (1997: 136), “permite descubrir la estructura de los textos consultados, y delimitar sus contenidos básicos en función de los datos que se precisan conocer”.
Procedimiento

La Investigación se realizó en tres fases: documental, analítica y constructiva.

Fase Documental. Esta fase se orientó a la revisión documental donde se identificará y seleccionará la información que permitirá conceptualizar y caracterizar el estudio a través del desarrollo de las bases teóricas, doctrinales y legales, entre otros.
 Fase Analítica. Consistió en la organización e interpretación de la información obtenida en la fase anterior. 

Fase Constructiva. Consistió en la reflexión crítica sobre el fenómeno jurídico social estudiado y con base a éstas extraer las conclusiones y recomendaciones.

CAPÍTULO IV

Contexto crítico
Análisis Reflexivo


A continuación se presentan los hallazgos del estudio con base a los objetivos planteados.

La Tutela Judicial Efectiva 


El primer objetivo específico se planteó  Describir el principio constitucional de la Tutela Judicial Efectiva. Para lograrlo se realizó una revisión documental de los autores del tema, y con base a una análisis reflexivo y un proceso de síntesis, quien escribe destaca aquellos aspectos que considera son la esencia de dicha garantía constitucional, presentando su perso visión de la misma.
Así quien escribe afirma que la tutela judicial efectiva, es el principio según el cual cualquier persona puede y debe ser protegida y amparada en el ejercicio pacífico de sus pretensiones ante la justicia para que estas sean satisfechas. Lo que no quiere decir aceptadas, sino resueltas razonadamente con arreglo a derecho y en un lapso razonable, a lo largo de un proceso en el cual todas las personas titulares de derechos e intereses afectados por dichas pretensiones puedan alegar y probar lo pertinente a la defensa de sus respectivas posiciones. 

Asimismo dicha garantía implica para los administrados, la obligación de someter la tramitación de sus pretensiones a los órganos jurisdiccionales establecidos en las leyes adjetivas, así como también la de no obstruir, de manera alguna, la administración de justicia desarrollada por el Estado en cumplimiento de sus funciones, lo que conlleva la obligación de no realizar actos inútiles ni innecesarios a la defensa del derecho que se pretenda sea declarado. En este sentido, el proceso, es una serie de actos que se desenvuelven progresivamente, con el objeto de resolver, mediante juicio de la autoridad el conflicto sometido a su decisión. 

Razón por la cual el Proceso Civil Venezolano está embanderado por el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva,  asegurándose que el ejercicio de ese derecho da pie al derecho de acción por el que todo sujeto puede recurrir al órgano jurisdiccional, es decir, hace ver que el derecho de acción se da gracias al ejercicio de un derecho previo, y por tanto superior. Desde esta perspectiva, quien escribe observa que el Derecho a la Tutela Judicial Efectiva, implica un derecho humano, un derecho fundamental y un derecho procesal, que implica a su vez varios contenidos.

El Derecho a la Tutela Jurisdiccional entendido como derecho humano, es el derecho que tiene toda persona de acceder al sistema judicial, para que los órganos llamados a resolver su pretensión la estudien y emitan una resolución motivada conforme a derecho, figura como tal en la Declaración Universal de Derechos Humanos (Art. 10), en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos de 1966 (Art. 14), en el Convenio de Roma para la Protección de Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (Art. 6), así como en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Art. 8).

Por su parte, el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (CRBV, 1999), lo consagra un derecho fundamental al establecer que toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los colectivos o difusos, a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la decisión correspondiente, concatenado con el artículo 49 ejusdem sobre el debido proceso. De allí que resulta evidente que la Constitución, reconoce el carácter fundamental del derecho a la tutela jurisdiccional, como una norma operativa, de tal manera que es de aplicación directa; es decir, tiene fuerza derogatoria respecto de las normas que supongan una contravención a su vigencia.

Asimismo el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva como Derecho Procesal, implica el derecho a la acción y a la contradicción. En tal sentido, si bien se trata de un derecho fundamental, empero su ejercicio no es en absoluto susceptible de ser ejercitado en todo caso y al margen del proceso legalmente establecido, sino dentro de éste y con cumplimiento de sus requisitos, interpretados de manera razonable y que no afecten su contenido.

Por otra parte, el acceso a la tutela jurisdiccional comporta el acceso a órganos judiciales mediante el ejercicio del derecho a la acción y a la contradicción, que no se excluya el conocimiento de las pretensiones u oposiciones en razón de su fundamento y que no se obstaculice su acceso. 

Igualmente se debe resaltar, que este derecho a la tutela jurisdiccional despliega sus efectos en tres momentos distintos: uno, acceso a la justicia; dos, una vez en ella, que sea posible la defensa y obtener solución en un plazo razonable; y tres, una vez dictada la sentencia, la plena efectividad de sus pronunciamientos. El derecho, por tanto, despliega sus efectos en tres momentos distintos: (a) en el acceso a la justicia, (b) en el proceso ya iniciado (debido proceso), (c) una vez dictada la sentencia, para su plena efectividad.
Finalmente, opina el autor que la tutela judicial efectiva constituye una garantía constitucional sine qua non para el logro de los fines del derecho justicia, equidad, bien común en pro de un fin ulterior como lo es la suprema felicidad social. 

Procedimiento de Partición de Herencia

En segundo objetivo específico se propuso Examinar el procedimiento de partición de herencia previsto en el Código Procesal Civil Venezolano. Para lograrlo se realizó una revisión doctrinaria, así como de las leyes sustantivas y adjetivas que regulan dicho procedimiento. 
Tanto los bienes como las deudas del fallecido pasan a sus herederos, pero hay que hacer una serie de trámites previos para saber quienes son los herederos y para que los bienes pasen a nombre del heredero, mientras tanto no se podrá disponer de ellos. En primera se debe señalar que este procedimiento de partición de herencia por vía judicial que prevé el Código de Procedimiento Civil (CPC,1987) se debe ventilar por la vía del procedimiento ordinario, lo cual implica un proceso largo e intrincado, y por ende desfavorecedor para quienes en el se encuentran involucrados, requiere además de unos supuestos de procedencia como lo son: (a) que no haya podido acordarse la partición amistosa, y (b) que existan terceros que se opongan a la partición hasta tanto no se les pague o afiance.
En otras palabras, la acción de partición de la herencia da lugar a un proceso contencioso que se rige por las disposiciones sustantivas del Código Civil (CC,1982) y las disposiciones adjetivas del Código de Procedimiento Civil (CPC,1987). Esta acción es personal, indivisible, universal, reciproca, imprescriptible y de orden público. En tal sentido, cabe destacar que en cuanto al tribunal competente, corresponde conocer del juicio de partición de herencia, a los tribunales con jurisdicción en el lugar de apertura de la sucesión, y la competencia por el valor de la causa está determinada por el valor total del patrimonio, correspondiendo por la materia en principio a los Tribunales Civiles. En virtud que se tramita por el procedimiento ordinario, en el acto de la contestación de la demanda, podrán oponerse cuestiones previas, así como oposición a la partición mediante excepciones perentorias. Asimismo se pueden solicitar medidas preventivas en cualquier estado de la causa, Por último la sentencia definitiva que se dicte 
Existen dos excepciones para la partición como lo son: (a) cuando se ha convenido en permanecer en comunidad por un tiempo determinado, que no puede ser superior a cinco años, y (b) cuando el testador prohíbe la partición de la herencia hasta un año después que hayan llegado a la mayoría de de edad, en el caso de herederos menores. Cabe destacar que no hay caducidad, ni prescripción extintiva, si adquisitiva, y que una vez realizada la partición, existen dos acciones que se pueden intentar contra ella, la Acción de Rescisión por lesión y Nulidad de la partición
Alcance Jurídico del Retardo Procesal en el Juicio de Partición de herencia

Con respecto al tercer objetivo específico que se propuso Precisar el alcance jurídico del retardo procesal en el juicio de partición de herencia. Se revisaron algunas jurisprudencias, las cuales permitieron observar que en algunos casos, ha existido retardo procesal en los procesos por partición de herencia. Con base a lo cual se elaboró el cuadro 1 que a continuación se muestra:

Cuadro 1
Retardo Procesal en el Juicio de Partición de la Herencia

	Expediente
	Síntesis del Caso

	Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui. 
Barcelona, 05/02/2009

ASUNTO : BP02-R-2008-000537

	Alega la Intimante, que desde el 24 de Octubre de 1.987, hasta la presente fecha, han transcurrido veintiún (21) años y aún no se ha podido partir Los bienes de la herencia Y ya han fallecido dos (2) coherederos.



	TSJ- Sala Plena

Magistrada Ponente 

Carmen Zuleta  de Merchán
Exp. AA10-L- 2006-000026

El 03/09/2007 Esta sala se declaró incompetente para conocer del asunto declinando en la Sala Constitucional


	El 9 de marzo de 1999, la ciudadana Gisela Isabel Cadet Guédez de Méndez, demandó a los ciudadanos Carlos José Cadet, Belén del Carmen Cadet Guédez, Eduardo Antonio Cadet Guédez, Edgar José Cadet Guédez y Gilda Cadet Guédez, por partición de herencia, demanda que fue admitida el 12 de ese mismo mes y año por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa. La partición en cuestión versa sobre el cincuenta por ciento (50%) de un inmueble denominado “Hacienda Los Guásimos”, ubicado en el Estado Portuguesa. A la fecha 03 de Septiembre de 2007 aún no se ha realizado la partición





	Expediente
	Síntesis del Caso

	Juzgado Sexto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito la Circunscripción Judicial Metropolitana de Caracas 
 09/11/2000

ASUNTO :5878

	En fecha 09 de Noviembre del 2000 se admitió la pretensión de partición de la herencia por los trámites del procedimiento ordinario, y se emplazó al demandado. Posteriormente, en fecha 28DE Mayo del 2007 el Tribunal de la causa declara inadmisible la pretensión, por acumularse indebidamente la pretensión de partición de herencia con la acción interrogatoria.

	Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito la Circunscripción Judicial del Estado Lara

Barquisimeto, 30/03/2009

ASUNTO : KP02-F-2007-000110


	Se inicia el presente proceso a través de libelo de demanda, con ocasión a la pretensión de Partición de Herencia, el 18 de Junio de 2007, y en fecha 30 de Marzo del 2009 el Tribunal de la causa declara con lugar la pretensión de partición de herencia.

	Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito la Circunscripción Judicial del Estado Zulia 26/03/2009

ASUNTO : 45.841


	En fecha 19 de noviembre de 2007se admitió la demanda por partición de la comunidad hereditaria, posteriormente en fecha 26 de Marzo del 2009, el Tribunal de la Causa, ordena REPONER LA CAUSA al estado de que el presente proceso se sustancie por los trámites del procedimiento ordinario, en vista de la oposición a la partición realizada, y en virtud de que se quebrantaron normas procesales de orden público al tramitarse la presente causa por un procedimiento inadecuado.

	Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia

Sala de Juicio - Juez Unipersonal Nº 1
Exp. 11307
	En fecha 03 de Agosto de 2007, se recibió la presente demanda de Partición de Herencia, se admitió cuanto ha lugar en derecho. Posteriormente, en fecha 09/06/2009 el Tribunal de la Causa declara PROCEDENTE la Partición de Herencia.


Este cuadro presenta seis casos, en los cuales se evidencia retardo procesal en los juicios de partición de herencia. Cuyas decisiones se anexan al final del estudio. Aún cuando se desconoce la frecuencia con que se producen estos retardos en los procesos de partición de herencia, es necesario alertar en cuanto a que esta condición  de retardo, en los casos en que la hubiere, resulta altamente perjudicial tanto a las partes involucradas, como al sistema judicial venezolano, pues la imposibilidad de hacer efectivo un derecho, en este caso la partición, tiene efectos patrimoniales, emocionales, que atenta contra todos los fines del derecho: justicia, bien común, y seguridad jurídica, impactando a su vez la credibilidad en el sistema.
Conclusiones
Al hablar de la Tutela jurídica efectiva, es necesario tomar como punto de partida el concepto de jurisdicción ya que la misma es una función-potestad reservada por el Estado (elemento constitucional). El uso de su soberanía (elemento político), para ejercerla en forma de servicio publico (elemento administrativo) por órganos predeterminados e independientes, para la realización concreta de los intereses peticionados de los ciudadanos con carácter de definitivo y con posibilidad de coacción en un proceso judicial (elemento procesal). 

Como se puede evidenciar, la estructura temática de la jurisdicción está referida a cuatro elementos básicos: Constitucional, Político, Administrativo y procesal, de esta definición pueden resaltarse los siguientes aspectos: 

a) La Jurisdicción es una potestad reservada por el Estado; esto implica que se trata de un poder-deber, es decir al lado de la facultad de juzgar y ejecutar lo juzgado, también se encuentra una obligación de que concreta en el deber de los jueces, de no absolver la causa, so pena del delito de denegación de justicia y la obligación, en general del Estado de establecer la estructura funcional de la prestación de servicio, creación de Tribunales, nombramiento de Jueces, proveer materiales. Esta potestad es una reserva que ha hecho el Estado de solucionar conflictos y tutelar derechos e intereses tal como se evidencia del artículo 26 Constitucional; 

b) La Jurisdicción es un atributo de soberanía, si convenimos que la misión del Estado es garantizar la paz social, mediante la consecución del bien común y la justicia (fines esenciales), entonces tal finalidad se logra mediante las funciones básicas de legislación, administración y jurisdicción. 

c) La jurisdicción se ejerce en forma de servicio publico ya que esta es una función publica por excelencia y mediante ella el Estado dispone de un conjunto de elementos materiales, humanos y organizativos para que todos los ciudadanos puedan ejercer el derecho de acceso a los órganos jurisdiccionales; 

d) Y la jurisdicción: esta formada por órganos predeterminados independientes para la realización concreta en las peticiones de los ciudadanos, este aspecto configure la dimensión procesal de la jurisdicción. Se trata de órganos que pronunciaran sobre una petición o pretensión jurídica, la cual a nuestra manera de ver se trata de un interés sustancial sometido a su conocimiento. Esta decisión tendrá carácter definitiva y solo podrá dictarse en el marco de un proceso judicial. 

Entonces lo que define la jurisdicción: Es la Tutela de interés postulados por los ciudadanos ante los órganos del Estado destinado para ello, esto es los órganos jurisdiccionales. La tutela de interés no significa que la jurisdicción deba darle la razón a quien a invoca sino, solo conocer, tramitar y decidir conforme a las reglas de derecho y los sentimientos de justicia que priman en el ordenamiento jurídico. Es lo lógico a demás que esa Tutela la encuentre quien la pida, porque la regla general, en nuestro proceso civil, es que los jueces no actúan de oficio, sino solo en los casos expresamente señalados por la Ley. 

Entonces si la jurisdicción es una potestad estatal que se ejerce en forma de servicio público y sus órganos actúan en la medida en que sea solicitada su intervención en material civil tal como lo postula el artículo 11 del Código de Procedimiento Civil; no hay jurisdicción sin actor, ya que el juez no puede iniciar sin previa demanda de parte, pero puede actuar de oficio cuando la Ley lo autorice, o cuando en resguardo del orden publico o de las  buenas costumbres sea necesario dictar alguna providencia legal aunque no la soliciten las partes. 

Esa demanda de parte, ese actuar de parte lo podemos llamar desde ya, acción procesal. Resulta de todo punto de vista que se trata de un acto con efectos jurídicos, frente al Juez que queda obligado a dar con prontitud la decisión correspondiente (articulo 26 constitucional) y garantizar además la tramitación de mi pretensión con fundamento en el debido proceso y con plenas garantías en la defensa procesal (articulo 19 ejusdem) efectos frente al demandado, por cuanto a este le deviene una carga procesal de contestar el requerimiento; efectos frente al propio actor, que no puede abandonar el impulso del procedimiento so pena de incumplir también una carga procesal.

Así como también, efectos frente al Estado, en la medida en que este responde por el buen funcionamiento de los órganos que destina para ello (articulo 498 ejusdem). Todos estos efectos se producen por el mero hecho de acudir antes los órganos de administración de la Justicia y con absoluta independencia del derecho material o del interés jurídicamente trascendente que se quiere hacer valer en el proceso. 

La jurisdicción tutela ese interés aunque no exista o sea ilegitimo y tutelar el interés es conocerlo, tramitarlo y decidirlo aunque sea para concluir que se carece de el o que el interés no es jurídicamente trascendente e incluso que el interés es contrario a la Ley, la moral o las buenas costumbres. Entonces mientras que la jurisdicción es la potestad función realizada por el Estado, la acción procesal es la posibilidad jurídica constitucional que realizan las partes cada vez que acuden ante los órganos jurisdiccionales que el Estado ha dotado de tal cualidad. Esto implica que la acción procesal solo puede ejercerse frente a órganos con jurisdicción, en defensa de sus derechos e intereses. 

En resumen es el estado quien debe garantizar el acceso a la jurisdicción, mediante la disposición de un numero suficiente de tribunales y en los lugares que se requieran para atender ese servicio publico jurisdiccional además debe ejercer la vigilancia y tomar las medidas preventivas o disciplinarias para garantizar que sus dependientes cumplan cabalmente con su misión. 

El Juez queda obligado a dictar una decisión adecuada al ordenamiento jurídico y oportuno, esto es en el tiempo que la Ley procesal dispone para ello, garantizando el cumplimiento de las garantías del debido proceso y el efectivo ejercicio del derecho a la defensa. 

El derecho de la jurisdicción se presenta como un verdadero derecho subjetivo, individual o colectivo, de acceso a los órganos jurisdiccionales en la Tutela de sus derechos materiales e intereses jurídicos, establecido en el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

La acción judicial es la posibilidad jurídico constitucional que tiene toda persona natural o jurídica, publica o privada de acudir ante los órganos jurisdiccionales para que mediante procedimientos establecidos en la Ley, pueda obtener Tutela de un determinado interés jurídico, individual, colectivo o difuso. 

Exigencias Constitucionales para un debido proceso. 

Del análisis concatenado de los artículos 49 y 253 de la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela el artículo 49: 

El debido proceso se aplicara a todas las actuaciones judiciales y administrativas (…); y el articulo 253 la potestad de administrar justicia emana de los ciudadanos y ciudadanas y se imparte en nombre de la Republica y por Autoridad de la Ley, corresponde a los órganos del Poder Judicial conocer de las causas y asuntos de su competencia, mediante los procedimientos que determinen las Leyes y hacer ejecutar sus sentencias (…). De modo que el debido proceso para las actuaciones judiciales, se cumple cuando el Poder Judicial conoce, decide y ejecuta las causas y asuntos de su competencia, mediante los procedimientos que determinan las Leyes. 

Recomendaciones

A los Jueces. 

- Garantizar el legítimo derecho que tienen las partes a la defensa y al libre acceso a los órganos de administración de justicia y a una respuesta oportuna por parte de la Administración, es decir, velar por que realmente exista una Tutela Judicial Efectiva.

- Tomar decisiones fundamentadas en las máximas de experiencia, es decir, en las reglas de la lógica, de carácter social, psicológicas, científicas.

A los Abogados litigantes.
- Profundizar, y ampliar los conocimientos que se tienen sobre esta materia, con el propósito de defender los derechos de sus clientes.

- Prestar al juez su diligente colaboración para las actuaciones procesales con la finalidad de que los procesos se cumplan en los tiempos establecidos y las partes obtengan respuestas por parte de la Justicia. 

- A la Universidad, que implemente actividades de formación académica extra pensum relacionadas con los temas de tutela judicial efectiva, retardo procesal, y en materia sucesoral, especialmente sobre el procedimiento judicial de partición de herencia, con el fin de formar mejores profesionales en esta área. 

A los Estudiosos del Derecho
-A realizar investigaciones de mayor profundidad y alcance en cuanto a esta temática de gran pertinencia y relevancia jurídica.
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Anexos
TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA

EN

Sala Plena

MAGISTRADA PONENTE: CARMEN ZULETA DE MERCHÁN

Exp. AA10-L- 2006-000026

El 1° de marzo de 2006 fue recibido en la Secretaría de la Sala Plena de este Tribunal Supremo de Justicia, proveniente de la Sala de Casación Civil, el oficio N° 104-06, del 24 de febrero de 2006, por el cual se remitió el expediente signado con el N° 05-550 (de la nomenclatura de esa Sala), contentivo de la regulación de competencia, con motivo del juicio por partición de herencia que instauró la abogada Gerónima Marcano Marrón, inscrita en el Inpreabogado bajo el N° 32.379, en su carácter de coapoderada judicial de la ciudadana GISELA ISABEL CADET GUÉDEZ DE MÉNDEZ, titular de la cédula de identidad N° 3.836.583, contra los ciudadanos CARLOS JOSÉ CADET, BELÉN DEL CARMEN CADET GUÉDEZ, EDUARDO ANTONIO CADET GUÉDEZ, EDGAR JOSÉ CADET GUÉDEZ y GILDA CADET GUÉDEZ. 

Dicha remisión se hizo en virtud de que la Sala de Casación Civil, mediante decisión REG-00037 del 2 de febrero de 2006, se declaró incompetente para resolver el conflicto negativo de competencia planteado entre el Juzgado Accidental de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, con sede en Guanare, y el Juzgado de Protección del Niño y del Adolescente de esa misma Circunscripción Judicial, Sala de Juicio N° 1, Jueza Unipersonal N° 1, para conocer del mencionado juicio de partición de herencia.

El 29 de marzo de 2006 se dio cuenta en Sala Plena y se designó ponente al Magistrado Dr. Rafael Arístides Rengifo Camacaro, con el fin de resolver lo conducente.

 El 9 de mayo de 2007 se reasignó la ponencia a la Magistrada Carmen Zuleta de Merchán quien, con tal carácter, suscribe el presente fallo.

Realizado el estudio del expediente, se procede a dictar sentencia, previas las siguientes consideraciones:

I 

ANTECEDENTES

El 9 de marzo de 1999, la abogada Gerónima Marcano Marrón, coapoderada judicial de la ciudadana Gisela Isabel Cadet Guédez de Méndez, demandó a los ciudadanos Carlos José Cadet, Belén del Carmen Cadet Guédez, Eduardo Antonio Cadet Guédez, Edgar José Cadet Guédez y Gilda Cadet Guédez, por partición de herencia, demanda que fue admitida el 12 de ese mismo mes y año por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa. La partición en cuestión versa sobre el cincuenta por ciento (50%) de un inmueble denominado “Hacienda Los Guásimos”, ubicado en el Estado Portuguesa, “(…) con sus Cultivos, Infraestructura, Maquinaria, Equipos, Mejoras, Bienechurías, Obra Civil, y demás adherencias por su destinación (…)”. (sic)
El 10 de mayo de 1999, las abogadas Ana Jiménez de Núñez y Beatriz Mendoza, inscritas en el Inpreabogado bajo los Nos. 8.878 y 68.642, respectivamente, en su carácter de apoderadas judiciales de los demandados, dieron contestación a la demanda.   

Luego del nombramiento del partidor y la presentación de su informe el mismo fue objetado por la demandante el 1° de marzo de 2000, por lo que se convocó a una reunión entre las partes y el partidor, la cual tuvo lugar el 10 de ese mismo mes y año, oportunidad en la que la demandante solicitó que no fuese aprobada la partición de conformidad con lo establecido en el artículo 787 del Código de Procedimiento Civil.
El 9 de mayo de 2000, la demandante consignó copia certificada del acta de defunción del codemandado ciudadano Carlos José Cadet, quien falleció el 17 de marzo de 2000.

El 10 de ese mismo mes y año, el Tribunal de la causa suspendió el curso de la causa con fundamento en lo que dispone el artículo 144 del Código de Procedimiento Civil, librando edicto a los herederos desconocidos del ciudadano Carlos José Cadet que pudieran tener interés en el juicio.

El 28 de junio de 2001, compareció la ciudadana Iris Jenny Vidal Briceño, asistida por el abogado Edgardo Argüellos, inscrito en el Inpreabogado bajo el N° 48.804, actuando en representación de su hijo Carlos José Cadet, quien para ese entonces era un adolescente, hoy mayor de edad, y consignó copia certificada del acta de nacimiento en la que se evidencia que es hijo del difunto Carlos José Cadet.

El 30 de julio de 2001, el Juez Luis Alberto Hernández Mendoza a cargo del Juzgado Accidental de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa se declaró incompetente por la materia para seguir conociendo del caso, por lo que el expediente fue remitido al Juzgado de Protección del Niño y del Adolescente de esa misma Circunscripción Judicial, Sala de Juicio N° 1, Jueza Unipersonal N° 1. El 29 de octubre de 2001, el Juzgado de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, Sala de Juicio N° 1, Jueza Unipersonal N° 1, acordó la devolución del expediente al Juzgado Accidental de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa “(…) a los fines de dejar transcurrir íntegramente los Cinco (5) días de Despacho a que se contrae el artículo número 69 del Código de Procedimiento Civil”. 

El 25 de marzo de 2002, se constituyó nuevo Juzgado Accidental de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, a cargo de la Juez Arelis Zorilla Fonseca, quien se abocó al conocimiento de la causa ese mismo día y acordó la notificación de las partes para su continuación en el estado en que se encontraba.

El 8 de julio de 2003, el Juzgado Accidental de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, “vencido el lapso para la solicitud de regulación de competencia sin que ésta haya sido solicitada por ninguna de las partes”, ordenó la remisión del expediente al Juzgado de Protección del Niño y del Adolescente de esa misma Circunscripción Judicial, Sala de Juicio N° 1, Jueza Unipersonal N° 1, el cual se declaró incompetente y planteó el correspondiente conflicto negativo de competencia mediante decisión del 6 de junio de 2005, ordenando la remisión del expediente a la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia.

La Sala de Casación Civil de este Tribunal Supremo de Justicia mediante decisión REG-00037 del 2 de febrero de 2006, se declaró incompetente para resolver el conflicto negativo de competencia, por cuanto, juzgó que el mismo se había planteado entre “(…) un Tribunal de la jurisdicción civil y otro de la jurisdicción de Protección del Niño y del Adolescente (…)”, acordando la remisión del expediente a esta Sala Plena.

II

DE LAS INCOMPETENCIAS DECLARADAS

El 30 de julio de 2001, el Juzgado Accidental de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa se declaró incompetente para conocer del juicio de partición en los siguientes términos:
Con vista del presente Juicio en el cual se plantea una Partición de una Herencia Ab-Intestato, sobre un bien hereditario de la sucesión del decujus Paula Rosa Guedez de Cadet, específicamente del bien denominado hacienda Los Guasimos, protocolizado por ante la Oficina Subalterna de Registro Público del Municipio Guanare, bajo el N° 7 folios 10 al 13, protocolo primero, tercer trimestre del año 1964; y según documento protocolizado por ante la misma oficina Subalterna de Registro bajo el N° 106, folios 224 al 226, protocolo primero, tercer trimestre. Por cuanto de las actas se evidencia tal como riela al folio 182, Acta de Defunción del ciudadano Carlos José Cadet, quien era codemandado en el presente juicio, que el mismo al morir deja entre sus herederos a un menor, Carlos José Cadet Vidal, cuya Acta de Nacimiento expedida por ante la prefectura del Municipio Guanare, asentada bajo el folio 47 del año 1992, cursa al folio 216. Ahora bien, como existe un fuero de atracción por parte de la novísima Ley Orgánica para la Protección al Niño y al Adolescente, específicamente en los artículos 177 y 452; en consecuencia este Tribunal de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, en el nombre de la República de Venezuela y por autoridad de la Ley; se declara Incompetente para seguir conociendo el presente juicio y declina la competencia en el Juzgado de Protección del Niño y del Adolescente de Guanare Estado Portuguesa. (sic) (Negrillas del fallo).

Por su parte, el Juzgado de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, se declaró incompetente para conocer del juicio mediante sentencia del 6 de junio de 2005, en los siguientes términos:

Estamos en presencia de un juicio de Partición cuyo procedimiento especial está pautado en los artículos numero 777 al 788, ambos inclusive del Código de Procedimiento Civil, donde contempla que en caso de persistir las objeciones después de la reunión sostenida entre las partes, la jueza Ad-quo (sic) y el partidor, el Juez debe dictar sentencia en el lapso de 10 días de despacho siguiente a la referida reunión, lo cual no sucedió en el presente juicio por cuanto la juez Ad-quo (sic) se inhibió para seguir conociendo de la presente causa, nombrándose en consecuencia diferentes jueces quienes tampoco sentenciaron. 

Ahora bien, esta juzgadora considera que en el presente caso jamás debió declinarse la competencia por cuanto el momento determinante de la jurisdicción es el de la demanda, si la situación cambia en el curso del proceso, la jurisdicción no cesa por eso, y la competencia no cambia, caso contrario se atentaría contra la perpetua jurisdicción, tipificada en el articulo numero 3 del Código de Procedimiento Civil, por lo tanto el Juez que conoce de todo el procedimiento es el que debe sentenciar. 
Ahora bien, esta juzgadora después de revisado el expediente pudo constatar que es incompetente para decidir la controversia debido a que el presente juicio no corresponde con alguno de los asuntos que han sido asignados al conocimiento de la jurisdicción especial de este Tribunal de Protección, cuya competencia está contemplada en el artículo 177 de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente a lo cual la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia de fecha 20 de Noviembre de 2001, dictaminó: 
’…Recalca la Sala que el literal “c” de la norma citada atribuye a los órganos de la referida jurisdicción especial el conocimiento y decisión de las demandas incoadas contra niños y adolescentes, lo cual, evidentemente, implica la competencia de estos órganos para conocer de los juicios en los cuales los niños y adolescentes figuren como los demandados o accionados en la relación procesal. De manera expresa la norma citada sobre los juicios en los que, como en el caso de autos, los menores y adolescentes aparezcan como demandantes, observa asimismo, que el literal ‘d’ de la misma norma, artículo 177 de a la LOPNA atribuye a los mencionados órganos jurisdiccionales competencia sobre cualquier otro asunto ‘a fin a esta naturaleza que deba resolverse judicialmente’, que también será de la competencia de la referida jurisdicción especial toda controversia judicial a fin a la materia patrimonial o del trabajo en los cuales estén involucrados los intereses de los niños y de los adolescentes, siempre que dichos derechos e intereses merezcan de la especial protección que les brinda la legislación especial en la materia y el fuero correspondiente de la jurisdicción creada y organizada por la LOPNA.’…

Cabe resaltar que estamos en presencia de un juicio donde las partes son demandante GISELA ISABEL CADET GUEDEZ DE MENDEZ y demandados CARLOS JOSE CADET, BELEN DEL CARMEN CADET GUEDEZ, GILDA CADET GUEDEZ, EDGAR CADET GUEDEZ y EDUARDO ANTONIO CADET GUEDEZ ciudadanos mayores de edad, por lo tanto el presente juicio no encuadra en ninguno de los supuestos a los que se contrae la norma y la jurisprudencia en referencia. En virtud de todas las consideraciones antes expuestas, estima esta juzgadora que el conocimiento y decisión corresponde al Tribunal de Primera Instancia Agraria de esta circunscripción judicial, en consecuencia plantea el conflicto de competencia y dado que no existe Tribunal de alzada de ambos tribunales, se remite el expediente a la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia, a fin de que dirima la controversia planteada, por tratarse de un asunto de la competencia de la jurisdicción ordinaria y ajeno a la de los tribunales de protección del niño y del adolescente, y por ende, ajeno también a la Sala de Casación Social de ese Máximo Tribunal. Y así se decide.

III
CONSIDERACIONES PARA DECIDIR


Con base en lo dispuesto en el numeral 51 del artículo 5 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, este órgano jurisdiccional ha sostenido, en sus sentencias 24/2004 del 22 de septiembre, publicada el 26 de octubre de 2004 y 1/2006 de 17 de enero, publicada el 17 de enero de 2006, que le corresponde el conocimiento de los conflictos negativos de competencia cuando entre los Juzgados en controversia no exista un Tribunal superior común “(…) en razón de su composición, ya que reúne a los magistrados de todos los ámbitos competenciales, lo que [le] permite (…) analizar de mejor manera y desde todos los puntos de vista, a qué tribunal debe corresponder conocer de una causa en la que haya duda sobre cuál juzgado deba conocerla en cuanto a la competencia por la materia” (corchetes añadidos), a menos que, alguna de las Salas tenga atribuida en común las competencias ejercidas por los tribunales que plantean el conflicto, en cuyo caso, es a dicha Sala a la que compete su resolución. 
En el caso que se examina, el conflicto de negativo de competencia se planteó entre el Juzgado Accidental de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, con sede en Guanare, y el Juzgado de Protección del Niño y del Adolescente de esa misma Circunscripción Judicial, Sala de Juicio N° 1, Jueza Unipersonal N° 1, es decir, tribunales de distintos ámbitos competenciales, entre los cuales si bien no existe un tribunal superior común en el orden jerárquico que resuelva el conflicto planteado, sin embargo, las materias que conocen ambos tribunales, agraria y protección del niño y del adolescente, respectivamente, son afines a las competencias atribuidas a la Sala de Casación Social, por lo cual, dicha Sala es la competente para decidir el conflicto negativo de competencia planteado, no siendo aplicable al presente caso el precedente que sentó esta Sala Plena en sentencia N° 155/2007, caso: Maraiuris Silva Herrera, por tratarse de asuntos sustancialmente distintos.

De modo que siendo esta Sala Plena la segunda en declararse incompetente para conocer del conflicto de competencia originario, lo ajustado a derecho es remitir los autos a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, por ser competencia exclusiva de dicha Sala la resolución de conflictos entre Salas, de acuerdo con lo que establece el artículo 5.3 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Así se decide. 

III
DECISIÓN

Por las razones expuestas esta Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela, por autoridad de la Ley, declara:
PRIMERO: Que NO ES COMPETENTE para resolver el conflicto negativo de competencia planteado entre el Juzgado Accidental de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, con sede en Guanare, y el Juzgado de Protección del Niño y del Adolescente de esa misma Circunscripción Judicial, Sala de Juicio N° 1, Jueza Unipersonal N° 1.
SEGUNDO: Se plantea CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA, entre esta Sala Plena y la Sala de Casación Civil, y, en consecuencia, se ORDENA la remisión del expediente a la Sala Constitucional este Tribunal Supremo de Justicia. 

Publíquese y regístrese. Particípese de esta decisión a la Sala de Casación Civil. Cúmplase lo ordenado. 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Sesiones de la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 3 días  del mes de octubre de dos mil siete (2007). Años 197º de la Independencia y 148º de la Federación.
La Presidenta,

LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO

    La Primera Vicepresidenta,

                     El Segundo Vicepresidente,

DEYANIRA NIEVES BASTIDAS                                     LUIS ALFREDO SUCRE CUBA

Los Directores,

EVELYN MARRERO ORTIZ

                    YRIS ARMENIA PEÑA ESPINOZA

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

Los Magistrados,

JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO              YOLANDA JAIMES GUERRERO                          

LUIS MARTÍNEZ HERNÁNDEZ                                     ISBELIA PÉREZ VELÁSQUEZ             

ELADIO RAMÓN APONTE APONTE              
            JUAN RAFAEL PERDOMO

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ                                        LEVIS IGNACIO ZERPA                                                     

HADEL MOSTAFÁ PAOLINI                                  ANTONIO RAMÍREZ JIMÉNEZ                               

CARLOS ALFREDO OBERTO VÉLEZ               BLANCA ROSA MÁRMOL DE LEÓN                        

ALFONSO  VALBUENA CORDERO                 FRANCISCO  CARRASQUERO LÓPEZ       

EMIRO GARCÍA ROSAS                      RAFAEL ARÍSTIDES RENGIFO CAMACARO                       

FERNANDO RAMÓN VEGAS TORREALBA          JUAN JOSÉ NÚÑEZ CALDERÓN                                     

LUIS ANTONIO ORTIZ HERNÁNDEZ                    HÉCTOR CORONADO FLORES


                  

LUIS EDUARDO FRANCESCHI GUTIÉRREZ    CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA 

MARCOS TULIO DUGARTE PADRÓN                  CARMEN ZULETA DE MERCHÁN  

                                                                                                     Ponente 

MIRIAM DEL VALLE MORANDY MIJARES             ARCADIO DELGADO ROSALES

La Secretaria,

OLGA M. DOS SANTOS P.

Exp. AA10-L- 2006- 0026

El Magistrado Pedro Rafael Rondón Haaz manifiesta su voto concurrente en relación con el veredicto que antecede por las siguientes razones:
El Tribunal en Pleno declaró su incompetencia para el conocimiento del conflicto negativo que se suscitó entre el Juzgado Accidental de Primera Instancia del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa y el Tribunal de Protección del Niño y el Adolescente de la misma circunscripción judicial.  Lo anterior, por cuanto, la Sala de Casación Civil se había declarado incompetente previamente.  Así, se planteó el conflicto negativo entre Salas y se ordenó la remisión de los autos a la Sala constitucional de este Máximo Tribunal de Justicia, de conformidad con el artículo 5.3 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia.

Sin embargo, se discrepa de la consideración mayoritaria según la cual la Sala Plena sería competente para la resolución del conflicto de autos “por estar conformada por los magistrados de todas las salas que integran este Tribunal Supremo de Justicia, entre las cuales es distribuida la función jurisdiccional, para conocer, a nivel nacional de las diversas materias reguladas en nuestro ordenamiento jurídico.” 

En este sentido, debe precisarse que la razón por la cual la Sala Plena es competente para la resolución de conflictos de competencia entre tribunales de distintos ámbitos de competencia material es la inexistencia de un tribunal superior común a los tribunales en conflicto, lo que determina que el asunto no pueda ser atribuido a ninguna otra Sala de este Máximo Tribunal de Justicia en aplicación de las normas que, al efecto, establece su Ley especial.

En cambio, si el fundamento de tal competencia fuese el que se declaró; por una parte, la Sala Plena podría atribuirse, también, una vez desconocidos los límites constitucionales y legales de su propia competencia, el conocimiento de cualquiera de los muy distintos tipos de asuntos y procesos que conocen todas las otras Salas, desde recursos de casación hasta la revisión constitucional y, por la otra, y por vía de consecuencia, la existencia misma de otras Salas en el Tribunal Supremo de Justicia sería prescindible –en contra de las disposiciones constitucionales y legales aplicables en vigor-. 

Resulta relevante, en este sentido, que en el marco de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia la Sala Plena ni siquiera podría ejercer la potestad de avocamiento, ya que siempre habrá una Sala con un ámbito de competencia material específico que satisfaga mejor la regla distributiva a que se contrae el cardinal 48 del artículo 5 de dicha ley, en concordancia con el primer parágrafo del mismo artículo. Sin embargo, el criterio del que se aparta el magistrado que rinde este voto haría innecesario el otorgamiento expreso de dicha facultad extraordinaria –tan extraordinaria que está en desuso en Derecho Comparado- por parte del legislador, ya que la Sala Plena podría decidir tomar para sí cualquier causa con la excusa de que está conformada por los magistrados de todas las salas que integran este Tribunal Supremo de Justicia, entre las cuales es distribuida la función jurisdiccional, para conocer, a nivel nacional de las diversas materias reguladas en nuestro ordenamiento jurídico, lo cual, por supuesto, sería inaceptable en nuestro sistema de derecho.

Queda así expuesto el criterio concurrente.
Fecha ut retro.
La Presidenta,
LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO

La Primera Vicepresidenta,
                El Segundo Vicepresidente,

DEYANIRA NIEVES BASTIDAS                     
LUIS ALFREDO SUCRE CUBA

Los Directores,

EVELYN MARRERO ORTIZ

        YRIS ARMENIA PEÑA ESPINOZA

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ
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La Secretaria,
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Exp. AA10-L-2006-000026
En ocho (8) de noviembre de dos mil siete (2007), siendo las tres de la tarde (3:00), fue publicada la decisión que antecede.

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA
REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

PODER JUDICIAL 
Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui. 
Barcelona, cinco de febrero de dos mil nueve 
198º y 149º 

ASUNTO : BP02-R-2008-000537 
PARTE DEMANDANTE: FRANCIA ORSETTI GARCÍA, VENEZOLANA, MAYOR DE EDAD, ABOGADA, INSCRITA EN EL INPREABOGADO BAJO EL Nº 6171. 

PARTE DEMANDADA: DEL VALLE ALI GARCÍA, CECILIO ALI GARCÍA, EDILIA ALI GARCÍA, ELIO ALI GARCÍA, GUILLERMO ALI GARCÍA, FELICIA JOSEFINA ALI GARCÍA y MIRIAM EULOGIA ALI GARCÍA. 

MOTIVO: APELACION DEL AUTO DE FECHA 17 DE JULIO DEL 2008, DICTADO POR EL JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO CIVIL, MERCANTIL, AGRARIO y TRANSITO DE ESTA CIRCUNSCRIPCION JUDICIAL DEL ESTADO ANZOATEGUI. 

TRIBUNAL DE PROCEDENCIA: JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO CIVIL, MERCANTIL, AGRARIO y TRANSITO DE LA CIRCUNSCRIPCION JUDICIAL DEL ESTADO ANZOATEGUI. 

Consta en estas actuaciones, 
Por auto fecha 22 de septiembre de 2008, este Tribunal Superior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 517 del Código de Procedimiento Civil, admitió actuaciones concernientes a la apelación interpuesta en fecha 21 de Junio de 2008, por la Abogada Francis Orsetti, quien es venezolana, mayor de edad, titular de la Cédula de Identidad Nº. 449.773, e inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº. 6171, en contra de la decisión dictada en fecha 17 de Julio de 2008, por el Tribunal Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, a cargo de la Abogada Helen Palacio, con ocasión del juicio de Intimación de Honorarios seguido en contra de los ciudadanos DEL VALLE ALI GARCÍA, ELIO ALÍ GARCÍA, CECILIO ALÍ VILLALBA, EDILIA ALÍ GARCÍA, MIRIAM EULOGIA GARCÍA Y FELICIA ALI GARCIA, todos venezolanos, mayores de edad, titulares de las Cédula de Identidad números: 1.177.250; 2.801.172; 1.189.964; 1.193.936; 4.008.050 y 3.669.312, respectivamente, por la recurrente. 
I 
Dice la intimante en su escrito de informes, que en el auto del cual apela el Tribunal de la Primera Instancia ordenó reponer el procedimiento de remate de los bienes embargados para hacer efectivo el cobro de los honorarios profesionales causados en el juicio de Partición de Herencia de la Sucesión Alí García, al estado de que los expertos se juramentaran nuevamente, en virtud de haberse omitido la firma de la ciudadana Juez en el acta de juramentación. 
Alega la intimante, que desde el 24 de Octubre de 1.987, hasta la presente fecha, han transcurrido veintiún (21) años y aún no se ha podido partir los bienes de la herencia y ya han fallecido dos (2) coherederos. 
Agrega la demandante, su interés de lograr una partición amistosa y el pago de sus honorarios profesionales, para evitar el remate de los inmuebles, pero fue imposible, por lo que estima e intima sus honorarios en fecha 20 de Octubre de 1.994, lo cual fue sentenciado por la Primera Instancia, declarando Con Lugar la acción, de lo cual apelaron los demandados y el Superior declara Con Lugar la apelación negando el pago de las costas del juicio, por lo recurrió a Casación, siendo casada sin reenvío por la extinta Corte Suprema de Justicia, ordenando el pago de las costas. Asimismo manifiesta la recurrente, que han transcurrido 14 años de obstáculos u obstrucciones a la justicia por parte de los demandados, que solo ocasionaron retardo y molestias, ya que todos los alegatos eran ilegales e impertinentes que no producía ninguna situación jurídica válida que los favoreciera, pero si la forma de retrasar el proceso para impedir el cobro de sus honorarios profesionales, como lo están haciendo con la reposición solicitada y acordada por la Juez. En el expediente signado con el Nº.12.095, que cursó por ante el Tribunal de la Primera Instancia, consta las actuaciones que realizó como apoderado Judicial de los ciudadanos: CALIXTO ALI GARCÍA, ADONISAURA ALI DE FIGUEROA, GUILLERMINA PARRA ALI y WILFREDO PARRA ALI, en el juicio por PARTICIÓN DE HERENCIA siguieron a los comuneros: DEL VALLE ALI GARCÍA, ELIO ALÍ GARCÍA, CECILIO ALÍ VILLALBA, EDILIA ALÍ GARCÍA, MIRIAM EULOGIA GARCÍA Y FELICIA ALI GARCIA, identificados en autos. Asimismo consta fallo de fecha 9 de Diciembre de 1993, dictado por la extinta Corte Suprema de Justicia, en la cual casó sin reenvío la decisión dictada en fecha 27 de febrero de 1993, por el Juzgado Superior Accidental en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Trabajo de esta Circunscripción Judicial, a cargo del abogado Emilio Martínez, el cual condenó a la parte demandada al pago de las costas del procedimiento y del recurso por haber resultado totalmente vencida de conformidad con lo establecido en el artículo 274 y 281 del Código de Procedimiento Civil. Alega la intimante, que a pesar de haber tratado por todos los medios amistosos, aun antes de comenzar el juicio, de que los inmuebles objeto de la partición se vendieran o repartieran, a los fines de beneficiar a todos los herederos, todo fue inútil, así como ha sido imposible el pago de los honorarios que devenga con ocasión de los trabajos judiciales que realizara como apoderada de la parte actora en la acción principal. 
II 
El presente recurso de apelación contra el auto de fecha 17 de julio del 2008, dictada por el Juzgado Tercero de primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y transito de esta circunscripción judicial versa sobre la reposición de la causa al Estado de que la ciudadana Vilma Coronel en su carácter de experta contable, preste juramento de ley ante el a-quo, declarando la nulidad de todo lo actuado posterior al 5 de Diciembre del 2007, en el juicio; que por intimación de honorarios profesionales, interpuso la Abogado en Ejercicio ciudadana Francia Orsetti Falcón contra los ciudadanos, DEL VALLE ALI GARCÍA, ELIO ALÍ GARCÍA, CECILIO ALÍ VILLALBA, EDILIA ALÍ GARCÍA, MIRIAM EULOGIA GARCÍA Y FELICIA ALI GARCIA, todos venezolanos, mayores de edad, titulares de las Cédula de Identidad números: 1.177.250; 2.801.172; 1.189.964; 1.193.936; 4.008.050 y 3.669.312. 
III 
El tribunal antes de decidir lo hace previa las consideraciones siguientes: 
El articulo 27 del código de procedimiento civil establece: “… sin perjuicio de las nulidades a que hubiera lugar, la Corte suprema de Justicia y los tribunales superiores impondrán de oficio, como penas disciplinarias, y por lo que resulte demostrado en el proceso, apercibimiento y aun multas que no excedan de cinco mil bolívares a los funcionarios que hayan intervenido en aquel, por la faltas materiales que aparezcan, tales como omisión de firma, de notas, de salvaturas y otra de la misma especie…” 
La norma procesal parcialmente transcrita hace alusión a las sanciones disciplinarias por omisiones materiales, constituyendo ello una norma genérica sobre responsabilidad. 
De manera que la norma in comento establece claramente la sanción que se impondrá para el caso de omisiones materiales de firma, en que incurre el funcionario; la única sanción aplicable es el apercibimiento. 
Los artículos 26 y 257 de la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela establecen: 
Artículo26: 
”Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los colectivos o difusos, a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la decisión correspondiente.” 
Artículo257: 
”El proceso constituye un instrumento fundamental para la realización de la justicia. Las leyes procesales establecerán la simplificación, uniformidad y eficacia de los trámites y adoptarán un procedimiento breve, oral y público. No se sacrificará la justicia por la omisión de formalidades no esenciales. 
El Estado garantiza una justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable, equitativa y expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles.” 
Conforme a criterio doctrinal, y en atención a los principios constitucionales consagrados en nuestra carta magna, las disposiciones procesales han de ser interpretadas a la luz de la constitución, esto es en el sentido mas favorable para la efectividad del derecho a la tutela judicial efectiva, pues si bien las formas y requisitos del proceso cumplen un papel de capital importancia para su ordenación, no toda irregularidad formal puede convertirse en un obstáculo insalvable para su prosecución, con repudio por lo tanto de formalismos enervantes contrarios al espíritu y finalidad de la norma. 
En este sentido, para establecer si un acto procesal ha cumplido su finalidad, el Juez debe determinar si ha habido perjuicio a causa de la inobservancia de sus formalidades legales el cual va determinado por el grado de indefensión que contraría el Principio de Igualdad y la Garantía Constitucional del Debido Proceso, manteniendo así el equilibrio de las partes, conforme al Artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, lo que garantiza los preceptos Constitucionales del Derecho a la Defensa y de la participación de la parte dentro del desarrollo procedimental. 
El artículo 206 del Código de Procedimiento Civil señala: 
ARTÍCULO 206: 
“… EN NINGÚN CASO, SE DECLARARÁ LA NULIDAD SI EL ACTO HA ALCANZADO EL FIN AL CUAL ESTÁ DESTINADO”. 
En este orden de ideas el Procesalista patrio Henríquez La Roche (Código de Procedimiento Civil Tomo II Pág. 102), considera: “… el poder de apreciación del Juez está concedido en una sola dirección: debe valorar la observancia de la finalidad del acto, y si éste ha logrado su misión legal, no puede anularlo, ya que la formalidad procesal está en función de la naturaleza instrumental del proceso y de las normas que lo tutelan”. Igualmente el jurista Arístides Rengel Romberg, considera: “… la reposición de la causa, no es un fin, sino un medio para corregir un vicio procesal declarado, por lo cual, en ningún caso puede declararse la nulidad del acto y la consiguiente reposición, si el acto ha alcanzado el fin al cual estaba destinado…”. 
La Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia de fecha 12 de diciembre de 2006, caso HILARIO CHIRIVELLA contra TRANSPORTE NIRGUA METROPOLITANO, C.A., expediente Nº R.C. N° AA60-S-2006-000883; considero lo siguiente: 
En efecto, evidencia la Sala que el juzgador de la recurrida anuló las actuaciones procesales realizadas en el juicio, a partir de la aceptación y juramentación del defensor ad litem, en fecha 9 de diciembre de 1991, y repuso la causa al estado de celebrar la audiencia preliminar conforme con el régimen procesal transitorio previsto en la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, específicamente en el numeral 1 de su artículo 197; al respecto, el sentenciador sostuvo: 
(…) el Tribunal de Primera Instancia omitió la formalidad de realizar el juramento del defensor ad-litem ante el Juez a través de un acta suscrita por el Juez y la Secretaria, y no mediante diligencia presentada ante la Secretaria como sucedió en el caso de marras, en contravención a lo dispuesto en el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, 7° de la Ley de Juramento y 104 del Código de Procedimiento Civil, y al estar revestida esta materia del carácter de orden público, este Tribunal Tercero Superior del Trabajo en atención al referido orden público, a los fines de garantizar el derecho a la defensa, de conformidad con lo previsto en el artículo 206 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con los artículos 211 y 212 eiusdem declara procedente la solicitud de REPOSICIÓN DE LA CAUSA, realizada por la parte demandada (Resaltado añadido). 
Constata la Sala que el presente caso comenzó a través de demanda interpuesta por el ciudadano Hilario Chirivella, en fecha 1° de julio de 1991, y ante la imposibilidad de practicar la citación personal de la parte accionada, el tribunal de la causa acordó su citación por carteles, de acuerdo con el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, entonces vigente. El 25 de octubre de 1991, el Alguacil hizo constar en autos la fijación de los carteles respectivos, y el 21 de noviembre de ese mismo año, el tribunal nombró al abogado Oscar Saavedra como defensor ad litem, debido a la incomparecencia de la demandada. Una vez notificado de su designación, el prenombrado profesional del Derecho aceptó el cargo y juró cumplir con los deberes inherentes al mismo, a través de diligencia presentada el 9 de diciembre de 1991, ante el Secretario del órgano jurisdiccional… (omisis) … Como el fin último de la institución in commento es, en definitiva, garantizar el derecho a la defensa de quien es llamado a juicio, se explica que la mencionada Sala Constitucional haya sostenido, en la sentencia Nº 3543 del 18 de diciembre de 2003 (caso: Constructora Nigarca C.A.), lo siguiente: 
(…) constata la Sala, de las actas que cursan en el expediente, que efectivamente la defensora ad litem, aceptó el cargo y prestó juramento ante el Secretario del Tribunal y no ante el Juez, incumpliendo lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley de Juramento, en concordancia con el artículo 104 del Código de Procedimiento Civil. En virtud de lo anterior, se observa, que aun y cuando dicho incumplimiento genera una irregularidad formal, que trae como consecuencia la nulidad e invalidez de todo lo actuado por la mencionada funcionaria en la demanda laboral, esta Sala estima, que de anularse todas las actuaciones, ello conduciría a una reposición inútil, prohibida expresamente por el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, ya que de autos se observa que en el referido juicio fueron ejercidos tanto por la defensora ad litem como por el demandante todos los medios de defensa que el ordenamiento prevé, por lo que su reposición no modificaría el fallo dictado por el Juzgado de primera instancia (Resaltado añadido). 
De la revisión de las actuaciones que integran el presente recurso de apelación el Tribunal observa: en el informe presentado por ante esta alzada la parte recurrente expuso…“En el auto apelado la ciudadana Juez señala que no se cumplió con lo establecido en el articulo 458 del Código de Procedimiento Civil, porque la experta Vilma Coronel no presto su juramento, por el hecho de faltar solo la firma de la ciudadana Juez en el acta y a tal efecto transcribe…. La experta designada por mi Licenciada Vilma Coronel, acompañada igualmente por mi, asistió al tribunal para cumplir su obligación de juramentarse el día señalado 05 de Diciembre del 2.007, a la hora fijada como consta en acta, y procedió a juramentarse conforme lo señala el articulo 458 ejusdem. se levanto el acta de juramentación, la que fue sellada y firmada por ella y la secretaria del tribunal, quien se la entrego para que la introdujera por taquilla, lo que hizo la experta Vilma Coronel; pero la ciudadana Juez se le olvido firmar el acta, circunstancia esta que aprovecho el abogado Pablo Romero para solicitar la nulidad del acto y reposición del procedimiento de remate…como podrá observar la experta Vilma Coronel cumplió con todas las disposiciones legales para desempeñar su cargo y no puede considerar la ciudadana Juez como lo manifestó que el acto no se celebro por que falto su firma por que si esta suficientemente probado en el expediente, que la experta Vilma Coronel si se juramento y firmo el acta como prueba de voluntad de aceptar el cargo y cumplirlo fielmente, lo que igualmente fue presenciado por la secretaria quien dejo constancia mediante su firma y sello del tribunal y posteriormente por taquilla”… 
En la sentencia recurrida la juez señalo: 
…”la Sala de Casación Civil en sentencia del 8 de febrero de 1995, reiterada en decisión del 23 de octubre de 1996, reiteró el siguiente criterio: 
“En efecto, el aparte único del artículo 7 de la Ley de Juramento, el cual se refiere a los auxiliares de justicia, como el defensor ad-litem, textualmente ordena: ‘Los jueces y demás funcionarios judiciales accidentales, prestarán juramento ante el Juez o Tribunal que los haya convocado. 
En sintonía con el texto legal antes trascrito, el artículo 104 del Código de Procedimiento Civil, dispone: ‘El Secretario actuará con el Juez y suscribirá con él todos los actos, resoluciones y sentencias. El Secretario suscribirá también con el Juez los actos de contestación, recusación, declaraciones, aceptaciones, experticias y demás a que deban concurrir las partes o terceros llamados por la ley’. 
En consecuencia, no hay dudas para la Sala, que las disposiciones legales antes citadas, son de eminente orden público, y (no orden público secundario, como desatinadamente lo califica la recurrida), dada la solemnidad con que el legislador ha rodeado la aceptación de los funcionarios auxiliares, tanto permanentes como accidentales del Poder Judicial…” 
Ahora bien, en conformidad con la doctrina de la Sala de Casación Civil, que este Tribunal acoge, para el momento de la juramentación del llamado auxiliar de justicia, el juez debe aplicar lo previsto en los artículos 7º de la Ley de Juramento en concordancia con el 104 del Código de Procedimiento Civil, según el cual: “El Secretario actuará con el Juez y suscribirá con él todos los actos, resoluciones y sentencias. El Secretario suscribirá también con el Juez los actos de contestación, recusación, declaraciones, aceptaciones, experticias y demás a que deban concurrir las partes o terceros llamados por la ley.” 
Así las cosas, dado que el juramento es un acto que la ley reviste de solemnidad, y siendo que en el presente caso no se cumplieron los requisitos de los artículos 7 de la Ley de Juramento y 104 del Código de Procedimiento Civil, esta Juzgado, declara nula la aceptación de la defensora nombrada, y los actos posteriores a la juramentación, en virtud de que la misma adolece de la firma del funcionario embestido de solemnidad para dar validez al acto, y así se declara. 
Por tanto, éste Tribunal cumpliendo con la función tuitiva del orden público y en aras de garantizar el cumplimiento del artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, que obliga a los jueces preservarle a las partes la igualdad y defensa en todo estado y grado del proceso, en concordancia con el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que entre otros consagra la garantía al debido proceso, y en concordancia con lo establecido en el Artículo 206 del Código de Procedimiento Civil, el cual dispone : "Los Jueces procurarán la estabilidad de los juicios, evitando o corrigiendo las faltas que puedan anular cualquier acto procesal. Esta nulidad no se declarará sino en casos determinados por la Ley, o cuando haya dejado de cumplirse en el acto alguna formalidad esencial a su validez”, se debe concluir que la juramentación de la experta contable designada en el presente caso, suscrita en fecha 05 de diciembre de 2007, no se encuentra firmada por la Juez Suplente Especial de este Juzgado, por lo que este tribunal de conformidad con las normas supra transcritas, estima necesario reponer la causa al estado de que la ciudadana VILMA CORONEL, en su carácter de EXPERTA CONTABLE, designada en la presente causa, comparezca por ante este Tribunal, a los fines de que preste el juramento de Ley, y asimismo, declarar la nulidad de todo lo actuado posterior al 05 de diciembre de 2007, fecha en la cual fue presentada la diligencia contentiva de la juramentación, y la cual se encuentra sin la firma de la ciudadana Juez de este Juzgado, Y ASI SE DECLARA…”. 

Ahora bien, constatada como ha sido la omisión de la firma (folio 39) del Juez Suplente Especial en el acta levantada con motivo de la juramentación de la experta designada por el a-quo Vilma Coronel en fecha 5 de noviembre del 2007, y siendo que la falta de esta constituye un mero error material, no puede pretenderse por ello la nulidad de todo lo actuado como lo asevera el A quo; pues dentro del sistema de nulidades tal defecto no acarrea la nulidad decretada. 
Por otra parte tal omisión no podía considerarse como una causal determinante, toda vez que la falta material solo atribuible al Juez, no puede agravar ni lesionar el derecho de defensa de la demandada de autos, que si bien puede ser considerado nulo; el acto cuya nulidad se pretende, cumplió a cabalidad con su finalidad, por lo que, mal podía el Juzgado accionado invalidar un acto que había cumplido con la finalidad, aunado a las circunstancia que tal omisión no lesiono el derecho de la defensa de las partes en el proceso, comportando ello una reposición inútil; consecuencia de lo cual considera esta Superioridad que tal proceder constituye una reposición mal decretada, por tanto, la apelación incoada por el recurrente debe ser declarado con lugar como se determinara de forma expresa positiva y precisa en el dispositivo del presente fallo. Así se decide. 
En cuanto a la adhesión a la apelación planteada por el abogado en ejercicio Pedro Romero Chiguita, IPSA Nº 82.504 obrando como representante sin poder de la codemandada Felicia Josefina Ali García, mediante escrito de fecha 30 de septiembre de 2008 (folios 16 al 18) considera esta superioridad inoficioso pronunciarse en cuanto al pedimento planteado en virtud de las determinaciones pronunciadas en el presente fallo, que declaro con lugar la apelación incoada por la recurrente. Así se decide. 
DECISION: 
Por las razones precedentemente expuestas, este Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Protección del Niño y del Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, en Nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por Autoridad de la Ley, declara: 
PRIMERO: CON LUGAR, la apelación ejercida por la Ciudadana Francia Orsetti Falcón, parte actora en la causa contra el auto de fecha 17 de julio del 2008, dictada por el Juzgado Tercero de primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y tránsito de esta Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, que decreto la reposición de la causa al Estado de que la ciudadana Vilma Coronel en su carácter de experta contable, preste juramento de ley ante el a-quo, declarando la nulidad de todo lo actuado posterior al 5 de Diciembre del 2007. 
SEGUNDO: SE ANULA, el auto apelado dictado el 17/07/2007, por el Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y Tránsito de esta circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui. Se ordena la continuación de la causa en el estado en que se encontraba para el momento que decidió la anulación de lo actuado. 
Notifíquese a las partes de la presente decisión, por cuanto fue publicada fuera del lapso de Ley. Líbrense las boletas correspondientes. Una vez notificadas las partes remítase el expediente al Tribunal de origen en su oportunidad. 
Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho del Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, en Barcelona, a los Cinco (05) días del Mes de Febrero del año dos mil nueve (2.009). 
El Juez Temporal, 

Abog. Rafael Simón Rincón Apalmo 
La Secretaria Provisorio. 
Abog. Nilda Gleciano Martínez 

En esta misma fecha, siendo las 12: y 40 minutos, previo el anuncio de Ley, se dictó y publicó la sentencia anterior, Conste. 
La Secretaria Provisorio. 
Abog. Nilda Gleciano Martínez 
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	REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

EN SU NOMBRE 
JUZGADO SEXTO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO CIVIL, MERCANTIL Y DEL TRANSITO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ÁREA METROPOLITANA DE CARACAS 

PARTE DEMANDANTE: JOSÉ ALBERTO GONZÁLEZ y LUZ MARINA GONZÁLEZ, de estado civil soltero, venezolanos, mayores de edad, titulares de las cédulas de identidad Nº V – 14.195.631 y V – 12.210.292. 
APODERADO DE LA PARTE DEMANDANTE: MANUEL DE JESUS DOMÍNGUEZ, abogado inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 41.605. 
PARTE DEMANDADA: SANTIAGO ERNESTO GONZÁLEZ CAMEJO, venezolano, mayor de edad, motorizado, casado, titular de la cédula de identidad Nº V – 3.159.382, domiciliado en el sector UD-2, bloque 3, escalera 2, Apto 32, piso 3, Parroquia Caricuao, Municipio Libertador, Distrito Capital. 
APODERADO JUDICIAL DE LA PARTE DEMANDADA: ANGEL ROMAN CASTILLO BUSTAMANTE, abogado en ejercicio, de este domicilio, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 3116. 
MOTIVO: PARTICIÓN DE HERENCIA 
EXPEDIENTE: Nro. 5878 

Corresponde conocer al tribunal la demanda de partición que interpusieron los ciudadanos JOSÉ ALBERTO GONZÁLEZ y LUZ MARINA GONZÁLEZ contra el ciudadano SANTIAGO ERNESTO GONZÁLEZ. 

ANTECEDENTES 

Comenzó la presente causa con la introducción de la demanda por parte de los ciudadanos JOSÉ ALBERTO GONZÁLEZ y LUZ MARINA GONZÁLEZ, representados por el abogado Manuel de Jesús Domínguez, para ejercer contra el ciudadano SANTIAGO ERNESTO GONZÁLEZ CAMEJO, pretensión de partición de herencia. Afirman los demandantes: “… En fecha, 20 de enero de 1988, fallece la señora AURA MARINA GONZÁLEZ CAMEJO, quien era venezolana, mayor de edad, titular de la cédula de identidad Nº V – 3.159.383, de 41 años de edad, soltera, domiciliada en el Sector UD-2, Bloque 3, escalera 2, Piso 3, Apto 32, Parroquia Caricuao, Municipio Libertador, hoy distrito Capital, cuya partida de defunción acompaño… y a sus hijos JOSÉ ALBERTO GONZALEZ y LUZ MARINA GONZALEZ… dejando como únicos y universales herederos a sus prenombrados hijos… quedando bajo la guarda y custodia a los dos (2) menores de su abuela materna ciudadana GERVACIA GONZÁLEZ DE CAMEJO… Posteriormente, en fecha 31 de diciembre de 1992, fallece la ciudadana GERVACIA CAMEJO DE GONZALEZ (abuela de los dos (2) menores, quien es venezolana, mayor de edad, de 83 años de edad, casada, del hogar, titular de la cédula de identidad Nº V – 621.056, domiciliada en el sector UD-2, Bloque 3, escalera 2, piso 3, Apto 32, Parroquia Caricuao, Municipio Libertador, hoy Distrito Capital… ”. 

Continúan los accionantes: “… Luego, en fecha 20 de febrero de 1995, el ciudadano SANTIAGO ERNESTO GONZÁLEZ CAMEJO… (tío) de los dos (2) menores (sic) JOSÉ ALBERTO GONZALEZ y LUZ MARINA GONZALEZ, se muda al bloque 3, escalera 2, piso 3 Apto 32, sector UD-2, parroquia Caricuao, Municipio Libertador, Distrito Capital, en compañía de su concubina de nombre ZAIDA JOSEFINA MENA MARTÍNEZ, venezolana, mayor de edad, divorciada, titular de la cédula de identidad Nº V – 3.562.105 quien le hace la vida imposible a dos (2) menores (sic) antes identificados, sacándolos bajo engaños, del inmueble con la promesa de darle su parte que le corresponde sobre el inmueble que por derecho de COHEREDERO POR REPRESENTACIÓN, les corresponden…”. 

Afirman los accionantes que existe una comunidad forzosa entre los ciudadanos JOSÉ ALBERTO GONZÁLEZ, LUZ MARINA GONZALEZ y SANTIAGO ERNESTO GONZALEZ CAMEJO, respecto al bien inmueble que identifica en su libelo, perteneciente a la fallida, ciudadana GERVACIA CAMEJO DE GONZÁLEZ, en virtud de venta con hipoteca (que fue pagada en afirmación de los demandantes), lo que los convierte en coherederos por representación “… vale decir a veinticinco por ciento (25%) JOSÉ ALBERTO GONZÁLEZ y veinticinco por ciento (25%), LUZ MARINA GONZALEZ a cada uno de ello (sic), sobre el acervo hereditario de la difunta su (progenitora) (sic) en total el cincuenta por ciento (50%), y como se dijo anteriormente, no es otro sino el apartamento ubicado en el sector UD-2. Bloque 3, escalera 2, Apto 32, Piso 3, Parroquia Caricuao, Municipio Libertador, distrito Capital, con un valor aproximado de diez y ocho millones de bolívares (Bs. 18.000.000,00)…”. 

Afirman los accionantes que no ha sido posible arrivar a algún acuerdo para lograr la partición amistosa de la herencia, constituida por el bien en referencia, por lo que resulta forzoso de conformidad con los artículos 770 y 777 del Código Civil, proceder por vía judicial a la parición de la herencia. Invocan su cualidad de herederos en el derecho de representación que les corresponde de conformidad con los artículos 814 y 815 del Código Civil. Finalmente demandan al ciudadano: “SANTIAGO ERNESTO FONZALEZ CAMEJO… para que en su carácter de COHEREDERO POR REPRESENTACIÓN, manifieste su aceptación o repudiación a la herencia dejada por su madre GERVACIA CAMEJO DE GONZALEZ y AURA MARINA GONZALEZ CAMEJO, y en los primeros de los casos, convenga en la partición de la herencia, o ello sea condenado por el tribunal…”. 

En fecha 9 de noviembre de 2000, se admitió la pretensión por los trámites del procedimiento ordinario, emplazándose al demandado, ciudadano SANTIAGO ERNESTO GONZÁLEZ CAMEJO, quien fue efectivamente notificado. Este último compareció en fecha 17 de enero de 2001, para consignar escrito mediante el cual propone la cuestión previa contenida en el ordinal 6º del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil, relativa al defecto de forma del libelo. Mediante escrito presentado en fecha 23 de enero de 2001, la representación judicial de la parte demandante subsanó la cuestión previa propuesta. Mediante escrito presentado por la parte demandada en fecha 30 de enero de 2000, la parte demandada contestó la pretensión de la parte actora. En dicho escrito señaló: “Niego rechazo y contradigo la demanda incoada a mi representada por no ser ciertos los hechos en los cuales pretende fundamentarse y el derecho alegado. En efecto ciudadano Juez, niego y rechazo el carácter de coherederos de los demandantes y en consecuencia la pretendida comunidad con mí representado… Comoquiera que mi representado en modo alguno tiene la condición de “coheredero por representación”, carácter con el cual se le demanda para que convenga en aceptación o repudiación de herencia, dispone el artículo 814 del Código Civil: … Omissis… reiteramos que nuestro mandante no tiene la condición de coheredero por representación y por tanto mal puede ser demandado para que convenga en repudiación, aceptación o partición de herencia en la cual, repetimos, no es coheredero por representación de ninguna persona premuerta, y en consecuencia hago formal oposición a la solicitud de partición del bien a que se refiere la parte actora en su libelo de demanda… Por lo expuesto, ciudadano Juez, en razón de no tener mi poderdante la cualidad con la cual se le demanda en este juicio, pido que la misma sea declarada sin lugar con todos los pronunciamientos de Ley…” 

Durante el iter probatorio solo la parte accionante promovió pruebas. Mediante auto dictado en fecha 21 de mayo de 2002, el tribunal, luego de hacer un breve análisis de las actuaciones procesales llevadas a efecto reseñó: “…Que consta de autos la determinación del objeto a partir en cuanto a linderos y datos de registro. Que conforme al artículo 434, al anunciar la actora en el escrito de fecha 23/1/01, los datos de registro del inmueble, entiende este juzgador, hace mención al documento del cual deriva el derecho deducido. En consecuencia, consignado como escrito de fecha 23/1/01, mediante el cual la parte actora subsana las cuestiones previas opuestas, y habiendo contestado la parte demandada, dentro de la oportunidad legal, pese a no haber un pronunciamiento del Tribunal al respecto, considera el tribunal haberse subsanado las cuestiones previas, tal y como lo entendiera la parte demandada, cuando dio contestación a la demanda. Por lo que debe seguirse con el curso de la causa siendo inoficiosa su reposición. Así se establece…”. Tramitado el procedimiento en forma regular, pasa el tribunal a hacer formal pronunciamiento. 

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR 

La pretensión hecha valer ante este tribunal está referida a lo que parece ser la petición de partición de herencia planteada por los ciudadanos JOSE ALBERTO GONZÁLEZ y LUZ MARINA GONZÁLEZ, en su carácter de herederos por representación de la ciudadana AURA MARINA GONZÁLEZ CAMEJO, premuerta heredera de su madre, GERVACIA GONZÁLEZ CAMEJO, contra el presunto hijo de esta última y tío de los demandados identificado como SANTIAGO ERNESTO GONZALEZ CAMEJO. Plantea pues, el demandante una pretensión de partición de una comunidad hereditaria. Ahora bien, por comunidad entendemos a un conjunto de personas vinculadas por características o intereses que le son propios a los relacionados, regulados bajo un régimen jurídico, que tiene como el objetivo ordenar el conjunto de relaciones internas y externas de los interesados. Los comuneros participan en la titularidad de derechos, bienes y obligaciones de manera conjunta. La comunidad es regulada como una institución jurídica autónoma que parte de normas generales establecidas en el Código Civil. Estas normas generales informan al conjunto de situaciones especiales que son reguladas a su vez, y que se inscriben en el concepto aludido de comunidad. Tal es el caso, entre otros, de la comunidad conyugal, la comunidad de propietarios sujetos al régimen de propiedad horizontal, la comunidad hereditaria, etc. Ahora, ningún comunero puede ser obligado a permanecer eternamente en comunidad, y así lo ha establecido nuestro legislador en el artículo 768 del Código Civil: “A nadie puede obligarse a permanecer en comunidad y siempre puede cualquiera de los participes demandar la partición. Sin embargo, es valido el pacto de que se deba permanecer en comunidad por un tiempo determinado, no mayor de cinco años. La autoridad judicial, sin embargo, cuando lo exijan graves y urgentes circunstancias, puede ordenar la división de la cosa común, aun antes del tiempo convenido”. La partición puede ser definida como el fenómeno jurídico mediante el cual cada comunero se hace exclusivo propietario, por voluntad de todos o por declaración judicial, de los bienes, derechos y obligaciones sujetos a la comunidad, perdiendo todos los derechos a coparticipar de los bienes, derechos y obligaciones que se adjudican a los restantes comuneros. Para hacer efectiva en vía judicial el Código de Procedimiento Civil estableció un procedimiento especial contencioso en el Título V, del Libro Cuarto, que tiene como finalidad esencial servir de instrumento para hacer efectivo el enunciado normativo, en referencia. Procedimiento este que aplica para la parición de cualquier tipo de comunidad. 

En el caso de especie se presenta particularmente una demanda de partición de comunidad hereditaria, y en este sentido establece el artículo 1.066 del Código Civil: “Se puede pedir la partición de una herencia, no obstante cualquiera prohibición del testador. Sin embargo, cuando todos los herederos instituidos o algunos de ellos sean menores, el testador puede prohibir la partición de la herencia hasta un año después que hayan llegado mayor edad los menores. La Autoridad Judicial podrá, no obstante, permitir la partición cuando así lo exijan circunstancias graves y urgentes”. Asimismo, el artículo 777 del Código de Procedimiento Civil, establece: “La demanda de partición o división de bienes comunes se promoverá por los trámites del procedimiento ordinario y en ella se expresará especialmente el título que origina la comunidad, los nombres de los condóminos y la proporción en que deben dividirse los bienes. Si de los recaudos presentados el juez deduce la existencia de otro u otros condóminos, ordenará de oficio su citación”. 

Ahora bien, como presupuesto para hacer valer judicialmente una pretensión de partición de comunidad hereditaria, es necesario, en primer lugar que exista una comunidad sucesoral. La comunidad hereditaria no surge del simple hecho de la muerte del de cujus, pues son necesarias determinadas circunstancias especiales. A saber, es necesario que se presenten los tres momentos de la sucesión por causa de muerte, que son la apertura de la sucesión, la delación de la herencia y la adquisición. Según el artículo 993 del Código Civil: “La sucesión se abre en el momento de muerte y en el lugar del último domicilio del de cujus”. La delación es el llamado que se hace a raíz de la apertura de la sucesión a aquellos que tengan vocación hereditaria, para que la hagan suya. Finalmente, la adquisición de la herencia, es la que ocurre cuando el sucesor acepta el llamado que se le ha hecho, transformándose en nuevo titular y propietario del patrimonio hereditario. Al presentarse estos tres momentos, de manera efectiva, en cada uno de los coherederos, nace entre ellos la comunidad. De manera pues, que para hablar de partición de comunidad hereditaria resulta impretermitible que los sujetos llamados a participar en el procedimiento sean comuneros en el sentido expuesto, pues la partición no es un procedimiento declarativo de cualidad de coherederos y así se declara. 

Las consideraciones anteriores las efectúa en tribunal en virtud de la forma en que la parte actora incardinó su pretensión. En efecto, afirma al individualizarla: “… en consecuencia, por todo lo anteriormente expuesto, ocurro ciudadano Juez (0), ante su competente autoridad para demandar, como en efecto demando formalmente e este acto, en nombre de mis representados antes identificados, al ciudadano SANTIAGO ERNESTO GONZÁLEZ CAMEJO… para que en su carácter de COHEREDERO POR REPRESENTACIÓN, manifieste su aceptación o repudiación a la Herencia dejada por su madre GERVACIA CAMEJO DEGONZÁLEZ y AURA MARINA GONZÁLEZ CAMEJO, y en el primero de los casos, convenga en la Partición de la Herencia, o ello sea condenado por el tribunal…”. Como se observa, la parte demandante subordina la existencia del procedimiento de partición a la previa declaración de aceptación o repudiación de la herencia por parte del demandado. 

Este tribunal considera que no es viable atender la pretensión en referencia. En efecto, según el artículo 1.019 del Código Civil: “Todo el que tenga acción contra la herencia, o derecho de suceder a falta del llamado actualmente, tiene derecho de pedir al Tribunal que compela al heredero, sea ab-intestato o testamentario, a que declare si acepta o repudia la herencia. El Juez, procediendo sumariamente, fijará un plazo para esta declaración, el cual no excederá de seis meses. Vencido este plazo sin haberla hecho, se tendrá por repudiada la herencia”. 

La pretensión de alguno de los herederos dirigida a algún otro con vocación hereditaria para que acepte o repudie la herencia, se denomina en doctrina acción (rectius: pretensión) interrogatoria, que dispone de un procedimiento especial diferente al de partición según la norma anotada con anterioridad. Con esta norma se pretende completar el tercer momento de la sucesión (adquisición), excluyendo o incorporando, según el caso, a aquellos herederos que no han aceptado aun la herencia. 

Pues bien, la partición como procedimiento especial contencioso se enfrenta al antes enunciado (acción interrogatoria); en primer lugar, y como hecho fundamental, ambos son procedimientos incompatibles; en segundo lugar, son incompatibles, pues es necesario para acceder a la vía judicial de la partición tener establecido quienes de los llamados a heredar participan en la comunidad hereditaria. Establece el artículo 78 del Código de Procedimiento Civil: “No podrán acumularse en el mismo libelo pretensiones que se excluyan mutuamente o que sean contrarias entre sí, ni las que por razón de la materia no correspondan a conocimiento del mismo tribunal; ni aquellas cuyos procedimientos sean incompatibles entre sí. Sin embargo, podrán acumularse en un mismo libelo dos o más pretensiones incompatibles para que sean resueltas una como subsidiaria de otra, siempre que sus respectivos procedimientos no sean incompatibles entre sí”. La Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia ha señalado respeto de esta norma: “… El supuesto inicial de esta norma (Art. 78 C.P.C.), está referido a que ambas pretensiones se excluyan entre si. Entiende la Sala, que dos pretensiones se excluyen, cuando los efectos jurídicos de ambas se oponen entre sí, vale decir, se excluyen por que ellas son contradictorias…” (Sentencia dictada por la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia de fecha 3 de agosto de 2000, con ponencia del Magistrado Levis Ignacio Zerpa, Expediente Nº 15.222, sentencia Nº 1812); asimismo la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia, ha establecido: “… habiéndose acumulado acciones distintas que son incompatibles por tener procedimientos distintos, se está en presencia de lo que la doctrina ha llamado “inepta acumulación de acciones”, y siendo esta materia de orden público es imperativo casar de oficio el fallo recurrido…” (Sentencia dictada por la Sala de Casación del Tribunal Supremo de Justicia en fecha 27 de abril de 2001, con ponencia del Magistrado Carlos Oberto Vélez, expediente Nº 00-0178, sentencia Nº 0099). Pues bien en el caso de especie, no solo se somete el tribunal pretensiones incompatibles, sino también procedimientos no acumulables y así se declara. 

En consecuencia, a pesar que la causa se encuentra en estado de sentencia, esto “…no obsta para que el Juez, que conoce el derecho y dirige el proceso, verifique en cualquier estado de la causa, incluso en alzada, el cumplimiento de los presupuestos procesales, auque el momento en que fue admitida la demanda por el juez de la causa, no se hubiera advertido vicio alguno para la instauración del proceso...” (Sentencia de Nº 779 de fecha 10 de abril de 2002, emanada de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, con Ponencia del Magistrado Antonio J. García García), por lo cual resulta forzoso declarar inadmisible la pretensión, por acumularse indebidamente la pretensión de partición de herencia con la acción interrogatoria, y así se decide. 

DECISIÓN 

En fuerza de las consideraciones antes expuestas, este Juzgado Sexto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana, administrando Justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, declara: INADMISBLE la pretensión de partición de herencia planteada por los ciudadanos JOSÉ ALBERTO GONZÁLEZ y LUZ MARINA GONZÁLEZ contra el ciudadano SANTIAGO ERNESTO GONZÁLEZ. 
No hay condenatoria en costas. 
Publíquese, regístrese, NOTIFÍQUESE y déjese copia. 
Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho del Juzgado Sexto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, a los veintiocho (28) días del mes de mayo de dos mil siete (2007). Años: 146º de la Independencia y 197º de la Federación 
EL JUEZ 


HUMBERTO J. ANGRISANO SILVA 
LA SECRETARIA, 


LISETTE GARCÍA GANDICA 

En la misma fecha se publicó y registró la anterior sentencia, siendo las _____ 
LA SECRETARIA 

HJAS/LGG/jigc. 
EXP. Nº 5878 


	REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

PODER JUDICIAL 
Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Lara 
Barquisimeto, Treinta de Marzo de dos mil nueve 
198º y 150º 

ASUNTO: KP02-F-2007-000110 

PARTE DEMANDANTE: MARIA UDETE MARTINS ARENAS, venezolana, mayor de edad, de este domicilio, titular de la cédula de identidad N° 4.382.875. 


APODERADO JUDICIAL DE LA DEMANDANTE: Rodolfo E. Delfs A, inscrito en el I.P.S.A. bajo el N° 48.914. 


PARTE DEMANDADA: MARIA HELENA DIAS MARTINS DA ROSA PIRES, Portuguesa, mayor de edad, de este domicilio, titular de la cédula de identidad N° 55974. 

DEFENSOR AD-LITEM DESIGNADO A LA PARTE DEMANDADA: Víctor Amaro Piña, inscrita en el I.P.S.A. bajo el Nº 7.204. 


MOTIVO: PARTICION DE HERENCIA 
SENTENCIA DEFINITIVA 

Se inicia el presente proceso a través de libelo de demanda, con ocasión a la pretensión de Partición de Herencia, interpuesto por el Apoderado Judicial de la ciudadana María Udete Martins Arenas, ya identificada, en el que manifiesta como fundamento de su pretensión, que es hija de Abel Martins Ferreira, quien falleció ab-intestato en Barquisimeto, el 05 de Marzo de 2004, y que en su acta de defunción se declaró que no dejó descendencia alguna, pero que en realidad son dos hijas que dejó su padre, su persona y su hermana María Helena Dias Martins Da Rosa Pires. Que igualmente se declaró en dicha acta de defunción que no deja bienes de fortuna pero que si los hay, según copia certificada de Declaración Sucesoral Nº 00665, de fecha 09 de Agosto de 2004, presentada por ante el SENIAT. Que como resultado de esa declaración se procedió a cancelar al Fisco Nacional el monto de 10.398.456, oo Bs. y que el SENIAT emitió el Certificado de Solvencia H-98-0057240. Que en virtud del contenido del Edicto Asunto KP02-S-2005-001648 de 21 de Marzo de 2005, del Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Lara en el que se solicitó la Declaración de únicos y Universales Herederos a su persona y a María Helena Dias Martins Da Rosa Pires. Que ante la negativa de reiterada de su hermana María Helena Dias Martins Da Rosa Pires en realizar una partición amigable, la demanda en su carácter de coheredera para que convenga o a ello sea condenada por el Tribunal en la Partición de los bienes que constituyen el acervo hereditario respectivo, integrado por los siguientes bienes: 1) el CIEN PORCIENTO (100%) de una cuenta bancaria, del Banco Occidental de Descuento, B.U., registrada en sus libros bajo el Nº 1132001525 con un saldo para la fecha de la Planilla de Declaración Sucesoral, de SETECIENTOS NOVENTA Y CUATRO MIL QUINIENTOS DIEZ BOLÚVARES CON VEINTIDÓS CÉNTIMOS (794.510,22 Bs.) y un certificado de Partición a plazo signado con el Nº 000068004540 de fecha 06 de Enero de 2004, por la cantidad de SESENTA MILLONES DEBOLÍVARES (60.000.000, oo Bs.) y 2) el CIEN PORCIENTO (100%) de un vehículo Marca Chevrolet, Modelo Malibú, Tipo Sedan, Uso Particular, Color Marrón, Serial de Carrocería 13669BC111435, Serial del Motor VJ272800, Año 1972, Placas BAW 13J, que perteneció a su padre según documento autenticado por ante la Notaría Pública Quinta de Barquisimeto, en fecha 10 de Octubre de 2003, Nº 43, Tomo 142. Fundamentó su pretensión en los artículos 768 y 1.067 del Código Civil y los artículos 777 y siguientes del Código de Procedimiento Civil. Que la ciudadana María Helena Dias Martins Da Rosa Pires se ha negado a realizar la partición de la comunidad y así dividir en un CINCUENTA PORCIENTO (50%) los bienes hereditarios descritos, demandándola por partición de bienes comunes en la partición de la comunidad hereditaria y por en de en la liquidación de la comunidad de bienes y la adjudicación del CINCUENTA PORCIENTO (50%) que les pertenece a cada una y pagar las costas y costos procesales. Estimó la pretensión en la cantidad de CIEN MILLONES DE BOLÍVARES (100.000, oo Bs.) 
En fecha 18 de Junio de 2007, se admitió la anterior demanda. 
En fecha 17 de Enero de 2008, agotadas las gestiones para la citación de la parte demandada y a solicitud de parte, se designó como Defensor Ad-Litem de la parte demandada al Abogado Víctor Amaro Piña, quien aceptó el cargo y prestó juramento de Ley correspondiente, en fecha 16 de Junio de 2008. 
En fecha 16 de Julio de 2008, el defensor ad-litem designado a la parte demandada, presentó escrito de contestación a la demanda, negando, rechazando y contradiciendo la demanda, tanto en los hechos narrados como en el derecho invocado, por considerar que los mismos no son ciertos. 
En fecha 02 de Octubre de 2008, el apoderado actor presentó escrito de promoción de pruebas, siendo admitidas las mismas en fecha 22 de Octubre de 2008. 
En fecha 26 de Enero de 2009, la representación judicial de la parte actora, presentó escrito de informes. 
Siendo la oportunidad procesal para dictar sentencia definitiva, este Tribunal observa: 
Tal como ha quedado expuesto, la pretensión de la parte actora tiene por objeto lograr la partición o división de los bienes comunes, de la cual, según su propio decir, forma parte. 
En la oportunidad de contestación a la demanda, el defensor ad-litem designado a la parte demandada, negó, rechazó y contradijo la demanda, tanto en los hechos narrados como en el derecho invocado, por considerar que los mismos no son ciertos. 
De los términos en que ha se ha planteado la controversia, se deduce que la pretensión de la parte demandante procura la partición de bienes comunes, debido a que la parte demandada, se ha negado a realizar la partición de la comunidad y así dividir en un CINCUENTA PORCIENTO (50%) los bienes descritos en el escrito libelar. 
La parte actora, trajo a los autos, como elementos probatorios, copia fotostática de las partidas de nacimiento de su persona y de la parte demandada, a los efectos de demostrar su condición de hijas del causante Abel Martins Ferrerira, las cuales son valoradas por este Juzgador en virtud de no haber sido desconocidas ni impugnadas por la parte desmandada 
Asimismo trajo a los autos, copia certificada de Planilla de Declaración Sucesoral emitida por el Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tribuntaria (SENIAT), la cual es valorada como documento público administrativo, de la que se evidencia que eran propiedad del causante, el CIEN PORCIENTO (100%) de una cuenta bancaria, del Banco Occidental de Descuento, B.U., registrada en sus libros bajo el Nº 1132001525 con un saldo para la fecha de la Planilla de Declaración Sucesoral, de SETECIENTOS NOVENTA Y CUATRO MIL QUINIENTOS DIEZ BOLIVARES CON VEINTIDÓS CÉNTIMOS (794.510,22 Bs.) y un certificado de Participación a plazo signado con el Nº 000068004540 de fecha 06 de Enero de 2004, por la cantidad de SESENTA MILLONES DEBOLÍVARES (60.000.000, oo Bs.); y el CIEN POR CIENTO (100%) de un vehículo Marca Chevrolet, Modelo Malibú, Tipo Sedan, Uso Particular, Color Marrón, Serial de Carrocería 13669BC111435, Serial del Motor VJ272800, Año 1972, Placas BAW 13J, que perteneció a su padre según documento autenticado por ante la Notaría Pública Quinta de Barquisimeto, en fecha 10 de Octubre de 2003, Nº 43, Tomo 142. 
De la misma manera, aportó como medios de prueba, copia fotostática del Certificado de Participación a Plazo, descrito y copia certificada de documento de propiedad de vehiculo, igualmente descrito, medios probatorios estos a los cuales se le concede valor probatorio en virtud de no haber sido desconocidos ni impugnados por parte de la demandada de autos. Así como prueba de informes que no fue evacuada. 
La parte demandada, no trajo a los autos elementos probatorios que demostraran que no se encuentra en la negativa de realizar la partición pretendida. 
Consecuencia de lo anterior, es que al haber sido demostrada por la parte actora, la existencia de la comunidad, sin que haya sido controvertida o desvirtuada por la parte demandada, resulta plenamente aplicable la solicitud de partición de la comunidad hereditaria, y debe ser estimada como fundada en derecho la pretensión de la actora. Así se decide. 
DECISIÓN 
Por las razones antes expuestas este Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, administrando justicia, en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la ley declara CON LUGAR la pretensión de PARTICION DE HERENCIA, intentada por la ciudadana MARIA UDETE MARTINS ARENAS, contra la ciudadana MARIA ELENA DIAS MARTINS DA ROSA PIRES, previamente identificadas. 
En consecuencia se advierte a las partes que al DÉCIMO (10mo) día de despacho siguiente, contado a partir de que quede definitivamente firme la presente decisión, tendrá lugar el acto para el nombramiento de Partidor. 
Se condena en Costas a la parte demandada, en virtud de haber resultado totalmente vencida. 
Déjese copia certificada de la presente decisión, de conformidad con lo establecido en el artículo 248 del Código de Procedimiento Civil. Publíquese y Regístrese. 
Dada, Firmada y Sellada en la Sala de Despacho del Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito del Estado Lara, en la ciudad de Barquisimeto, a los TREINTA (30) días del mes de Marzo del año dos mil nueve (2009). Años 198º y 150º. 
EL JUEZ 
Abg. Oscar Eduardo Rivero López 
El Secretario, 


	REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
EN SU NOMBRE: 
JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO CIVIL, 
MERCANTIL Y DEL TRÁNSITO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO ZULIA. 
EXPEDIENTE: 45.841 

PARTE DEMANDANTE: 
ERNESTO JOSÉ BARRIOS MORALES, venezolano, mayor de edad, identificado con cédula personal Nº 9.767.242 y domiciliado en el Municipio Autónomo Maracaibo del estado Zulia. 
APODERADOS JUDICIALES: 
CESAR AUGUSTO HERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 127.113, domiciliado en esta ciudad y Municipio Autónomo Maracaibo del estado Zulia. 
PARTE DEMANDADA: 
ANTONIO JOSÉ BARRIOS MEDINA, MAIGUALIDA ROSA BARRIOS MORALES y MARIELA DEL CARMEN BARRIOS MORALES, venezolanos, mayores de edad, identificados con cédula personal Nos. 1.691.814, 6.834.699 y 9.767.244 respectivamente, domiciliados en Santa Cruz de Mara del estado Zulia. 
APODERADOS JUDICIALES: 
NAHIR PEREIRA, DAVID CASA GONZÁLEZ, NAHIR BOSCÁN PEREIRA, GRELYS RINCÓN, EUDO TROCONIS RINCÓN y EUDO TROCONIS MACHADO, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nos. 21.513, 57.660, 115.234, 25.339, 126.874 y 19.484 respectivamente, y de este domicilio. 
MOTIVO: PARTICIÓN DE COMUNIDAD HEREDITARIA 
DECISIÓN: REPOSICIÓN DE LA CAUSA 
FECHA: 26-03-2009. 

Ocurre por ante este órgano jurisdiccional el profesional del derecho CESAR HERNÁNDEZ, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 127.113, en representación del ciudadano ERNESTO JOSÉ BARRIOS MORALES, venezolano, mayor de edad, identificado con cédula personal Nº 9.767.242 y domiciliado en el Municipio Autónomo Maracaibo del estado Zulia, para demandar por PARTICIÓN DE COMUNIDAD HEREDITARIA a los ciudadanos ANTONIO JOSÉ BARRIOS MEDINA, MAIGUALIDA ROSA BARRIOS MORALES y MARIELA DEL CARMEN BARRIOS MORALES, venezolanos, mayores de edad, identificados con cédula personal Nos. 1.691.814, 6.834.699 y 9.767.244 respectivamente, domiciliados en Santa Cruz de Mara del estado Zulia. 
Por auto de fecha 19 de noviembre de 2007, este Juzgado admitió en cuanto ha lugar en derecho la demanda objeto de la presente controversia. 
Por escrito presentado en fecha 11 de marzo de 2008, la representación judicial de la parte demandada procedió a contestar la demanda. 
Por diligencia presentada en fecha 24 de abril de 2008, la parte demandada asistida en ese acto por el abogado en ejercicio EUDO TROCONIS MACHADO, manifestó a este tribunal que eran propietarios de un 87, 5% del bien objeto de la partición, y a su vez convenían que el demandante le corresponde un 12, 5% de los derechos de la sucesión, solicitándole al tribunal además nombrara partidor en la presente causa. A su vez expresaron que no convenían en los montos demandados, ni en el pago de las costas y costos procesales. 
Por resolución de fecha 29 de abril de 2008, este juzgado emplazó a las partes intervinientes en el presente proceso, a fin de que comparecieran en el décimo (10º) día de despacho siguiente, para llevar a cabo el nombramiento de expertos. 
Por escrito presentado en fecha 15 de marzo de 2008, el apoderado judicial de la parte demandada solicitó la reposición de la causa por subversión procedimental. 
En fecha 16 de mayo de 2008, se nombraron expertos en el presente juicio. 
Por auto de fecha 23 de mayo de 2008, este tribunal se abstuvo de emitir pronunciamiento sobre las actuaciones realizadas por la parte demandada, en virtud de encontrarse el proceso en fase ejecutiva. 
Por escrito presentado en fecha 19 de febrero de 2009, por el profesional del derecho y de este domicilio abogado DAVID CASAS GONZÁLEZ, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 57.660, en su carácter de apoderado judicial de los ciudadanos ANTONIO JOSÉ BARRIOS MEDINA, MAIGUALIDA ROSA BARRIOS MORALES y MARIELA DEL CARMEN BARRIOS MORALES respectivamente, solicitó a este oficio jurisdiccional se sirviera declarar la nulidad del presente procedimiento por haberse subvertido el mismo. 
En este orden de ideas, este despacho jurisdiccional a fin de resolver lo conducente, considera necesario hacer una breve reseña del procedimiento de partición de comunidad hereditaria en nuestra legislación, así como la opinión de autores patrios, y a tales fines, se tiene que: 
El artículo 777 del Código de Procedimiento Civil, dispone: 
“La demanda de partición o división de bienes comunes se promoverá por los trámites del procedimiento ordinario y en ella se expresará especialmente el título que origina la comunidad, los nombres de los condóminos y la proporción en que deben dividirse los bienes. 
Si de los recaudos presentados el Juez deduce la existencia de otro u otros condóminos, ordenará de oficio su citación”. 
Por otra parte, el artículo 778 ejusdem, expresa: 
“En el acto de la contestación, si no hubiere oposición a la partición, ni discusión sobre el carácter o cuota de los interesados y la demanda estuviere apoyada en instrumento fehaciente que acredite la existencia de la comunidad, el Juez emplazará a las partes para el nombramiento del partidor en el décimo día siguiente. El partidor será nombrado por mayoría absoluta de personas y de haberes. Caso de no obtenerse esa mayoría, el Juez convocará nuevamente a los interesados para uno de los cinco días siguientes y en esta ocasión el partidor será nombrado por los asistentes al acto, cualquiera que sea el número de ellos y de haberes, y si ninguno compareciere, el Juez hará el nombramiento”. 

El autor ABDON SÁNCHEZ NOHUERA (2001), en su Obra “Manual de Procedimientos Especiales Contenciosos”, pág. 484, al referirse a la partición expresa que: “… constituye por ello el instrumento a través del cual, de mutuo acuerdo o mediante juicio, se hace posible la división de las cosas comunes para adjudicar a cada comunero la porción de los bienes comunes, conforme a la cuota que a cada uno corresponda en las mismas…”. 
En este mismo sentido, el autor OVELIO PIÑA (2006), en su obra titulada “Derecho Sucesoral”, pág. 208, define la partición de la herencia como: “el acto mediante el cual los herederos deciden, voluntaria o coactivamente, extinguir la comunidad en la cual se encuentran, dándole a cada quien en bienes, dinero o especies, lo equivalente a la parte alícuota que por ley le corresponde…”. 
Bajo estos lineamientos, es pertinente destacar que la partición de los bienes puede verificarse de diversas formas, lo que ha dado lugar para formular una clasificación de la misma, atendiendo al modo como intervienen los comuneros en su realización. 
Analizando el presente procedimiento, se observa que en el caso sub examine, nos encontramos con una partición judicial, la cual se verifica a través del procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Civil, dependiendo de la actuación de uno o varios comuneros partícipes de la herencia. 
En este sentido, la Sala de Casación Civil de nuestro máximo Tribunal de Derecho, en sentencia Nº 00442, de fecha veintinueve (29) de junio de 2006, con ponencia de la magistrado ISBELIA PÉREZ DE VELAZQUEZ, expediente Nº 06098, con relación a las etapas que pueden devenir en el juicio de partición judicial, expresó lo siguiente: 
“…Así, en el procedimiento de partición, disciplinado en los artículos 777 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, se distinguen dos etapas. La primera, contradictoria, en la que se disipa el derecho de partición y la contradicción relativa al dominio común o cuota de los bienes a partir, cuyo tramite se sigue por el procedimiento ordinario, siempre y cuando en la oportunidad de contestar la demanda hubiere oposición a dicha partición; la segunda etapa del proceso comienza con la sentencia que ponga fin a la primera fase del proceso de partición y es la partición propiamente dicha, en ella se designa un partidor quien realiza la distribución de los bienes. 
Ahora bien, cabe acotar, que el proceso de partición judicial puede ser de forma contenciosa o graciosa, ello se deriva del contenido de la norma rectora de dicho proceso, el artículo 778 del Código de Procedimiento Civil, cuando se prevé a las partes la oportunidad para discutir los términos de la partición haciendo oposición, sin la cual o si se presenta extemporánea, no hay controversia ni discusión y el juez debe considerar procedente la partición. Así, si no se hace uso de ese medio de defensa o se ejerce extemporáneamente, no hay controversia y el juez debe considerar ha lugar la partición…”. 

En base al anterior criterio jurisprudencial, es menester señalar que en el procedimiento de partición se aprecian dos (02) fases o etapas: la primera etapa del proceso (la contradictoria) en la que se resuelve el derecho de partición y la contradicción relativa al dominio común o cuota del bien o los bienes a partir, cuyo trámite se sigue por el procedimiento ordinario siempre y cuando en la oportunidad de contestar la demanda hubiere oposición a dicha partición; y la segunda etapa del proceso comienza con la sentencia que pone fin a la primera fase del proceso de partición (es la partición propiamente dicha), en ella se designa un partidor quien realiza la distribución de los bienes. 
Si en el acto de contestación a la demanda el demandado no se opone a la partición o lo hace en forma extemporánea, es decir, al no haber discusión respecto a los términos de la partición, el juez debe emplazar a las partes a los fines del nombramiento del partidor; por el contrario, si el demandado, en el referido acto de contestación, formula su oposición, se inicia la tramitación del procedimiento ordinario tal como lo dispone el artículo 780 del Código de Procedimiento Civil. 
En el caso de autos, se observa que al momento de realizarse la contestación a la demanda se negaron, rechazaron y contradijeron los términos de la demanda planteada, entre ellos la cuota o alícuota reclamada por el demandante, de lo cual se infiere que hubo oposición a los términos en los cuales se planteó la partición, operando de esta forma ipso facto el inicio del procedimiento ordinario en el juicio sub litis. 
Sin embargo, este Tribunal por resolución de fecha 29 de abril de 2008, emplazó a las partes intervinientes en el proceso, para que comparecieran ante este tribunal en el décimo (10º) día de despacho siguiente, a los fines de llevar a cabo el nombramiento de partidor; y por resolución de fecha 23 de mayo de 2008, se abstuvo de emitir un pronunciamiento en relación a lo solicitado por la representación judicial de la parte demandada, en virtud de hallarse el procedimiento en la fase ejecutiva, conforme lo estipulado en el artículo 778 del Código de Procedimiento Civil. 
Ahora bien, esta juzgadora haciendo un análisis exhaustivo de las actas que componen el presente expediente concluye que la parte demandada por intermedio del escrito de contestación a la demanda presentado en fecha 11 de marzo de 2008, se opuso a la partición demandada, al negar, rechazar y contradecir lo afirmado por el demandante de autos, operando como se apuntó antes, el inicio del procedimiento ordinario. 
Así las cosas, es menester señalar que el artículo 334 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, no sólo supone la potestad del juez para proceder a dejar sin efecto cualquier actuación que lesione normas constitucionales, sino porque además dicha norma expresa la obligación en que se encuentra el juez de asegurar la integridad de la Constitución, y por cuanto del artículo 206 del Código de Procedimiento Civil Venezolano, dimana la obligación que tienen los jueces de corregir las faltas que vicien de manera absoluta e incorregible los actos procesales, la cual debe proceder cuando así lo permita la ley, o cuando el acto no haya cumplido una formalidad esencial para su validez. 
De manera que, no obstante la prohibición que puede deducirse del anterior razonamiento, del estudio planteado en la presente situación se observa, que si bien éste Tribunal ha emitido pronunciamientos de trámites en el presente procedimiento, que aún cuando no prejuzgó sobre el mérito, lo hizo indebidamente, al haber ordenado se nombrara un partidor, obviándose la oposición realizada, y la continuación por el procedimiento ordinario, lo cual lesiona de nulidad absoluta todo el procedimiento desarrollado por violación de la garantía al debido proceso establecida en el artículo 49 Constitucional. Así se Decide. 
Es pertinente destacar que la reposición de la causa no es un fin, sino un medio para corregir un vicio procesal y no subsana desacierto de las partes sino vicios procesales que son de orden público, en el presente caso se vulneró el procedimiento a seguir, ya que se continuó la partición de herencia planteada con el nombramiento de un partidor, sin tomar en cuenta la oposición formulada, y por cuanto es de obligación de todos los Jueces de la República otorgarle a las partes el derecho de acceso a los órganos jurisdiccionales para que hagan valer sus derechos e intereses y a la tutela jurídica efectiva de los mismos, igualmente se le debe garantizar a las partes el derecho a la defensa contenido en el debido proceso, ya que el proceso constituye un instrumento fundamental para la realización de la justicia. En consecuencia, se ordena reponer la causa al estado de que el presente proceso se sustancie por los trámites del procedimiento ordinario, en vista de la oposición a la partición realizada, todo de conformidad con lo establecido en el artículo 206 del Código de Procedimiento Civil. Se anulan todos los actos procesales subsiguientes a la fecha en la cual se ejerció la oposición, es decir, 11 de marzo de 2008. Así se declara. 
Por otra parte, es menester destacar que la parte demandada debidamente asistida por el profesional del derecho EUDO TROCONIS MACHADO, por diligencia de fecha 22 de febrero de 2008, conviene en la alícuota de la herencia correspondiente a la parte demandante, pero no así de los montos demandados y de las costas y costos procesales, y siendo que únicamente el convenimiento total de la demanda es el acto que puede terminar el proceso de forma anormal, mal puede esta sentenciadora considerar tal proceder como un modo de terminación del proceso, y mucho menos darlo por consumado. Así se declara. 
En tal sentido, y por haberse obviado la continuación de la partición solicitada por los trámites de procedimiento ordinario, se hace forzoso para esta operadora de justicia reponer la presente causa al estado de que el presente proceso se sustancie por los trámites del procedimiento ordinario, en vista de la oposición a la partición realizada. Así se declara. 

DESICIÓN: 
Por los fundamentos antes expuestos, este JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO CIVIL, MERCANTIL Y DEL TRÁNSITO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICAL DEL ESTADO ZULIA, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, en base a la jurisprudencia antes transcrita, así como la doctrina citada, y a fin de garantizar el debido proceso y el derecho a la defensa consagrados en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y el orden público procesal, REPONE LA CAUSA al estado de que el presente proceso se sustancie por los trámites del procedimiento ordinario, en vista de la oposición a la partición realizada, y en virtud de que se quebrantaron normas procesales de orden público al tramitarse la presente causa por un procedimiento inadecuado Así se decide. 
No hay condenatoria en costas, en virtud de la naturaleza de la presente decisión. 

REGÍSTRESE, PUBLÍQUESE y NOTIFÍQUESE. 

Déjese copia certificada de este fallo por secretaría conforme a lo dispuesto en el artículo 248 del Código de Procedimiento Civil. 
Dada firmada y sellada en la Sala de este JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO CIVIL, MERCANTIL y DEL TRÁNSITO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO ZULIA a los veintiséis (26) días del mes de marzo de 2009. Año 198° de la Independencia y 150° de la Federación. 
LA JUEZ: 
Abog. HELEN NAVA de URDANETA MSc. 
EL SECRETARIO ACCIDENTAL: 
Abog. MANUEL OCANDO FINOL 

En la misma fecha siendo las diez y treinta (10:30) minutos de la mañana se publicó la anterior resolución, quedando anotada bajo el Nº 731. 

EL SECRETARIO ACCIDENTAL: 

Abog. MANUEL OCANDO FINOL 





HNdU/jaf. 


	REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 


PODER JUDICIAL 

Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y Transito de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui 
Barcelona, siete de noviembre de dos mil seis 
196º y 147º 

ASUNTO: BP02-F-2006-000196 

Vista la anterior demanda de PARTICION DE HERENCIA, interpuesta por la abogada TAIMIR ARMAS MENDEZ, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nro. 116.192, actuando en su carácter de Apoderada Judicial de la ciudadana CIPRIANA MARGARITA MENDEZ, venezolana, mayor de edad, titular de la Cédula de Identidad Nro.8.206.601, en contra de los ciudadanos GUILLERMO GARCIA MENDEZ y RAMONITA TREBOL DE CAMPOS, venezolanos, mayores de edad, en sus caracteres de comuneros y herederos, el Tribunal le da entrada y ordena su asiento en el Libro de entradas y Salidas de causas que lleva este Juzgado, Fórmese expediente y a los fines de su admisión, se observa lo siguiente: 

Señala la accionante a través de apoderada judicial, que es hija legítima de la ciudadana TERESA DE JESUS MENDEZ, quien era venezolana, mayor de edad, titular de la Cédula de Identidad Nro. 468.173, domiciliada en la ciudad de Barcelona, Estado Anzoátegui, y quien falleció Ab-intestato en fecha 31 de marzo del año 1992, según consta de acta de defunción N° 225, expedida por la Prefectura del Municipio Simón Bolívar del Estado Anzoátegui, en fecha 03 de Abril del año 1992, siendo sus Únicos y Universales herederos los ciudadanos GUILLERMO GARCIA MENDEZ, RAMONITA TRBOL DE CAMPOS y CIPRIANA MARGARITA MENDEZ. 

Que la mencionada de cujus adquirió un inmueble cuyas características y descripción señaló, consignando al efecto Planilla de Rentas Impuestos sobre Sucesiones, Donaciones y demás Ramas Conexas, adscrita al Servicio Nacional Integrado de administración Aduanera y Tributaria (SENIAT) Ministerio De Finanzas de la Región Nor-Oriental. 

Que el Instituto Nacional de la Vivienda (INAVI) concedió un crédito a los coherederos ciudadanos GUILLEROMO GACÍA MENDEZ, CIPRIANA MARGARITA MENDEZ RAMONITA TREBOL DE CAMPOS, en su condición de Únicos y Universales Herederos de TERESA DE JESUS MENDEZ, para la construcción de una vivienda situada en la parte interior anexo al inmueble de la sucesión distinguida con el N° B-93….. 

Que el acervo hereditario de la difunta, no es otro sino las casas habitaciones, descrita anteriormente con un valor de VEINTE MILLONES DE BOLIVARES (20.000.000.oo).- 

Que por lo anteriormente expuesto, acude a demandar formalmente a los ciudadanos GUILLERMO GARCIA MENDEZ y RAMONITA TREBOL DE CAMPOS, para que en su carácter de coherederos y comuneros manifiesten su aceptación o repudiación de la herencia dejada por su madre TERESA DE JESUS MENDEZ representadas en los inmuebles antes descritos, y en el primero de los casos, convengan en la partición de la herencia o en efecto sean condenados por este respetuoso Tribunal a ello. Estimó la demanda en Cuarenta y Cinco Millones de Bolívares (Bs. 45.000.000,oo).- 

Ahora bien, la accionante solicita que a través de la presente demanda, que los demandados acepten o repudien la herencia dejada por su madre y en el primero de los cosos convengan en la partición de los bienes dejados por la de cujus o en su defecto así sea condenado por este Tribunal.- 

Con relación a la aceptación de la herencia, la misma de acuerdo a lo señalado en el l artículo 996 del Código Civil, “puede aceptarse pura y simplemente, o a beneficio de inventario.- 

A tal efecto, dicha aceptación de herencia, no es más que un acto jurídico, que refleja la manifestación de voluntad de una persona, para que se le tenga como heredero de otra, y se puede hacer en forma expresa o tácita, confiriendo la calidad de heredero.- Tal aceptación de la herencia, debe reunir los requisitos de todo acto jurídico.- 


Por otra parte la repudiación de la herencia, de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 1012 del Código Civil, puede se expresa y constar en instrumento público. 

Lo que quiere decir que la repudiación de la herencia es un acto solemne, en la cual el heredero hace constar su decisión de no aceptar la herencia, desligándose de los derechos y obligaciones que le nacen como heredero.- 

Asimismo, a través de la partición de herencia, se busca adjudicar a cada heredero la cuota que le corresponde de acuerdo a lo establecido en la Ley. 

En este sentido, es de observar que la parte demandante pretende a través de la presente demanda dos (2) pretensiones, que son la aceptación o repudiación de Herencia y partición de bienes, en razón de ello ha establecido en articulo 78 del Código de Procedimiento Civil, lo siguiente: 
“No podrá acumularse en el mismo libelo pretensiones que se excluyan mutuamente o que sean contrarias entre si; ni las que por razón de la materia no correspondan al conocimiento del mismo Tribunal; ni aquéllas cuyos procedimientos sean incompatibles entre si”. (Subrayado de éste Tribunal). 
Sin embargo, podrán acumularse en un mismo libelo dos o más pretensiones incompatibles para que sean resueltas una como subsidiaria de otra siempre que sus respectivos procedimientos no sean incompatibles entre sí.” 


De la norma antes transcrita se colige, que no pueden interponerse pretensiones que se excluyan mutuamente y cuyos procedimientos sean incompatibles, y en el caso de autos, el acto jurídico de la aceptación o en su defecto de la repudiación de la herencia, son actos que deben realizarse de forma autónoma e independiente del juicio de partición, y aún cuando tales solicitudes están relacionadas, en uno y en otro caso, se persiguen objetos distintos, siendo incompatible su interposición junto con la demanda de partición.- 

En consecuencia, mal puede la demandante demandar a los ciudadanos GUILLERMO GARCIA MENDEZ y RAMONITA TREBOL DE CAMPOS, a que acepten la herencia ya que es un acto expreso o tácito y constituye una manifestación de voluntad del heredero, y en el caso de que alguna persona tenga una acción contra la herencia, o derecho de suceder a falta del llamado actualmente, tiene derecho a pedir ante un Tribunal que compela al heredero, sea intestato o testamentario, a que declare si acepta o repudia la herencia, de lo contrario no puede condenar un Tribunal a un heredero a realizar dicha manifestación en cualquiera de las formas que señala la ley,.- 

Así las cosas, es evidente que nos encontramos frente a dos solicitudes que se excluyen una de la otra y que deben ser tramitadas a través de procedimientos distintos, ya que en los casos de la aceptación y repudiación de la herencia, nuestra Ley Sustantiva establece las pautas para que se produzcan ambos actos, lo cual es opuesto al procedimiento de partición, el cual es tramitado a través del procedimiento ordinario (siempre que se haga oposición), siendo las pretensiones contrarias a derecho y así es declarado por este Tribunal.- 

En consecuencia, este Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y de Tránsito de la Circunscripción Judicial, en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, de conformidad con el articulo 341 del Procedimiento Civil, declara INADMISIBLE, la demanda de PARTICION DE HERENCIA, intentada por la abogada TAIMIR ARMAS MENDEZ, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nro. 116.192, actuando en su carácter de Apoderada Judicial de la ciudadana CIPRIANA MARGARITA MENDEZ, venezolana, mayor de edad, titular de la Cédula de Identidad Nro.8.206.601, en contra de los ciudadanos GUILLERMO GARCIA MENDEZ y RAMONITA TREBOL DE CAMPOS, venezolanos, mayores de edad, en sus caracteres de comuneros y herederos, de conformidad con lo establecido en los artículo 78 y 341 del Código de Procedimiento Civil y así se decide.- 
La Juez Suplente Especial; 

Dra. Helen Palacio García.- La Secretaria Acc., 

Abg. Marieugelys García Capella 
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PARTE NARRATIVA 
Consta en autos Juicio de PARTICIÓN DE HERENCIA, incoado por la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, venezolana, mayor de edad, soltera, portadora de la cédula de identidad Nº 12.590.400, domiciliada en el Municipio Maracaibo del Estado Zulia, obrando en representación de los derechos, acciones e intereses de su hija MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, de nueve (09) años de edad, asistida por la abogada en ejercicio Maria Guerrero Gutiérrez, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 47.786, en contra de la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA, venezolana, mayor de edad, titular de la cédula de identidad Nº 7.866.833, de igual domicilio, en su propio nombre y en representación de sus hijas SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, de quince (15) y trece (13) años de edad, respectivamente, y en contra de los coherederos LUIS MIGUEL, GILBERTO ANTONIO, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO, mayores de edad, titulares de las cédulas de identidad Nos. 14.748.232, 17.386.376, 17.805.278 y 15.748.825, respectivamente, como herederos del difunto, ciudadano ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ, quien era venezolano, mayor de edad, casado, portador de la cédula de identidad Nº 6.784.500, quien falleció ab-intestato el día 29-11-2006.. 
En fecha 03 de Agosto de 2007, se recibió la presente demanda de Partición de Herencia, se admitió cuanto ha lugar en derecho. Asimismo se ordenó citar a la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA, en su propio nombre y en representación de sus hijas SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, y a los coherederos, ciudadanos LUIS MIGUEL, GILBERTO ANTONIO, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO, para que comparecieran dentro de los cincos días de despacho siguientes, contados a partir de la constancia en actas del último de los citados, a fin de dar contestación a la presente demanda de Partición de Herencia; y se ordenó notificar al Fiscal del Ministerio Público con Competencia en el Sistema de Protección del Niño, Adolescente y Familia de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, así como la publicación del respectivo Edicto. Igualmente, se recibieron las pruebas que haría hacer valer en el juicio, y se ordenó oficiar a las entidades bancarias: City Bank, Banesco y Banco Occidental de Descuento; así como también, al Registro Inmobiliario del Primer Circuito de Maracaibo y a la Notaria Pública Segunda del Municipio Maracaibo del Estado Zulia. 
En fecha 14 de Agosto de 2007, se dio por citada la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA, en su propio nombre y en representación de sus hijas SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, siendo entregada la boleta de citación a la secretaria del Tribunal en fecha 17-09-2007. 
En fecha 14 de Agosto de 2007, se dio por citado el ciudadano GILBERTO ANTONIO VIELMA CAMARGO, siendo entregada la boleta de citación a la secretaria del Tribunal en fecha 17-09-2007. 
En fecha 21 de Septiembre de 2007, se recibió comunicación emanada del Banco Banesco, indicando que el ciudadano ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ, es titular de una cuenta de ahorros, y posee firma autorizada de dos cuentas F.A.L. y Participación, a nombre de Sport Club Ejecutivo, anexando los movimientos bancarios de dicha cuenta. 
En fecha 22 de Enero de 2008, el alguacil de este Tribunal, ciudadano RONALD GONZÁLEZ, dejó constancia de haber recibido los emolumentos para practicar la citación de los ciudadanos LUIS MIGUEL, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO. 
En fecha 22 de Enero de 2008, se notificó al Fiscal Especializado del Ministerio Público, y en fecha 24-01-2008, se agregó la boleta a las actas de este expediente. 
En fecha 01 de Febrero de 2008, la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, asistida por la abogada en ejercicio Maria Guerrero Gutiérrez, otorgó poder apud-acta a los abogados en ejercicio Maria Guerrero Gutiérrez y Merardo Enrique Pirela, inscritos en el Inpreabogado bajo el No. 47786 y 57688, respectivamente. 
En fecha 25 de Abril de 2008, el Alguacil del Tribunal, expuso que por cuanto se trasladó en diferentes fechas y horas, a la urbanización Mara Norte, calle 36, Nº 36-20, con el fin de citar a los ciudadanos LUIS MIGUEL, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO, del presente juicio, no encontrándose los referidos ciudadanos en horas de su traslado, por lo que consignó los recaudos de citación. 
En fecha 29 de Abril de 2008, la abogada en ejercicio Maria Guerrero Gutiérrez, actuando con el carácter de apoderada judicial de la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, solicitó la citación por carteles de los ciudadanos LUIS MIGUEL, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO. Siendo proveído dicho pedimento por el Tribunal en fecha 08-05-2008. 
En fecha 20 de Mayo de 2008, la abogada en ejercicio Maria Guerrero Gutiérrez, actuando con el carácter de apoderada judicial de la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, consignó cartel de citación publicado en el diario Panorama, en fecha 16-05-2008, a fin de cumplir con los requisitos exigidos para citación de los ciudadanos LUIS MIGUEL, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO. 
En fecha 26 de Mayo de 2008, el Tribunal ordenó desglosar y agregar el cuerpo del periódico donde aparece el cartel de citación de los ciudadanos LUIS MIGUEL, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO. 
En fecha 26 de Septiembre de 2008, la Secretaria Accidental del Tribunal expuso que se trasladó al sector Delicias, calle 18, Nº 18ª-35, con el fin de fijar el cartel de citación de los ciudadanos LUIS MIGUEL, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO, de conformidad con lo establecido en el artículo 223 del Código de Procedimiento Civil. 
En fecha 13 de Octubre de 2008, los ciudadanos GILBERTO ANTONIO y JOSUÉ ALBERTO VIELMA CAMARGO, asistidos por la abogada en ejercicio Ana León de Montero, otorgó poder apud-acta a los abogados en ejercicio Ana León de Montero y Beatriz Montero de Rodríguez, inscritos en el Inpreabogado bajo el No. 53.644 y 46.573, respectivamente. 
En fecha 21 de Octubre de 2008, la abogada en ejercicio Maria Guerrero Gutiérrez, actuando con el carácter de apoderada judicial de la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, solicitó al Tribunal se designe Defensor Ad Litem en la presente causa a fin de darle celeridad al presente juicio. 
En fecha 29 de Octubre de 2008, el Tribunal designó como Defensor Ad Litem del ciudadano LUIS MIGUEL VIELMA CAMARGO, al abogado Luis Pineda, a quien se ordenó notificar a los fines de su aceptación o excusa, y en el primero de los casos preste su juramento de Ley. Dándose por notificado el referido abogado en fecha 10-11-2008. 
Luego en fecha 08 de Diciembre de 2008, la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, asistida por la abogada en ejercicio Maria Guadalupe Faría, confirió poder especial judicial apud-acta a las abogadas en ejercicio Maria Guadalupe Faría y Angélica María Abreu, inscritas en el Inpreabogado bajo los Nos. 98037 y 129511, respectivamente. Asimismo, revocó el poder que había conferido a los abogados en ejercicio María Guerrero Gutiérrez y Merardo Enrique Pirela, inscritos en el Inpreabogado bajo el No. 47786 y 57688, respectivamente. 
En fecha 10 de Diciembre de 2008, la abogada en ejercicio Ana León de Montero, actuando con el carácter de apoderada judicial de los ciudadanos GILBERTO ANTONIO y JOSUÉ ALBERTO VIELMA CAMARGO, solicitó al Tribunal inste a la parte demandante a gestionar la citación del ciudadano Luis Pineda, en su carácter de Defensor Ad Litem del ciudadano LUIS MIGUEL VIELMA CAMARGO. 
En fecha 16 de Diciembre de 2008, las abogadas en ejercicio Maria Guadalupe Faría y Angélica María Abreu, actuando con el carácter de apoderadas judiciales de la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, solicitaron al Tribunal se libre la boleta de citación del abogado Luis Pineda, en su carácter de Defensor Ad Litem, del ciudadano LUIS MIGUEL VIELMA CAMARGO. 

En fecha 12 de Enero de 2009, el Tribunal libró boleta de citación al abogado Luis Pineda, en su carácter de Defensor Ad Litem del ciudadano LUIS MIGUEL VIELMA CAMARGO. 
En fecha 16 de Enero de 2009, se recibió comunicación emanada de la Notaría Pública Segunda del Municipio Maracaibo del Estado Zulia. 
En fecha 29 de Enero de 2009, la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VUIDA DE VIELMA, asistida por la abogada en ejercicio Ana León de Montero, expuso que visto el escrito de fecha 27-01-2009, consignado por la parte demandante donde solicita una serie de medidas preventivas sobre los bienes de la comunidad de gananciales, a todo evento se opone, ya que no se ha producido la contestación de la demanda por falta de citación al Defensor Ad litem, siendo que como demandada esta en plena disposición de realizar la partición y hacer la entrega de la alícuota parte de la herencia que le corresponde a la niña MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE. 
Por escrito de fecha 29 de Enero de 2009, la abogada en ejercicio Ana León de Montero, actuando con el carácter de apoderada judicial de los ciudadanos GILBERTO ANTONIO, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO, expuso que en nombre de sus representados se opone a las medidas preventivas solicitadas por la parte demandante en fecha 27-01-2009, en virtud de que el procedimiento no ha tenido la continuidad debido a la falta de citación del Defensor Ad litem. Asimismo, indica que sus representados están en plena disposición de que se lleve a efecto la partición de los bienes pertenecientes a la comunidad de gananciales VIELMA CAMARGO. 
Posteriormente, el Tribunal en fecha 05 de febrero de 2009, instó a los solicitantes a impulsar la citación del Defensor Ad Litem. 
En fecha 09 de febrero de 2009, se dio por citado el abogado Luis Pineda, en su carácter de Defensor Ad Litem del ciudadano LUIS MIGUEL VIELMA CAMARGO, siendo agregada la boleta a las actas en fecha 12-02-2009. 
Mediante escrito de fecha 13 de febrero de 2009, la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VUIDA DE VIELMA, actuando en su propio nombre y en representación de sus hijas SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, y en representación del ciudadano LUIS MIGUEL VIELMA CAMARGO, de conformidad con lo establecido en el artículo 168 del Código de Procedimiento Civil, asistida por las abogadas en ejercicio Ana León de Montero y Beatriz Montero de Rodríguez, dio contestación a la demanda intentada por la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, obrando en representación de los derechos, acciones e intereses de su hija MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE. 
Asimismo, por escrito de la misma fecha, las abogadas en ejercicio Ana León de Montero y Beatriz Montero de Rodríguez, actuando con el carácter de apoderadas judiciales de los ciudadanos GILBERTO ANTONIO, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO, dieron contestación a la demanda intentada por la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, obrando en representación de los derechos, acciones e intereses de su hija MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE. 
En fecha 18 de febrero de 2009, el tribunal fijo para el día 24-03-2009, a las once de la mañana, el acto oral de evacuación de pruebas. 
En fecha 19 de febrero de 2009, la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, obrando en representación de los derechos, acciones e intereses de su hija MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, ratificó el poder otorgado a las abogadas Maria Guadalupe Faria y Angélica Maria Abreu. Asimismo, otorga poder apud acta a los abogados en ejercicio Osiris Benavides Ferrini y Maria Guadalupe Faria, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nos. 107.513 y 98.037, respectivamente. 
En fecha 20 de febrero de 2009, el abogado Luis Pineda Bracho, actuando con el carácter de apoderado judicial del ciudadano LUIS MIGUEL VIELMA CAMARGO, dio contestación a la demanda intentada en contra de su representado. 
En fecha 26 de febrero de 2009, el Tribunal por cuanto en fecha 18-02-2009, fijó el acto oral de evacuación de pruebas sin que hubiere transcurrido íntegramente el lapso para la contestación de la demanda, ratifica la fecha indicada del día 24-03-2009, a las once de la mañana. 
En fecha 05 de Marzo de 2009, la abogada en ejercicio Beatriz Montero de Rodríguez, actuando con el carácter de apoderada judicial de los ciudadanos GILBERTO ANTONIO, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO, solicitó al Tribunal inste a la parte demandante a la publicación del edicto ordenado por el Tribunal en el auto de admisión. Siendo proveído dicho pedimento por el Tribunal en fecha 11-03-2009. 
Luego por auto de fecha 24 de Marzo de 2009, el Tribunal ordenó notificar a la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VUIDA DE VIELMA, a los fines de que se sirva nombrar a las adolescentes SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, un Curador Especial Ad-hoc, ya que existe conflicto de intereses entre la ciudadana antes nombrada y las referidas adolescentes, difiriéndose la celebración del acto oral de evacuación de pruebas para el día 13-05-2009. 
En fecha 24 de Marzo de 2009, el abogado en ejercicio Osiris Benavides Ferrini, actuando con el carácter de apoderado judicial de la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, consignó ejemplar del diario Panorama de fecha 24-03-2009, en el cual se encuentra publicado el edicto solicitado por el Tribunal en fecha 03-08-2007. 
Por auto de fecha 25 de Marzo de 2009, el Tribunal ordenó desglosar y agregar el cuerpo del periódico del diario Panorama donde aparece publicado el cartel de edicto. 
En fecha 14 de abril de 2009, la abogada en ejercicio Angélica Maria Abreu, actuando con el carácter de apoderado judicial de la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, expuso que por cuanto el oficio Nº 3108, de fecha 03-08-2007, dirigido al Banco Occidental de Descuento, fue extraviado, solicita se vuelva librar el mismo. Siendo proveído dicho pedimento por el Tribunal en fecha 16-04-2009. 
En fecha 21 de abril de 2009, la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VUIDA DE VIELMA, asistida por la abogada en ejercicio Beatriz Montero de Rodríguez, nombra como curador especial ad hoc en beneficio de sus hijas adolescentes SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, a la ciudadana GUADALUPE LUCIA URDANETA BRAVO, venezolana, mayor de edad, titular de la cédula de identidad Nº 7.612.383. 
En fecha 27 de abril de 2009, se agregaron a las actas comunicación emanada del Banco Occidental de Descuento. 
En fecha 27 de abril de 2009, la ciudadana GUADALUPE LUCIA URDANETA BRAVO, asistida por la abogada en ejercicio Beatriz Montero de Rodríguez, manifestando que acepta el cargo de curador especial ad hoc en beneficio de las adolescentes SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO. 
En fecha 13 de Mayo de 2009, se celebró el acto oral de evacuación de pruebas. 
En fecha 20 de Mayo de 2009, siendo el quinto día de la oportunidad procesal para dictar sentencia en el presente Juicio de Partición de Herencia, tal y como lo establece el artículo 482 de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente, el cual establece que “…concluido el acto oral de evacuación de pruebas, sin más trámite, el juez procederá a dictar la sentencia dentro de un plazo no mayor de cinco días…”, no obstante ello el artículo 251 del Código de Procedimiento Civil, que a su vez establece que “…el pronunciamiento de la sentencia no podrá diferirse sino por una sola vez, por causa grave sobre la cual el Juez hará declaración expresa en el auto de diferimiento y por un plazo que no excederá de treinta días…”; en consecuencia, el Tribunal por imperio del artículo 251 del Código de Procedimiento Civil, antes mencionado, y en virtud del exceso de trabajo que existe actualmente en este Despacho, resolvió diferir el plazo para dictar la sentencia definitiva que resuelve el fondo de la controversia en el presente Juicio, nueve días de Despacho. 
En fecha 02 de Junio de 2009, los abogados en ejercicio Osiris Benavides Ferrini y María Guadalupe Faría Ortega, actuando con el carácter de apoderados judiciales de la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, acudieron de conformidad con lo establecido en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela que establece el debido proceso y el derecho a la defensa, en concordancia con lo establecido en el artículo 8 de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente que consagra el Interés Superior del niño, dejando constancia y solicitar que tras múltiples solicitudes de préstamo del expediente 11307, el archivista remite a los abogados de la causa a secretaría por cuanto el expediente no se encuentra en dicho lugar, la Secretaria sin proferir una excusa lógica ni acorde a derecho solo se limita a decir que como dicho expediente se esta trabajando no se les puede dar acceso al mismo, siendo discordante con el derecho vigente, ya que pareciera que se está ante un procedimiento sumario e inquisitivo donde se cercenan todas las garantías procesales, y principios rectores de dicha materia, pese a la paciencia de los abogados, su labor ha sido obstaculizada por tal conducta del órgano jurisdiccional, cercenando el derecho a la defensa de su poderdante en ejercicio de los derechos que el ordenamiento jurídico establece en beneficio de la adolescente MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, constituyendo por parte del Tribunal una franca violación al debido proceso y al Interés Superior del Niño establecido en el ordenamiento jurídico positivo que rige la materia, tratando de ejercer su derecho profesional de tener acceso al expediente, se procedió a solicitar audiencia con el ciudadano Juez a fin de obtener una razón o acceso al mismo por parte del responsable del Tribunal, sin gravar, comprometer o cercenar derecho de terceros intervinientes ya que no se discutiría punto alguno de materia de fondo, solo se le plantearía acceso al expediente, y les fue negado el acceso a dicho juez con lo cual se les denegó el derecho de petición y acceso establecido en el ordenamiento Constitucional en su artículo 58, tal negativa de acceso al expediente es cíclico, injustificado y reiterado, agotadas todas las vías de acceso posible en aras del Estado de Derecho, el derecho de petición, el debido proceso, la igualdad y probidad procesal, la independencia y la imparcialidad del órgano judicial, la tutela judicial efectiva, en defensa de los derechos e intereses de la adolescente MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, los referidos abogados proceden a denunciar y dejar constancia de tales irregularidades, exhortando al Tribunal a permitir acceso al expediente a fin de subsanar, restablecer la situación jurídica infringida, a fin de ejercer los derechos, recursos, posturas, cargas, fases procesales, en los términos y lapsos, que el ordenamiento jurídico venezolano positivo aplicable que la materia establece. Por último solicitan sea notificado el Fiscal del Ministerio Público competente en materia de Protección como garante de los derechos de los niños y adolescentes, que el ordenamiento jurídico Venezolano establece. Asimismo, solicitan sea certificada la copia acompañada a este escrito en un solo tenor y un solo efecto, a fin de ejercer todos y cada uno de los recursos que el ordenamiento jurídico establece ante el órgano de Rectoría del Circuito Judicial del Estado Zulia, a fin de restablecer el Estado de derecho, el derecho a una Justicia imparcial, expedita, independiente y gratuita en los términos que establece la Constitución y las leyes en defensa de los derechos e intereses de la adolescente MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, representada por su progenitora IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ. 
Con esos antecedentes, este Órgano Jurisdiccional de conformidad con lo establecido en el artículo 482 de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente pasa a decidir con las siguientes consideraciones: 
PARTE MOTIVA 
PUNTO PREVIO 
Observa este Órgano Jurisdiccional, que mediante diligencia presentada en fecha 02 de junio de 2009, los abogados en ejercicio Osiris Benavides Ferrini y María Guadalupe Faría Ortega, actuando con el carácter de apoderados judiciales de la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, expusieron lo siguiente: 
“acudieron de conformidad con lo establecido en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela que establece el debido proceso y el derecho a la defensa, en concordancia con lo establecido en el artículo 8 de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente que consagra el Interés Superior del niño, dejando constancia y solicitar que tras múltiples solicitudes de préstamo del expediente 11307, el archivista remite a los abogados de la causa a secretaría por cuanto el expediente no se encuentra en dicho lugar, la Secretaria sin proferir una excusa lógica ni acorde a derecho solo se limita a decir que como dicho expediente se esta trabajando no se les puede dar acceso al mismo, siendo discordante con el derecho vigente, ya que pareciera que se está ante un procedimiento sumario e inquisitivo donde se cercenan todas las garantías procesales, y principios rectores de dicha materia, pese a la paciencia de los abogados, su labor ha sido obstaculizada por tal conducta del órgano jurisdiccional, cercenando el derecho a la defensa de su poderdante en ejercicio de los derechos que el ordenamiento jurídico establece en beneficio de la adolescente MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, constituyendo por parte del Tribunal una franca violación al debido proceso y al Interés Superior del Niño establecido en el ordenamiento jurídico positivo que rige la materia, tratando de ejercer su derecho profesional de tener acceso al expediente, se procedió a solicitar audiencia con el ciudadano Juez a fin de obtener una razón o acceso al mismo por parte del responsable del Tribunal, sin gravar, comprometer o cercenar derecho de terceros intervinientes ya que no se discutiría punto alguno de materia de fondo, solo se le plantearía acceso al expediente, y les fue negado el acceso a dicho juez con lo cual se les denegó el derecho de petición y acceso establecido en el ordenamiento Constitucional en su artículo 58, tal negativa de acceso al expediente es cíclico, injustificado y reiterado, agotadas todas las vías de acceso posible en aras del Estado de Derecho, el derecho de petición, el debido proceso, la igualdad y probidad procesal, la independencia y la imparcialidad del órgano judicial, la tutela judicial efectiva, en defensa de los derechos e intereses de la adolescente MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, los referidos abogados proceden a denunciar y dejar constancia de tales irregularidades, exhortando al Tribunal a permitir acceso al expediente a fin de subsanar, restablecer la situación jurídica infringida, a fin de ejercer los derechos, recursos, posturas, cargas, fases procesales, en los términos y lapsos, que el ordenamiento jurídico venezolano positivo aplicable que la materia establece. Por último solicitan sea notificado el Fiscal del Ministerio Público competente en materia de Protección como garante de los derechos de los niños y adolescentes, que el ordenamiento jurídico Venezolano establece. Asimismo, solicitan sea certificada la copia acompañada a este escrito en un solo tenor y un solo efecto, a in de ejercer todos y cada uno de los recursos que el ordenamiento jurídico establece ante el órgano de Rectoría del Circuito Judicial del Estado Zulia, a fin de restablecer el Estado de derecho, el derecho a una Justicia imparcial, expedita, independiente y gratuita en los términos que establece la Constitución y las leyes en defensa de los derechos e intereses de la adolescente MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, representada por su progenitora IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ”. (Subrayado del Tribunal). 

Ahora bien, antes de decidir el fondo de la presente causa, este Tribunal considera necesario aclarar lo relacionado a lo alegado por los apoderados judiciales de la parte demandante, a saber, abogados Osiris Benavides Ferrini y María Guadalupe Faría Ortega, en diligencia de fecha 02 de Junio del año en curso, al indicar que: 
“…tras múltiples solicitudes de préstamo del expediente 11307, el archivista remite a los abogados de la causa a secretaría por cuanto el expediente no se encuentra en dicho lugar, la Secretaria sin proferir una excusa lógica ni acorde a derecho solo se limita a decir que como dicho expediente se esta trabajando no se les puede dar acceso al mismo…”. 
En torno a lo transcrito con anterioridad, del Libro para el Registro de los expedientes entregados y recibidos en el archivo del Despacho del Juez Unipersonal Nº 1, se desprende que luego de la celebración del Acto Oral de Evacuación de Pruebas, 13 de Mayo de 2009, dicho expediente fue solicitado en las siguientes fechas y por los siguientes abogados: 
Día 14-05-2009: MERARDO PIRELA, C.I. 5.842.154; 
Día 19-05-2009: ANA LEÓN, C.I. 3.770.091; 
Día 21-05-2009: MERARDO PIRELA, C.I. 5.842.154; 
Día 25-05-2009: ANA LEÓN, C.I. 3.770.091; 
Día 26-05-2009: ANA LEÓN, C.I. 3.770.091; 
Día 02-06-2009: OSIRIS BENAVIDES, C.I. 12.945.083: “NO FUE ENTREGADO NI POR EL ARCHIVO, NI POR LA SECRETARIA DEL TRIBUNAL, NEGANDO EL ACCESO A LA JUSTICIA. OSIRIS BENAVIDES ABOGADO DE LA PARTE ACTORA”. 
De tal manera, que del referido libro llevado por el Archivo de este Tribunal se evidencia que tanto al abogado OSIRIS BENAVIDES, como a los abogados MERARDO PIRELA y ANA LEÓN, no les fue prestado el expediente en el lapso correspondiente para dictar sentencia definitiva en el mismo, así como constarse que el abogado OSIRIS BENAVIDES, solo solicitó el expediente el día 02 de Junio de 2009, es decir, en una solo oportunidad, durante el lapso correspondiente para el dictado de la sentencia definitiva, por lo que mal podría decir el mismo que lo solicitó en varias oportunidades. Asimismo, el referido abogado expone en su diligencia “…el archivista remite a los abogados de la causa a secretaría por cuanto el expediente no se encuentra en dicho lugar,…”, indicando de manera generalizada los abogados de la causa (parte demandante y demandada), cuando debió de haberse referido solo a las oportunidades en las que el mismo lo solicitó, a saber, en una solo oportunidad. 
Asimismo, exponen que “…la Secretaria sin proferir una excusa lógica ni acorde a derecho solo se limita a decir que como dicho expediente se esta trabajando no se les puede dar acceso al mismo…”; cuando en realidad lo manifestado a los referidos abogados por la Secretaria del Tribunal, Mgs. Angélica María Barrios, fue que el expediente Nº 11307, se encuentra en estado para dictar sentencia, y en consecuencia, en poder del Juez, no así lo manifestado por los referidos abogados en diligencia de fecha 02-06-2009. 
Igualmente, indicaron “…se procedió a solicitar audiencia con el ciudadano Juez a fin de obtener una razón o acceso al mismo por parte del responsable del Tribunal, sin gravar, comprometer o cercenar derecho de terceros intervinientes ya que no se discutiría punto alguno de materia de fondo, solo se le plantearía acceso al expediente, y les fue negado el acceso a dicho juez…”; manifestándole la Secretaria del Tribunal, que el expediente Nº 11307, se encontraba en estado para dictar sentencia, y que el Juez no podía entrevistarse con una de las partes, sin la presencia de la otra parte, con lo que se le garantiza el debido proceso y a la Igualdad de las partes, de conformidad con lo establecido en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela; evidenciándose que la negativa del acceso al referido expediente, no es cíclico, injustificado y reiterado, tal como lo exponen los abogados Osiris Benavides Ferrini y María Guadalupe Faría Ortega, en diligencia de fecha 02-06-2009. 
Por otro lado, es del conocimiento del abogado en ejercicio Osiris Benavides Ferrini, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 107.513, el cual estuvo presente el día de la celebración del Acto Oral de Pruebas, que el lapso para dictar sentencia es de cinco (5) días de Despacho siguientes a la celebración de dicho acto, de conformidad con lo establecido en el artículo 482 de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente, tal como lo manifestó el Juez el día de la celebración del Acto Oral de Evacuación de Pruebas. Sin embargo, el Tribunal por auto de fecha 20-05-2009, (fecha en el que culminaba el término para dictar sentencia), por imperio del artículo 251 del Código de Procedimiento Civil, que a su vez establece que “…el pronunciamiento de la sentencia no podrá diferirse sino por una sola vez, por causa grave sobre la cual el Juez hará declaración expresa en el auto de diferimiento y por un plazo que no excederá de treinta días…”; y en virtud del exceso de trabajo que existe en la actualidad en el Despacho, resolvió diferir el plazo para dictar la sentencia definitiva que resuelve el fondo de la controversia en el presente Juicio, nueve días de Despacho; a sabiendas de los abogados que el estudio de los expedientes y solicitudes, así como la redacción del fallo debe hacerse en privado, de conformidad con lo establecido en el artículo 24 del Código de Procedimiento Civil: “….El estudio de expedientes y solicitudes, la conferencia que tengan los jueces para sentenciar y la redacción del fallo, se harán en privado, sin perjuicio de la publicación de las sentencias que se dictaren”. 
De tal manera, que este Órgano Jurisdiccional llama la atención a los abogados en ejercicio Osiris Benavides Ferrini y María Guadalupe Faría Ortega, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nos. 107.513 y 98.037, respectivamente, actuando con el carácter de apoderados judiciales de la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, de conformidad con lo establecido en los artículos 17 y 170 del Código de Procedimiento Civil, a realizar solicitudes que se encuentren ajustadas en derecho, y a respetar el lapso para dictar sentencia en la presente causa de conformidad con el artículo 24 eiusdem, ya que en el presente juicio no se les cercena a ninguna de las partes el derecho a la Justicia, a la Tutela Judicial Efectiva, al debido proceso, tal como lo establece nuestra carta magna en sus artículos 49 y 58, así como los derechos y garantías de los niños y/o adolescentes intervinientes en la presente causa; por lo que el Tribunal entra a conocer si es procedente o no el presente Juicio de Partición de Herencia, la cual se hace en los términos que se transcriben a continuación. 
ALEGATOS PRESENTADOS EN LA DEMANDA POR LA PARTE ACTORA, 
CIUDADANA IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, OBRANDO EN REPRESENTACIÓN DE LOS DERECHOS, ACCIONES E INTERESES DE SU HIJA MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE 
Del estudio de las actas que conforman el presente expediente contentivo de Juicio de PARTICIÓN DE HERENCIA, la parte demandante, ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, obrando en representación de los derechos, acciones e intereses de su hija MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, fundamenta la demanda presentando los siguientes alegatos: que una vez que falleció el padre de su hija, ciudadano ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ, han ocurrido irregularidades con el manejo de los bienes sucesorales, por lo que en nombre de su hija MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE decidió acudir a la instancia judicial, puesto que en varias oportunidades entablo conversación con la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA para ponerse de acuerdo con respecto a la pensión alimentaria para la niña, quien es hija legítima del causante y con la Partición de los Bienes Sucesorales dejados por dicho causante, sin mostrar alguna actitud de la que se desprenda su voluntad de querer efectuar dicha partición y reconocerle los derechos a su hija, negándose a convocar una reunión donde la misma represente la parte hereditaria de la niña, desconociendo si ha habido alguna Asamblea de Accionista para deliberar o sustituir mediante votación la falta absoluta de ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ. Que le han informado que se esta dilapidando los bienes dejados por el causante, desconociendo si están girando y disponiendo de las cuentas bancarias personales y las que se encuentran a nombre del negocio SPORT CLUB, C.A., aunado a que el inmueble ubicado en el sector las mercedes actualmente se encuentra arrendado, y el dinero por tal concepto es tomado en su integridad por la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA, desconociendo el derecho de su hija de disfrutar de tal ingreso, ya que se ha negado hasta de proporcionarle una pensión alimentaria para sufragar sus necesidades vitales. 
Por lo que en virtud de todas las gestiones realizadas por la solicitante hasta la fecha, tendientes a lograr una solución amistosa, a fin de que sean reconocido los derechos hereditarios que asisten a su hija MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE y no habiendo ninguna manifestación de voluntad de la vuida del causante para que acceda a la partición de manera extrajudicial de la comunidad sucesoral que se originó con la muerte de ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ; en nombre de su hija y en representación de ella acude para demandar como real y efectivamente demanda a la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA, en su propio nombre y en representación de sus hijas adolescentes SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, y a los coherederos LUIS MIGUEL, GILBERTO ANTONIO, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO, para que convengan o en su defecto a ello sean condenados por el Tribunal, en la LIQUIDACIÓN Y PARTICIÓN DE LA COMUNIDAD SUCESORAL DE BIENES resultantes de la muerte del causante ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ, y en consecuencia se le adjudique a su hija MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE la parte de los bienes que conforman la masa hereditaria que le corresponden como heredera del tanta veces nombrado causante, la cual estima en la cantidad de TRESCIENTOS MILLONES DE BOLIVARES (Bs.300.000.000,00), todo de conformidad con lo dispuesto en los artículos 768, 770, 807, 822, 824, 826, 993, 1069, 1070, 1071, 1072 y 1080 del Código Civil vigente. Asimismo, indicó los medios probatorios que haría hacer valer en juicio. 

ALEGATOS PROPUESTOS EN LA CONTESTACION DE LA DEMANDA, POR LA PARTE DEMANDADA, 
CIUDADANA ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA, EN SU PROPIO NOMBRE Y EN 
REPRESENTACIÓN DE SUS HIJAS ADOLESCENTES SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, 
Y A SU VEZ EN REPRESENTACIÓN DEL CIUDADANO LUIS MIGUEL VIELMA CAMARGO, DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 168 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, 
Mediante escrito de fecha 13 de Febrero de 2009, la parte demandada, ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA, en su propio nombre y en representación de sus hijas SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, opuso como punto previo el aclarar que en ningún momento ha desconocido los derechos hereditarios de la Secesión VIELMA GONZÁLEZ, a la niña MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, por ser hija legítima de su difunto cónyuge, así como que la misma es titular del cincuenta por ciento (50%) de los bienes que forman parte de la comunidad de gananciales por ser legítima cónyuge del hoy difunto, y coheredera de una alícuota parte de la Sucesión VIELMA GONZÁLEZ. 
De igual forma, en el mismo escrito de fecha 13-02-2009, la referida ciudadana actuando en nombre propio y en representación de sus hijas adolescentes SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, dio contestación a la demanda negando, rechazando y contradiciendo e impugnando lo expuesto por la demandante en su escrito libelar, cuando señala las irregularidades con el manejo de los bienes sucesorales, ya que el hecho de que en la actualidad no se haya realizado la partición por la vía amistosa, no significa que hayan irregularidades; de hecho, siempre intentó llegar a un acuerdo con la demandante de manera amistosa, la cual fue imposible por su exceso de avaricia, no obstante, expone, que fue la demandante de autos quien incurrió en irregularidades al apropiarse indebidamente de dos vehículos y de un maletín con los documentos de propiedad de los bienes adquiridos dentro del matrimonio, siendo tanto su negativa que para recuperar los vehículos apropiados indebidamente por la demandante, tuvo que valerse de las autoridades competentes, quedando evidenciada su mala fé. Asimismo, deja claro que los coherederos así como tienen derecho a los activos, tienen derecho sobre los pasivos del causante, siendo éste un caso específico ya que existen deudas contraídas por su difunto esposo (pasivos laborales, Seniat, entre otros). 
Finalmente, la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA, en su propio nombre y en representación de sus hijas SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, solita al Tribunal ordenar lo conducente a fin de que se lleve a cabo la clasificación de los bienes, avalúo y peritaje correspondiente y obtener así un resultado (Acervo Hereditario) y proceder a la partición de la herencia de la sucesión VIELMA GONZALEZ, y de ser posible una vez obtenido el acervo hereditario, y canceladas las deudas anteriores, determinar cual sería la cuota parte hereditaria de la niña MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, para proceder hacer efectivo el pago de la cuota correspondiente de la aludida niña. Tomando en cuenta el artículo 8 de la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, y el artículo 768 del Código Civil. 
ALEGATOS PROPUESTOS EN LA CONTESTACION DE LA DEMANDA, 
POR LA PARTE DEMANDADA, LOS CIUDADANOS COHEREDEROS 
GILBERTO ANTONIO, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO 
De igual forma, en escrito de fecha 13 de Febrero de 2009, las abogadas en ejercicio Ana León de Montero y Beatriz Montero de Rodríguez, actuando con el carácter de apoderadas judiciales de los ciudadanos GILBERTO ANTONIO, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO, opusieron como punto previo que sus representados reconocen la cualidad de coheredera de la niña MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, asimismo, aceptan que el cincuenta por ciento (50%) de los bienes que integran la sucesión VIELMA GONZALEZ, le corresponde a la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA, por ser legítima cónyuge del fallecido padre de sus representados, de igual manera le reconocen los derechos de coheredera de la referida sucesión a la antes nombrada. 
Igualmente, en el mismo escrito las mencionadas abogadas en nombre de sus representados, dieron contestación a la demanda exponiendo que la demandante de autos, ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, obrando en representación de su hija MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, alega en el escrito libelar que hay dilapidación de los bienes de la sucesión VIELMA GONZALEZ, por parte de la madre de sus poderdantes, por no haberle entregado la cuota hereditaria a su hija, siendo falso ya que en todo momento se intentó llegar a un acuerdo con la misma, la cual fue imposible. Asimismo, manifiestan que los coherederos así como tienen derecho a los activos, tienen derecho sobre los pasivos del causante, ya que existen deudas contraídas por el difunto (pasivos laborales, Seniat, entre otros). 
Finalmente, niegan, rechazan y contradicen, e impugnan el quantum de la demanda, hasta tanto no haya avalúo por expertos, donde se determine el acervo hereditario, y verificar la alícuota que le corresponde a cada uno de los ocho (8) coherederos, previa deducción del cincuenta por ciento (50%) que le corresponde en propiedad a la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA, por consiguiente las deudas existentes deben ser asumidas por los coherederos. 
I 
PRUEBAS 
En la oportunidad para la celebración del acto oral de evacuación de pruebas se dejó constancia que estuvieron presentes la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, y sus Apoderados Judiciales los abogados OSIRIS BENAVIDES FERRINI y ANGÉLICA ABREU, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nros. 107.513 y 129.511, respectivamente; la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO DE VIELMA, asistida por la Abogada en ejercicio ANA ROSA LEON DE MONTERO, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 53.644, quien es a su vez es Apoderada Judicial de los ciudadanos JOSUE ALBERTO, EVELIN DEL CARMEN, LUIS MIGUEL Y GILBERTO ANTONIO VIELMA CAMARGO, y la ciudadana GUADALUPE LUCIA URDANETA BRAVO, quien actúa como Curador especial Ad hoc de las adolescentes SINAI PAOLA Y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, las cuales manifestaron al Tribunal estar de acuerdo con la Partición del acervo hereditario VIELMA GONZALEZ, por cuanto la misma es procedente, solicitando se nombre Partidor en la presente causa. Por lo que este Tribunal de conformidad con lo establecido en el artículo 468 de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente, pasa a examinar las pruebas documentales aportadas por ambas partes: 
PRUEBAS DOCUMENTALES APORTADAS POR LA PARTE DEMANDANTE: 
1. Copias cerificadas del acta de defunción Nº 199 perteneciente al ciudadano ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ, expedida por la Jefatura Civil de la Parroquia Cecilio Acosta del Municipio Maracaibo del Estado Zulia, y del acta de nacimiento Nº 494, perteneciente a la niña MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, expedida por la Jefatura Civil de la Parroquia Cacique Mara del Municipio Maracaibo del Estado Zulia, las cuales poseen valor probatorio de conformidad con lo establecido en los artículos 1.359 y 1.360 del Código Civil. De tales instrumentos se evidencia en primer lugar el fallecimiento del ciudadano ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ, y en consecuencia, los herederos que conforman el acervo hereditario de los bienes dejantes por el referido ciudadano. En segundo lugar, la filiación existente entre la niña MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, el difunto ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ y la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, con la que se evidencia la cualidad de la última de las nombradas para demandar la Partición de Herencia en nombre y en representación de su hija. 
2. Copias simple y certificada de documento de propiedad de un inmueble que conforma el acervo hereditario VIELMA GONZALEZ, autenticado bajo el número 19, Tomo 112, de fecha 25-07-1995, por ante la Notaria Publica Segunda de Maracaibo del Estado Zulia, la cual poseen valor probatorio de conformidad con lo establecido en los artículos 429 del Código de Procedimiento Civil, y 1.357 del Código Civil. De las mismas se evidencia el Inmueble tipo casa con su terreno propio ubicado en la urbanización Mara Norte, dicha parcela se encuentra distinguida con el número 36-20 en jurisdicción de la Parroquia Juana de Ávila en esta ciudad y Municipio Maracaibo del Estado Zulia. 
3. Copias simples de documentos de propiedad de dos inmuebles que conforman el acervo hereditario VIELMA GONZALEZ, autenticados por ante el Registro Inmobiliario del Primer Circuito del Municipio Maracaibo del Estado Zulia, las cuales poseen valor probatorio por no haber sido impugnadas por la parte a quien se opone de conformidad con lo establecido en los artículos 429 del Código de Procedimiento Civil. De las mismas se evidencia: 1) Un Inmueble tipo casa, con todas sus adherencias, pertenencias, mejoras y su lote de terreno propio, sobre el cual esta constituida, se encuentra ubicado en la Avenida 4 Bella Vista, haciendo esquina con calle 89E en jurisdicción de la Parroquia Santa Lucia del Municipio Autónomo Maracaibo del Estado Zulia; cuya propiedad la obtuvo el causante mediante documento protocolizado por ante la oficina de Registro Inmobiliario del Primer Circuito del Municipio Autónomo Maracaibo del Estado Zulia, en fecha (10) de marzo de 2.006, bajo el Nº 8 tomo,26, protocolo 1 del Primer Trimestre. 2) Inmueble tipo casa, situado en al antigua calle Mérida, hoy calle 60, sector “Las Mercedes” signada con el Nº 3D-46 en jurisdicción de la parroquia Olegario Villalobos de esta ciudad y Municipio Autónomo; el cual fue adquirido por el causante, mediante documento debidamente protocolizado por ante la oficina del Primer Circuito de Registro, en fecha 19 de marzo de 1.990, bajo el Nº 17, tomo 20, Protocolo Primero del primer trimestre. 
4. Copias simples de libretas de ahorros y de certificado de participación pertenecientes al causante ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ, y a la empresa SPORT CLUB EJECUTIVO, y comunicación emanada de la entidad bancaria BANESCO, las cuales poseen valor probatorio las primeras por no haber sido impugnadas por la parte a quien se opone de conformidad con lo establecido en los artículos 429 del Código de Procedimiento Civil; y la comunicación por ser respuesta al oficio Nº 3107, de fecha 03-08-2007, de conformidad con el artículo 433 eiusdem. De las mismas se evidencia que en la entidad financiera BANESCO existe una cuenta de ahorros a nombre del causante; así como una cuenta FAL y un certificado de participación a nombre de la empresa SPORT CLUB EJECUTIVO, perteneciendo por ende las tres al acervo hereditario VIELMA GONZALEZ. 
5. Copias simples de documentos de propiedad de dos vehículos que conforman el acervo hereditario VIELMA GONZALEZ, autenticados por ante las Notarías Públicas Sexta y Octava de Maracaibo del Estado Zulia, las cuales poseen valor probatorio por no haber sido impugnadas por la parte a quien se opone de conformidad con lo establecido en los artículos 429 del Código de Procedimiento Civil. De las mismas se evidencia: 1) Vehiculo Placas: 071-XAJ, MARCA: FORD; CLASE; CAMIONETA, SERIAL DE MOTOR: 6 CILINDORS, SERIAL DE CARROCERIA AJF1665510, COLOR: DOS TONOS; MODELO F150., TIPO PICK – UP, USO; CARGA AÑO 86. según documento otorgado ante la Notaria Publica Sexta de Maracaibo en fecha veinticinco (25) de abril de 1.995, quedando anotado el mismo bajo Nº 84, tomo 51, de los libros de autenticaciones llevados por ante dicha notaria. 2) Vehiculo TIPO SEDAN , MARCA CHRYSLER , MODELO SPIRIT , AÑO 1992, COLOR BLANCO, SERIAL DE CARROCERIA 1B3BA4635NF269518, SERIAL DE MOTOR 6 CILINDROS, PLACA XUJ-177, DE USO PARTICULAR. Según documento otorgado ante la Notaria Publica Octava de Maracaibo en fecha once (11) de junio de 1.996, quedando anotado el mismo bajo el Nº 99, tomo 19, de los libros de autenticaciones llevados por ante dicha Notaria. 
6. Copias simples de Acta Constitutiva-Estatutos Sociales de la empresa “SPORT CLUB EJECUTIVO, C.A.”, las cuales posee valor probatorio por no haber sido impugnada por la parte a quien se opone de conformidad con lo establecido en los artículos 429 del Código de Procedimiento Civil. De la misma se evidencia que el capital social de la compañía se encuentra representado por ochenta (80) acciones, de las cuales sesenta (60) acciones pertenecían al causante ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ, y las otras veinte (20) acciones a la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO DE VIELMA; por lo que solo pertenece al acervo hereditario las sesenta (60) acciones que le pertenecían al causante. 
7. Comunicación emanada de la entidad bancaria Banco Occidental de Descuento, la cual posee valor probatorio por ser respuesta al oficio Nº 1659, de fecha 16-04-2009, de conformidad con el artículo 433 del Código de Procedimiento Civil. De dicha comunicación se constata que en la entidad financiera existe una cuenta de ahorros perteneciente a la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO DE VIELMA; así como una cuenta corriente perteneciente a la Sociedad Mercantil, SPORT CLUB EJECUTIVO, cuya firma autorizada es la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO DE VIELMA. 
PRUEBAS DOCUMENTALES APORTADAS POR LA PARTE DEMANDADA: 
1. Copias certificadas de la Declaración de Únicos y Universales herederos relacionadas con las adolescentes VIELMA CAMARGO Y VIELMA GALUE, expedida por el Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, Sala de Juicio, Juez Unipersonal Nº 4, en fecha 15 de Marzo de 2007, las cuales posee valor probatorio de conformidad con lo establecido en el artículo 1.357 del Código Civil. De tales copias que el referido Juzgado declaró como únicos y universales herederos del causante ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ, a las adolescentes SINAI PAOLA VIELMA CAMARGO, ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, y a los ciudadanos ALBA DEL CARMEN CAMARGO DE VIELMA, JOSUE ALBERTO, EVELIN DEL CARMEN, LUIS MIGUEL Y GILBERTO ANTONIO VIELMA CAMARGO. 
2. Certificado de Solvencia de Sucesiones y Donaciones, expedido por el SENIAT, el cual posee valor probatorio por estar debidamente sellada y firmada por el ente Gubernamental. Del mismo se evidencia la declaración al fisco del acervo hereditario VIELMA GONZALEZ. 
Con esos antecedentes, y hecho el análisis de las pruebas presentadas este Órgano Jurisdiccional pasa a decidir con base a las siguientes consideraciones: 
II 
En el presente caso, se observa que en los escritos presentados por los demandados, ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VUIDA DE VIELMA, actuando en su propio nombre y en representación de sus hijas SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, y en representación del ciudadano LUIS MIGUEL VIELMA CAMARGO, de conformidad con lo establecido en el artículo 168 del Código de Procedimiento Civil, asistida por las abogadas en ejercicio Ana León de Montero y Beatriz Montero de Rodríguez; y, las abogadas en ejercicio Ana León de Montero y Beatriz Montero de Rodríguez, actuando con el carácter de apoderadas judiciales de los ciudadanos GILBERTO ANTONIO, JOSUÉ ALBERTO y EVELIN DEL CARMEN VIELMA CAMARGO, expusieron estar de acuerdo con la partición del acervo hereditario del causante ALBERTO DE JESUS VIELMA GONZALEZ. 
De igual forma, en la oportunidad para la celebración del acto oral de evacuación de pruebas la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, obrando en representación de los derechos, acciones e intereses de su hija MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, parte demandante, y, la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO DE VIELMA, la abogada en ejercicio Ana Rosa León de Montero, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 53.644, en su carácter de apoderada judicial de los ciudadanos JOSUE ALBERTO, EVELIN DEL CARMEN, LUIS MIGUEL Y GILBERTO ANTONIO VIELMA CAMARGO, y la ciudadana GUADALUPE LUCIA URDANETA BRAVO, quien actúa como Curador especial Ad hoc de las adolescentes SINAI PAOLA Y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, manifestaron al Tribunal estar de acuerdo con la Partición del acervo hereditario VIELMA GONZALEZ, solicitando se designara el partidor en la presente causa de conformidad con el artículo 778 del Código de Procedimiento Civil. 
En este sentido el artículo 778 del Código de Procedimiento Civil establece: 
“En el acto de contestación, si no hubiere oposición a la partición, ni discusión sobre el carácter o cuota de los interesados y la demanda estuviere apoyada en instrumento fehaciente que acredite la existencia de la comunidad, el Juez emplazará a las partes para el nombramiento del partidor en el décimo día siguiente…” 
De este modo nuestro Tribunal Supremo de Justicia, Sala de Casación Civil, en su sentencia de fecha 11 de octubre del 2000, establece que: 
“El procedimiento de partición se encuentra regulado en el Ley Adjetiva Civil, ex artículos 777 y siguientes; de su contenido se evidencia que en el juicio de partición pueden presentarse dos situaciones diferentes, a saber: 1) Que en el acto de la contestación de la demanda no se haga oposición, a los términos en que se planteó la partición en el correspondiente libelo. En este supuesto, no existe controversia y el juez declarará que ha lugar a la partición, en consecuencia ordenará a las partes nombrar el partidor; en estos casos no procede recurso alguno. 2) Que los interesados realicen oposición a la partición, la cual puede ser total o parcial, vale decir que recaiga sobre todo o algunos de los bienes comunes, en estos casos el proceso se sustanciará y decidirá siguiendo los trámites del juicio ordinario hasta que se dicte el fallo que embarace la partición…” 
Para el Dr. Francisco López Herrera, en su obra Derecho de Sucesiones: 
“…La sentencia definitiva que se dicte en el procedimiento de partición de herencia, es simplemente preparatoria de ésta: No efectúa división alguna, sino que se limita a decidir si la misma es o no procedente…” 
De lo antes señalado, se evidencia que el caso de autos se subsume dentro del primer caso planteado por el Tribunal Supremo de Justicia para el procedimiento de Partición, ya que los demandados en el acto de contestación no se opusieron a la partición planteada, solo al monto que la demandante estableció por cada bien perteneciente al acervo hereditario VIELMA GONZALEZ, y posteriormente el día de la celebración del acto oral de evacuación de pruebas, tanto la parte demandante como la parte demandada, solicitaron se designara el partidor en la presente causa de conformidad con el artículo 778 del Código de Procedimiento Civil, tal y como se indicó con anterioridad. 
Ahora bien, la doctrina ha señalado la Partición de Herencia como la forma de poner fin a la indivisión en la herencia, de modo que las cuotas de cada coheredero se transformen en partes materiales concretas. 
Por las razones expuestas y luego de hacer un análisis exhaustivo de las actas que conforman el presente expediente, forman unidad probatoria que obligan a este Órgano Jurisdiccional, haciendo uso de las facultades que le confiere la Ley, a declarar procedente la presente Partición de Herencia, en virtud de que los demandados convinieron en la partición. Así se establece. 

PARTE DISPOSITIVA 
DECISIÓN OFICIAL DEL ESTADO 
Por los fundamentos expuestos, este Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, Sala de Juicio-Juez Unipersonal Nº 1, administrando Justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, declara: 
a) PROCEDENTE la Partición de Herencia incoado por la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, obrando en representación de los derechos, acciones e intereses de su hija MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, en contra de la ciudadana ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA, en su propio nombre y en representación de sus hijas SINAI PAOLA y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, y de los ciudadanos JOSUE ALBERTO, EVELIN DEL CARMEN, LUIS MIGUEL Y GILBERTO ANTONIO VIELMA CAMARGO, plenamente identificados. 
b) De conformidad con lo establecido en el artículo 778 del Código de Procedimiento Civil, se ordena la comparecencia de la ciudadana IDANIA DEL CARMEN GALUE MUÑOZ, obrando en representación de los derechos, acciones e intereses de su hija MARIA DE LOS ANGELES VIELMA GALUE, de los ciudadanos ALBA DEL CARMEN CAMARGO VIUDA DE VIELMA, JOSUE ALBERTO, EVELIN DEL CARMEN, LUIS MIGUEL Y GILBERTO ANTONIO VIELMA CAMARGO, y de la ciudadana GUADALUPE LUCIA URDANETA BRAVO, quien actúa como Curador especial Ad hoc de las adolescentes SINAI PAOLA Y ALBA MARINA VIELMA CAMARGO, para el décimo día de Despacho siguiente, a las diez de la mañana, para el nombramiento del partidor. 
c) No se condena en costas, por cuanto la parte demandada se acogió a la Partición del Acervo Hereditario VIELMA GONZALEZ, en el acto de contestación a la demanda; así como haberlo solicitado ambas partes en la celebración del acto oral de evacuación de pruebas. 
Publíquese. Regístrese. Déjese copia certificada por secretaria de conformidad con el artículo 248 eiusdem. 
Dada, Firmada y sellada en la Sala de Juicio, Despacho del Juez Unipersonal Nº 1, del Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, en Maracaibo a los 09 días del mes de Junio del 2.009. Años 199º de la Independencia y 150º de la Federación. 

El Juez Titular Unipersonal Nº 1, 
Dr. Héctor Ramón Peñaranda Quintero 
El Secretario Accidental, 
Carlos Alfonso Devis Fernández 

En la misma fecha se publicó el presente fallo bajo el Nº 433, en la carpeta de sentencias definitivas llevado por este Tribunal durante el presente año. El Secretario Accidental.- 
Exp. 11307 
HRPQ/953* 


	REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
EN SU NOMBRE 
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL TRÁNSITO Y AGRARIO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO BARINAS 
Por recibida la declinatoria de la demanda de Partición de Herencia, constante de siete folios útiles, y sus anexos en cuatro folios útiles, presentada por la ciudadana MARY YULEIMA VILLAMIZAR SOTO, venezolana, mayor de edad, titular de la cédula de identidad No. 17.169.798, domiciliada en el Municipio Antonio Jose de Sucre del Estado Barinas. Ahora bien, como ya fuera expuesta conforme a la declinatoria de competencia, del Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil de este Estado se llevo a cabo por este Órgano jurisdiccional manifestación de Competencia, razón por la cual, y en previo a ordenarse su entrada conforme a la Ley, se procede a llevar a cabo una revisión del mismo libelo de demanda y de las copias simples que la acompañan como documentos fundamentales de la acción, quien aquí decide observa: 
Si bien es cierto, el ordenamiento jurídico concede al comunero la facultad de intentar las acciones para poner fin a tal estado de comunidad, a través del procedimiento de Partición, este mismo procedimiento exige como requisitos para su procedencia: a) que se realice por los trámites del procedimiento ordinario, b) que se exprese el titulo que origina la comunidad, c) el nombre de los condóminos y d) la proporción en que deben dividirse los bienes, artículo 777 del Código De Procedimiento Civil. 
Ahora bien, de la norma precedentemente transcrita se pone de manifiesto, una exigencia de la misma Ley, lo que hace necesario que para demandar en partición la parte actora deberá acompañar a ésta los instrumentos fehacientes mediante los cuales se acredite la existencia de la comunidad, es decir, mediante acta de defunción, partidas de nacimiento, y la Declaración Sucesoral o la declaración judicial que haya dejado establecido la existencia de ese vínculo. Por esa razón, es requisito sine qua non la declaración sucesoral para poder incoar la demanda de partición de bienes, pues ésta constituye uno de los documentos fundamentales que debe ser acompañado al libelo de demanda de partición hereditaria; además es el título que demuestra su existencia, sin embargo para poder establecer dicha relación es menester igualmente acompañar acta de defunción del de cujus, en la cual queda establecido quienes eran los herederos, siendo ello así, resulta que el acta de defunción junto con los demás recaudos son considerados como documentos fundamentales que deben acompañar al libelo de demanda, siendo otros los documentos de propiedad de los bienes que acreditaban la propiedad del De Cujus sobre ellos y los documentos demostrativos de los presuntos vínculos que dicen tener los herederos, como son las partidas de nacimiento, los cuales deben ser examinados por el Juez, al momento de admitir la demanda. Lo manifestado anteriormente tiene su sustento Doctrinario, en el libro Cursos Sobre Juicios de la Posesión y de la Propiedad, 2001, del autor patrio Dr. JOSE ROMÁN DUQUE CORREDOR, quien expresa: 
“…Dispone el artículo 777 del nuevo Código de Procedimiento Civil, que la demanda de partición o división de bienes comunes se promoverá por los trámites del procedimiento ordinario y en ella se expresarán especialmente el título que origina la comunidad, los nombres de los condominios y la proporción en que deben dividirse los bienes. Si de los recaudos presentados el juez deduce la existencia de otro u otros condominios, ordenará de oficio su citación. Como se ve, la nueva disposición hace abstracción de la partición de herencia ab intestato y se refiere en general a la partición de toda comunidad cualquiera que fuere su origen…”. 
Lo que hace concluir de la revisión que este Juzgador hiciere de las actas que conforman el expediente, la falta de la planilla sucesoral de declaración de bienes, sin embargo si constan en autos el acta de defunción del de cujus quien en vida fuera su padre y adicionalmente a ella una copia del acta de partición amistosa documental esta ultima con la cual la accionante y los accionados llevaron a cabo una transacción sobre la forma de partir el inmueble en cuestión, sobre la cual ahora la accionante pretende tener un nuevo pronunciamiento con relación al mismo bien, cuando bien pudiera tener una vía directa de accionar con base al cumplimiento de la obligación. 
Por otra parte este instrumento “declaración sucesoral” acredita la relación sucesoral y la presunta comunidad, y no puede ser suplida en este tipo de acciones con otra clase de pruebas, ya que este procedimiento es declarativo de la propiedad y no traslativo de la misma, como acertadamente lo expresa el autor citado cuando comenta una sentencia de la Sala de Casación Civil de fecha 07 de septiembre de 1960, en los términos siguientes: 
"El artículo l. 116 del Código Civil es la consagración del principio de que la partición no es título traslativo, sino declarativo de propiedad. Nuestro Código a diferencia del Derecho Romano, en el cual la partición se consideraba como una enajenación para unos herederos y una adquisición para otros, por lo que se necesitaba la tradición para transferir la propiedad de las cosas adjudicadas, siguió a los Códigos francés e italiano, que asignan a la partición el carácter de título declarativo, apelando el legislador a una ficción por la cual se reputa que cada coheredero ha heredado sólo inmediatamente todos los efectos comprendidos en su lote, o que le hayan tocado en subasta entre los coherederos, y que no ha tenido jamás la propiedad de los otros bienes de la herencia. Fue introducido en la reforma de 1916 y completa y sanciona la transmisión de la herencia y concreta el título de heredero". 
Por todo lo anteriormente expuesto, lo procedente en este caso es declarar inadmisible la presente demanda de Partición de Herencia interpuesta por la ciudadana MARY YULEIMA VILLAMIZAR SOTO, venezolana, mayor de edad, titular de la cédula de identidad No. 17.169.798. Y así se decide. 
PUBLÍQUESE y REGÍSTRESE 
Dado, firmado y sellado en la sala del Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas, a los diecinueve (19) días del mes de marzo de dos mil nueve. Años 198° de la Independencia y 149° de la Federación. 

ABG. JOSE GREGORIO ANDRADE 
EL JUEZ 
ABG. JENNIE W. SALVADOR P. 
SECRETARIA. 
Nota: En la misma fecha, siendo las 12.30. P.m., se publicó la presente Sentencia y se ordenó el correspondiente registro del mismo. Conste. 
Sría. 

	Exp. 44.535. DSMR/vero 
JUVENAL GONZALEZ CUBA. 
TERESA DIAZ CALDERA. 
12/03/2008. 
REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA. 
EN SU NOMBRE: 
JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO CIVIL, MERCANTIL Y DEL TRANSITO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO ZULIA. 
Narrativa 
Mediante escrito de fecha veintiuno (21) de Noviembre de dos mil siete (2007), la ciudadana TERESA ROSA DIAZ CALDERA, venezolana, mayor de edad, titular de la cédula de identidad No. 7.838.240, y de este mismo domicilio, debidamente representada por el abogado en ejercicio JOSÉ ARTURO FONSECA MONTERO, inscrito en el Inpreabogado bajo el No. 51.821, y de este mismo domicilio, solicitó a este Tribunal ordenara reponer la causa al estado de la citación de la parte demandada, por cuanto, una vez practicada la citación por el Alguacil Natural de este Tribunal, la ciudadana TERESA ROSA DIAZ CALDERA, se negó a firmar dicha citación, por lo que la parte solicitó de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código de Procedimiento Civil, la reposición de la misma en fin de dar cumplimiento al resto de las formalidades de Ley; así mismo opuso la cuestión previa referente al ordinal 6° del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil, en el juicio que por LIQUIDACIÓN Y PARTICIÓN DE LA COMUNIDAD, sigue en su contra el ciudadano JUVENAL GONZALEZ CUBA, venezolano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad No. 4.996.357 y de este mismo domicilio. 
Alega la parte demandada que el escrito libelar adolece de faltas en los requisitos de forma de la demanda contenidos en el artículo 340 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 777 ejusdem, donde se establece que toda demanda de partición de bienes debe contener la proporción de la división de los bienes que se pretende. 
Procede esta Juzgadora a realizar una síntesis narrativa de lo actuado por las partes, a los fines de su respectivo análisis: 
En fecha veintisiete (27) de Junio de dos mil ocho (2008), este Tribunal le dio entrada y curso de Ley a la demanda propuesta por el ciudadano JUVENAL GONZALEZ CUBA. 
En fecha diez (10) de Julio de dos mil siete (2007), la parte actora ciudadano JUVENAL GONZALEZ CUBA, otorgó poder apud acta, amplio a la abogada en ejercicio THAIS CUBA, inscrita en el Inpreabogado bajo el No. 37.648, y de este mismo domicilio. 
Por diligencia de fecha doce (12) de Julio de dos mil siete (2007), la abogada en ejercicio THAIS CUBA, apoderada de la parte actora ciudadano JUVENAL GONZALEZ CUBA, solicitó a este Tribunal librara boletas de notificación a la parte demandada ciudadana TERESA ROSA DIAZ CALDERA. 
El Alguacil Natural de este Tribunal GERMAN SANCHEZ, expuso en fecha veintidós de Octubre de dos mil siete (2007), haber realizado la citación a la ciudadana TERESA ROSA DIAZ CALDERA, y que la misma se negó a firmar la citación. 
De La Reposición De La Causa 

En cuanto a la solicitud de reposición de la causa, esta bien entendido que si bien se consagra en el artículo 218 del Código de Procedimiento Civil, que en caso de que la parte se niegue a firmar la citación que se le practica, el Alguacil procederá a dejar constancia de lo ocurrido con el Juez, para que el Secretario libre una boleta de notificación en la cual comunique al citado la declaración del Alguacil relativa su citación. Ahora bien una vez que la parte comparece ante el Tribunal por si o por medio de su apoderado Judicial se entiende que las partes están a derecho en el proceso, y seria en todo caso absurdo y una dilación irracional del proceso el reponer una causa al estado de practicar la citación de la parte, una vez que la misma parte se ha hecho presente en el caso de lo cual queda obvia constancia cuando incluso presenta una contestación de la demanda incoada en su contra, por lo que resulta contradictorio solicitar dicha reposición cuando ya la parte se ha hecho presente en el juicio. 
Esta claramente estableado en el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil: 
“…Que la parte demandada podrá darse por citada personalmente para la contestación de la demanda, mediante diligencia suscrita ante la Secretaria. Sin embargo siempre que resulte en autos que la parte o su apoderado antes de la citación, han realizado alguna diligencia en el proceso, o han estado presentes en un acto del mismo, se entenderá citada la parte desde entonces par la contestación de la demanda son más formalidades.” 
De un simple análisis del artículo anteriormente citado se desprende, la finalidad del acto de citación de la parte es la de estar a derecho en el juicio, y que efectivamente ambas partes tengan amplio conocimiento del juicio en cuestión, así mismo reiterada jurisprudencia y doctrina que la parte cuando comparece y mas aun cuando realiza algún acto dentro del proceso se entiende que existe una citación tacita y que ya la parte esta en conocimiento de la causa, por lo que reponer la causa al estado de la citación una vez que las partes están a derecho en el proceso, seria una reposición inútil. 
Por ello queda claramente evidenciado que cuando la ciudadana, TERESA ROSA DIAZ CALDERA, parte demandada presentó escrito de contestación de la demanda, como consta en actas que ella misma lo denomino así, queda citada tácitamente por haberse hecho parte formal en el presente proceso. 
Motivación. 
Ahora bien en cuanto a la cuestión previa correspondiente al numeral 6° del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil el cual consagra los defectos de forma que puede contener la demanda, por no contener los extremos establecidos en el articulo 340 del Código de Procedimiento Civil, considerando que las mismas son las formas esenciales que el libelo de la demanda debe contener, la parte actora afirma que el libelo de la demanda no cumple con los requisitos consagrados en el artículo 777 del Código de Procedimiento Civil. 
El artículo 777 del Código de Procedimiento Civil, establece los requisitos de forma que debe contener la demanda de partición y liquidación de la comunidad conyugal, y en esta se establece el procedimiento idóneo es el ordinario y expresa que la demanda debe contener, el titulo que origina la comunidad, los nombres de los condóminos y la proporción en que deben dividirse los bienes. 
En caso que nos ocupa, observa esta Juzgadora que efectivamente, la parte demandante ciudadano JUVENAL GONZALEZ CUBA, no expreso en su libelo de demanda la proporción en la que requiere la división de los bienes, siendo este un error subsanable por la parte en cuanto es criterio reiterado que los defectos de forma de los que adolezca la demanda pueden ser subsanados por la parte en la oportunidad correspondiente. 
Señala el artículo 350 del Código de Procedimiento Civil: 
“… Alegadas las cuestiones previas a que se refieren los ordinales 2°, 3°, 4°, 5° y 6° del artículo 346, la parte podrá subsanar el defecto u omisión invocados, dentro del plazo de cinco (05) días siguientes al vencimiento del lapso de emplazamiento, en la siguiente forma; el ordinal 6°, mediante la corrección de los defectos señalados al libelo, por diligencia o escrito ante el Tribunal.” 
En este sentido se cita al maestro CUENCA, quien en su libro Las Cuestiones Previas en el Procedimiento Civil Ordinario, señala: 
“…Cuando no hubiere subsanación voluntaria por parte del demandante, o la que hubiese efectuado es desestimada por el Juez al acoger la objeción del demandado, en el caso que no hayan sido alegadas las cuestiones previas del ord. 1° del articulo 346 del Código de Procedimiento Civil, o si alegaron, ya fueron decididas por sentencia firme, el articulo 352 eiusdem regula la plenitud del procedimiento incidental a seguir, que es el siguiente… Articulación Probatoria: Se abre de pleno derecho “sin necesidad de decreto o providencia del Juez” una articulación probatoria de ocho días de despacho para promover y evacuar pruebas, sobre las cuestiones previas opuestas. Este lapso probatorio es confuso, se puede promover y evacuar pruebas indistintamente, no se divide en una fase de promoción y otra de evacuación” (Negrillas del Tribunal). 
Todo lo evidenciado ut supra lleva al ánimo de esta Sentenciadora a concluir que en efecto no existe subsanación por parte del accionante, ya que de las actas que componen el presente caso se desprende que el libelo de demanda no cumple con los requisitos de forma establecidos por la Ley, y que en actuaciones posteriores de ninguna manera la parte actora ciudadano JUVENAL GONZALEZ CUBA, subsano el error de forma, voluntariamente, por lo que este tribunal considera necesario que la parte actora subsane debidamente el error cometido en función de que se exponga claramente a este Despacho la proporción en que deben dividirse los bienes de conformidad con lo establecido en el artículo 777 del Código de Procedimiento Civil. Así Se Decide. 
Dispositivo. 
En vista de las anteriores consideraciones éste JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO CIVIL, MERCANTIL Y DEL TRANSITO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO ZULIA, administrando justicia en nombre de la Republica Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la ley declara: CON LUGAR, la cuestión previa promovida por la ciudadana TERESA ROSA DIAZ CALDERA venezolana, mayor de edad, titular de la cédula de identidad No. 7.838.240, y de este mismo domicilio, en atención al defecto de forma de la demanda por no haberse llenado los requisitos contenidos en el artículo 777 del Código de Procedimiento Civil. Así mismo se conmina a la parte actora ciudadano JUVENAL GONZALEZ CUBA, venezolano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad No. 4.996.357 y de este mismo domicilio a subsanar el error cometido por la falta de identificación de la proporción en la división de los bienes de conformidad con lo establecido en el artículo 354 del Código de Procedimiento Civil. Así Se Decide. 
REGÍSTRESE PUBLÍQUESE Y NOTIFÍQUESE A LAS PARTES. 
Dada firmada y sellada en la sala de despacho de este JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO CIVIL, MERCANTIL Y DEL TRANSITO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO ZULIA a los doce (12) días del mes de Marzo del dos mil ocho (2008), años 197° de la Independencia y 149° de la Federación. 

La Juez. 
Dra. Dilcia Sorena Molero Reverol. La Secretaria. 

Abog. Marielis Escandela. 
En la misma fecha siendo las diez y treinta (10:30 a.m.) de la mañana, se público el anterior fallo. 
La Secretaria.
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Fuente: Elaborado por el investigador (Abano, 2009)
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